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Los mexicanos  
vistos por sí mismos

La auténtica función de la Universidad trasciende a la de transmitir y generar 

conocimiento. Su verdadero propósito tiene que ver con la vida en sociedad, 

con la formación de ciudadanos libres que tengan conciencia social y que 

sean capaces de valorar los principios éticos en la convivencia humana. Si 

bien es cierto que la tarea principal de las universidades es de orden acadé-

mico, las consecuencias del cumplimiento de su mandato son, además, so-

ciales, económicas e incluso políticas. Es por esto que desde la Universidad 

se debe alentar el fortalecimiento democrático de nuestro país, el progreso 

y la lucha contra la injusticia y la exclusión. 

México transita por un periodo complejo, caracterizado por la presencia 

de problemas seculares y de los que resultan de las nuevas condiciones, 

esto alienta la frustración y el desencanto. Aunque son momentos de duda 

y de desconfianza, también lo son de retos y oportunidades. El desafío más 

importante, el que refleja y sintetiza  los rezagos que padecemos, es la des-

igualdad como problema histórico y estructural del país. Los esfuerzos em-

prendidos para superar la desigualdad por los diversos sectores sociales, 

académicos y políticos, han quedado muchas veces desarticulados y han 

José Narro Robles
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sido a todas luces insuficientes ante la exigencia y la necesidad de fomentar 

la inclusión y la igualdad en el ejercicio y el disfrute de los derechos.

¿Cuál es el papel de la Universidad ante estas realidades? Si bien es cier-

to que nuestra institución no tiene la posibilidad de resolver problemas tan 

complejos, tampoco puede permanecer indiferente a ellos. De allí que se 

haya propuesto recoger las voces de los mexicanos, iniciar un ejercicio de 

diálogo, una conversación con la gente que habita nuestro país. 

La propuesta consistió en aplicar veinticinco encuestas nacionales para 

tratar de dibujar un mapa del país, construido con base en los sistemas de 

creencias de la gente, de sus necesidades, de sus expectativas y deseos. 

Un ejercicio de empatía, respeto y comprensión que, lamentablemente, 

pocas veces se emprende. Las voces de los mexicanos son, a la vez, puente 

y camino para conocer y reconocer al ser próximo, descubrir sus matices, su 

humanidad; son también el vehículo para llegar hasta nosotros mismos. 

Paradójicamente, estas voces nos ayudan también a tomar distancia, a ga-

nar perspectiva, a construir la realidad con el otro y a crear nuestra propia 

realidad.

Lo que se intentó fue recoger las voces, los pensamientos y reflexiones 

de los mexicanos; es a ellos a quienes nos dirigimos y a los que nos interesa 

escuchar. Hacerlo implica el arte de mantener intacto el contenido sin re-

nunciar a la forma, supone crear un espacio en el que se aúnan la aceptación 

y la responsabilidad. Los métodos y las técnicas de experimentación cientí-

ficos no son sino procedimientos de interrogación que aseguran —o al me-

nos eso se pretende— que lo que se va a escuchar son las propias voces de 

los mexicanos y no las expectativas e ideas que los científicos se han hecho 

sobre ellas.

“La palabra es mitad de quien la pronuncia y mitad de quien la escucha”, 

decía Montaigne. Las palabras nos pertenecen a ambas partes en diálogo 

cuando éste es sincero, cuando la escucha es atenta, cuando hay voluntad 

de encuentro. En ellas nos encontramos y por eso nos unen; nos llevan al 

intercambio, a la relación recíproca. La colección Los mexicanos vistos por sí 

mismos. Los grandes temas nacionales es un acercamiento invaluable a 

nuestros desafíos que conjuga, en 26 tomos, las percepciones de la socie-

dad con el análisis de reconocidos especialistas de nuestra Universidad. 
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La unam debe mantener su papel de conciencia crítica de la Nación. 

Debe continuar por la vía del análisis y el debate sobre los principales pro-

blemas del país y, por supuesto, debe aportar propuestas para su solución, 

mantener su compromiso ético. La ética encuentra en la Universidad su es-

pacio apropiado para crecer, donde el ejercicio del pensamiento debe con-

tribuir a afinar la verdad. Una verdad que se convierta en vida y libertad, y 

éste es el reto para construir la justicia que se desea. La Universidad también 

está llamada y obligada, tanto ética como jurídicamente, a servir a la socie-

dad. La efectividad ética no le viene dada por la postulación positiva de un 

deber ser, sino por su capacidad de incitar al ejercicio autónomo del criterio, 

por su peculiar manera de potenciar la conversación en todas sus formas y 

por señalar un camino hacia una mejor convivencia en sociedad.

Quiero agradecer, por su dedicación y esfuerzo, a los 93 investigadores y a 

los 48 jóvenes asistentes que han participado en este extraordinario proyecto, 

así como al Instituto de Investigaciones Jurídicas que, a través de su Área de 

Investigación Aplicada y Opinión dirigida por la maestra Julia Flores, se en

cargó de coordinar y materializar esta admirable investigación que sin lugar  

a dudas será referente para el entendimiento del México contemporáneo.

Esta colección es una expresión del compromiso de la Universidad Nacio-

nal con nuestra sociedad, con la búsqueda del conocimiento y del saber. 

Cada uno de los volúmenes nos ofrece una oportunidad sin precedentes para 

conocernos y proyectar un futuro mejor para todos. Sus contenidos abonarán, 

sin lugar a dudas, a un debate más profundo sobre nuestros grandes temas 

nacionales. Es un trabajo urgente para expertos, tomadores de decisiones y 

público interesado en acercarse a los distintos temas a partir de las percepcio-

nes que de ellos tiene la sociedad mexicana de hoy.

“Por mi raza hablará el espíritu”
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Prefacio

Los libros que conforman la colección Los mexicanos vistos por sí mismos. Los 

grandes temas nacionales son el resultado de un esfuerzo académico colec-

tivo imaginado y coordinado por la maestra Julia Isabel Flores y su equipo 

de trabajo en el Área de Investigación Aplicada y Opinión del Instituto de 

Investigaciones Jurídicas de la unam. Se trata de una iniciativa que pretende 

aportar insumos para una deliberación colectiva, seria y documentada, so-

bre quiénes somos y qué pensamos los mexicanos del siglo xxi ante los 

grandes temas y problemas nacionales. 

A partir de una serie de encuestas levantadas en el país se invitó a re-

flexionar a investigadores y profesores de diversas disciplinas quienes, de 

manera individual o colectiva, dieron forma a cada volumen. El resultado 

son 26 libros en los que se entrelaza el rigor metodológico con el análisis 

experto para dar cuenta del pensamiento de los mexicanos en algunos de 

los temas más relevantes para su convivencia, en un momento crucial de la 

Pedro Salazar Ugarte*

*	 Director del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la unam.
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historia del país en el que los profundos procesos de transformación —so-

cial, política y jurídica— interna se complejizan por los procesos de cambio 

global. De esta manera la colección Los mexicanos vistos por sí mismos es, 

a la vez, un espejo y un proyector. Los textos reflejan nuestras ideas sobre 

cuestiones cruciales de la realidad nacional y, al mismo tiempo, nos obligan 

a mirar hacia el contexto más amplio en el que estamos insertos. 

Vale la pena hacer el recuento de los temas elegidos: corrupción y cultu-

ra de la legalidad; cultura, lectura y deporte; derechos humanos, discrimina-

ción y grupos vulnerables; familia; salud; seguridad pública; movilidad y 

transporte; pobreza; migración; género; globalización; niños, adolescentes 

y jóvenes; condición de habitabilidad de la vivienda; envejecimiento; reli-

gión, secularización y laicidad; ciencia y tecnología; educación; economía y 

empleo; indígenas; justicia; sociedad de la información; medio ambiente; 

identidad y valores; federalismo y cultura política. Como puede verse se 

trata de cuestiones de relevancia crucial para la vida cotidiana de las perso-

nas y que demandan una visión multidisciplinaria. 

Ésta es otra de las virtudes de la colección. Los trabajos han sido realiza-

dos por expertos en diversas disciplinas y, por lo tanto, ofrecen un amplio 

fresco temático pero con profundo rigor científico. Cada autor es experto en 

la materia que analiza y, además, escribió su colaboración después de cono-

cer los avances del proyecto editorial en su conjunto. Por lo mismo no se 

trata de textos aislados sino de un verdadero proyecto editorial imaginado 

y ejecutado con una visión global. 

Espero que los lectores lo aprecien y disfruten tanto como lo hicimos 

quienes hemos tenido el honor de participar en su confección y desarrollo. 

En mi calidad de director del Instituto de Investigaciones Jurídicas agradez-

co al doctor José Narro Robles, rector de la Universidad Nacional Autónoma 

de México, por el apoyo decidido a esta iniciativa y felicito a la maestra Julia 

Isabel Flores y a su entusiasta equipo de trabajo por la llegada a buen puer-

to de esta empresa.
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Los mexicanos vistos por sí mismos. Los grandes temas nacionales tiene 

como propósito ofrecer un panorama de los problemas del país y conocer 

su extensión y modalidades en la sociedad mexicana a partir de las percep-

ciones de sus habitantes. Esta colección, que consta de 26 libros, pretende 

dar cuenta de las transformaciones sociales en un contexto de globaliza-

ción, de cambio cultural y político. El análisis de los temas permite obtener 

una visión integral de los cambios en la vida de hombres y mujeres y, de 

manera fundamental, de su percepción del México de principios del si-

glo xxi. Como podría decir Alfonso Reyes, el proyecto Los mexicanos vistos 

por sí mismos encierra a México en una nuez.1

Con base en 25 encuestas nacionales de 1 200 casos cada una, aplicadas 

a personas de 15 años y más en sus propias viviendas, se recoge la diversi-

dad de percepciones, opiniones, actitudes y valores de quienes vivimos en 

México: de los jóvenes y los adultos mayores, de los hombres y las mujeres, 

Julia Isabel Flores*

Prólogo

*	 Investigadora del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la unam.
1 	 Alfonso Reyes, México en una nuez y otras nueces (1931), México, fce, 2000.
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de los habitantes de las grandes ciudades y el campo, en las diversas regio-

nes del país. El diseño de los cuestionarios y la elaboración de los libros 

estuvo a cargo de distinguidos especialistas de la Universidad Nacional Au-

tónoma de México en cada uno de los temas.

En los volúmenes que conforman esta colección se suman las voces, las 

inquietudes y los valores en las esferas que interesan a los mexicanos. En 

ellos se estudian los temas relativos a la población con base en las encuestas 

de familia, de niños, adolescentes y jóvenes; de procesos de envejecimien-

to; de género; de indígenas y de migración. Se abordan también los proble-

mas y percepciones del bienestar y la economía en función de las encuestas 

de pobreza y de economía y empleo. Se tratan cuestiones del mayor interés 

para la sociedad como son la salud, la educación, la cultura, la lectura y el 

deporte. Se investigan asimismo la ciencia y tecnología, al igual que la so-

ciedad de la información, el medio ambiente y las condiciones de habitabi-

lidad de la vivienda, la movilidad y el transporte.

En el campo de impartición y procuración de justicia se analizan datos de las 

encuestas de justicia, de derechos humanos y de seguridad pública, mientras que 

los estudios referentes a la organización política se sustentan en sendas encues-

tas relacionadas con el federalismo, la corrupción y cultura de la legalidad, y con 

la cultura política. Finalmente, se da cuenta de las creencias, los valores y sus 

transformaciones a partir de las encuestas de religión, laicidad y secularización; 

de identidad nacional y valores, y de México frente a la globalización.

En esta colección se incorporan investigaciones sin antecedentes públicos 

en el país que llenan un vacío en la investigación social y permiten disponer 

de nuevos datos, tales como los que se derivan de las encuestas nacionales de 

religión, secularización y laicidad, la de indígenas, la de migración, la encues-

ta nacional de derechos humanos, la encuesta nacional de justicia, la de fede-

ralismo, la de sociedad de la información y la de movilidad y transporte.

Producir análisis de alta calidad, basados en datos confiables, contribuye 

a conformar una visión de la sociedad mexicana en el tiempo; hace posible 

conocer en qué punto nos encontramos, así como medir el logro de los ob-

jetivos planteados en la política pública. Del mismo modo, permite registrar 

los aspectos que deben mejorarse y comparar los resultados con otros obte-

nidos en los ámbitos regional e internacional, a fin de llevar a cabo ejercicios 

de retrospección y prognosis.
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Los volúmenes que conforman la colección no pretenden oponer la ex-

periencia vivida a la abstracción teórica, sino enriquecer y poner en comuni-

cación a ambas. El panorama resultante está lleno de contrastes: nos 

muestra los problemas, pero también recoge aspiraciones e indica posibles 

caminos. La colección nos ofrece un cuadro de claroscuros en el que las lu-

ces, las sombras y los colores se oponen y complementan mutuamente, de 

modo que, como en una pintura, toda sombra implica la presencia de la luz 

y el color, y en toda luz conviven el color y la sombra.

Con la globalización asistimos a un proceso de rápidas transformaciones 

en los referentes de las conductas sociales y políticas, cuyo movimiento des-

plaza constantemente los límites de lo posible. El proyecto pretende reco-

ger el pensamiento de la sociedad mexicana en un punto de inflexión y 

convertirlo en un ejercicio de pedagogía colectiva, en un momento crucial 

en el que la revaloración del pasado, el presente y el futuro ha de potenciar 

las fortalezas y los atributos del colectivo nacional, sobre las premisas de 

una sociedad libre y abierta.

Expreso en primer lugar mi agradecimiento al doctor José Narro Robles, 

rector de nuestra universidad, pues sin su visión y su patrocinio este proyec-

to no hubiera sido posible, y al doctor Pedro Salazar, director del Instituto de 

Investigaciones Jurídicas, por su apoyo decidido en todo momento. A los 93 

investigadores de 21 institutos y centros de investigación de la unam y a los 

48 jóvenes asistentes que colaboraron con ellos les agradezco su compro-

miso, dedicación y entusiasmo para crear esta colección. También quiero 

dejar constancia de mi profunda gratitud a los miembros del Área de Inves-

tigación Aplicada y de Opinión del Instituto de Investigaciones Jurídicas, sin 

quienes no hubiera sido posible llevar a cabo esta empresa; a Juan Carlos 

Licea y a su equipo por el acucioso levantamiento; y al doctor Ricardo Pozas, 

dictaminador de la colección, por su agudo análisis de los textos. Igualmen-

te agradezco la inestimable ayuda brindada por el licenciado Enrique Balp, 

secretario de Servicios a la Comunidad, así como a Javier Martínez y a Elsa 

Botello, de la Dirección General de Publicaciones y Fomento Editorial, quie-

nes han puesto gran cuidado y esmero en la edición de estos libros.
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Los mexicanos vistos por sí mismos. Los grandes temas nacionales es el fruto 

de una investigación nacional realizada por especialistas en los 25 temas más 

importantes que atraviesan la vida de la sociedad mexicana de principios del 

siglo xxi. Esta investigación impulsada por el doctor José Narro Robles, rec-

tor de la Universidad Nacional Autónoma de México, fue desarrollada y coor-

dinada por Julia Isabel Flores, coordinadora del Área de Investigación 

Aplicada y Opinión del Instituto de Investigaciones Jurídicas.

Esta colección responde a la necesidad constante que tiene la Univer-

sidad de estudiar los problemas centrales inherentes a la organización so-

cial, a la vida política y a la cultura nacional a través de las concepciones 

que actualmente tienen los mexicanos de su sociedad, de la vida política 

y del Estado, en la acepción más amplia del término, como orden institu-

cional, normativo y legítimo que regula la vida de los individuos y las co-

lectividades.

Preámbulo

*	 Investigador del Instituto de Investigaciones Sociales de la unam.

Ricardo Pozas Horcasitas*
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Toda encuesta revela la concepción que los individuos tienen de sí mis-

mos porque pone en juego el entramado de conocimientos y sentimientos 

contenidos en las respuestas a las preguntas planteadas por el investigador. 

Con las encuestas se interroga a un individuo en un tiempo dado de su exis-

tencia encuadrada en un entorno público y con una posición frente a la his-

toria que corre y se condensa en los acontecimientos nacionales relevantes, 

que impregnan de contenidos culturales el conjunto de condiciones políti-

cas prevalecientes. 

Las 25 encuestas nacionales en que se sustenta la colección se realizaron 

en noviembre de 2014, en un escenario público en el que la violencia regre-

sa como la imagen dominante de la representación de la sociedad nacional; 

este clima de violencia rompe la percepción generalizada de estabilidad, 

manejo y dirección política que durante los primeros 10 meses de gobierno 

había surgido con el nuevo Ejecutivo federal, que proporcionó un ambiente 

político distinto y una renovada percepción de seguridad y confianza en el 

presidente de la República. Esta certidumbre surgió desde su toma de po-

sesión y fue confirmada con las iniciativas constitucionales que se presenta-

ron a la sociedad como posibilidad de cambio económico y social, a través 

de las llamadas reformas estructurales. 

La incertidumbre fue producida por la crisis política que se detonó en el 

municipio de Iguala, Guerrero, el 26 de septiembre del 2014 debido a la 

desaparición de 43 estudiantes de la normal rural de Ayotzinapa. Entre fina-

les de septiembre y principios de octubre la información del problema polí-

tico producido por la desaparición de los estudiantes se expande en la 

opinión pública nacional y se coloca en el entorno internacional a través de 

las redes sociales y los circuitos de las organizaciones no gubernamentales, 

así como por la participación de los organismos nacionales e internacionales 

de derechos humanos. 

Primero esta crisis se volvió un problema del gobierno municipal, des-

pués del estado de Guerrero y en menos de un mes se convirtió en un con-

flicto que debía resolver el Ejecutivo federal. La velocidad con la que se 

difundió el problema a lo largo de la nación y la rapidez de su expresión 

política revelan la falta de instituciones sólidas en los tres niveles de gobier-

no, capaces de regular el conflicto social y delimitar la violencia en el ámbito 

geopolítico en el que brota.
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La celeridad con que se manifestaron las consecuencias del problema 

muestra la pérdida de la centralidad del Ejecutivo federal —tanto institucio-

nal como simbólicamente— que rigió durante décadas las relaciones de au-

toridad y obediencia, de poder y negociación, de estabilidad y legitimidad, 

en el entramado político nacional de las coaliciones gobernantes y frente a la 

población de la sociedad mexicana. Esta estabilidad política fue, durante 

décadas, la característica y el contraste entre México y América Latina.

El exceso de violencia en la represión condensó el problema de insegu-

ridad al que ha llegado la sociedad nacional y la inexistencia de límites que 

demarcan las conductas individuales de los funcionarios y de los grupos 

sociales, que se debe al estado poroso de las instituciones públicas en una 

sociedad que carece de un orden social estable y de un orden jurídico regu-

lador en el que se delimitan los márgenes posibles de la conducta individual 

y colectiva.

La condición social no deslindada entre lo legal e ilegal, entre lo moral y 

no moral, generó la situación anómica de la vida social removiendo la certe-

za en el presente, que retrotrajo la representación colectiva del orden polí-

tico a la violencia productora de incertidumbre e inseguridad vivida durante 

los 12 años anteriores de los gobiernos panistas, entre 2000 y 2012, periodo 

político caracterizado como el de la transición —con el implícito de demo-

crático— que está hoy desdibujado en la representación social nacional y 

olvidado en la memoria colectiva. 

La transición democrática mexicana partió de las elecciones de Estado y 

gobierno, con un nuevo partido hegemónico, y tuvo como primer objetivo 

generar certidumbre legal en los procesos electorales en el ámbito federal, 

certidumbre que fue confirmada por el cambio de gobierno en el Ejecutivo 

federal en el año 2000; esta transición resolvió los problemas de desconfian-

za en las instituciones del sistema político de partidos, lo cual constituye la 

condición necesaria de la democracia electoral, pero no es suficiente para 

preservar el régimen político. 

Durante los dos gobiernos —de 2000 al 2012— no se consolidó la transi-

ción de la que éstos fueron protagonistas, los gobiernos no construyeron la 

cultura institucional democrática necesaria para un cambio que debía estar 

sustentado en principios y normas que regularan las prácticas políticas de 

representación en las organizaciones sociales que son la base del régimen 
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político, pero tampoco diseñaron las reglas ni consolidaron las normas en 

las relaciones colectivas de integración y funcionamiento político de las ins-

tituciones sociales. 

Ninguno de los dos gobiernos cambió las modalidades de articulación 

tradicional desarrolladas durante el pasado entre los partidos —en plural— 

y las organizaciones que se enlazaban como bases sociales de sustentación 

o clientelares, de manera permanente o temporal, en procesos electorales. 

Las organizaciones corporativas se mantuvieron con prácticas clientelares y 

patrimoniales, verticales y disciplinarias frente a la posibilidad de la gober-

nanza como principio de relación política democrática de las colectividades 

con los representantes y las instituciones políticas. 

Los gobiernos de la transición no fueron capaces de instaurar una nueva 

práctica política fundada en el respeto a la legitimidad democrática en las 

organizaciones sociales de base, en el cumplimiento de la legalidad —la ex-

cepción a la regla siempre es cobijada por la norma de la cultura política 

tradicional de los usos y costumbres—, en el valor moral de las conductas de 

las colectividades y en la calidad ética de las dirigencias. La transición edificó 

prácticas modernas de legalidad, certeza y transparencia en las instituciones 

electorales sobre bases de la organización social clientelar, tradicional y au-

toritaria. Ésta fue la paradoja de la modernización democrática mexicana.

El conjunto de investigaciones que publicamos surgen en el regreso de lo 

incierto, en ese tiempo del cambio que condensa y retoma la historia de los 

últimos años del país, siendo las encuestas nacionales las primeras realizadas 

después del acontecimiento referido que constituye un punto de inflexión 

por ser punto de retorno. Las encuestas expresan el clima social y psicológi-

co del México contemporáneo: inseguro y constantemente redefinido, y en 

su indefinición desdibuja los referentes fijos de las normas sociales y las re-

glas jurídicas del derecho público y privado resguardadas por el Estado. 

El entorno social de incertidumbre produce la indefinición del orden pú-

blico en las percepciones de los ciudadanos, entorno incierto en el cual la 

confianza pública y la solidaridad, tanto individual como colectiva, pierden 

sentido como conductas posibles, dando origen a una cultura de la impuni-

dad en la que la sanción a las faltas que violan las leyes y quebrantan las 

normas de la moral pública no es posible y propicia una fractura en el orden 

social. En la representación colectiva la transgresión cotidiana en todos los 
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niveles de la vida va tomando carta de naturalidad, se va volviendo común y 

el futuro va abriendo los límites produciendo la creencia de que todo es po-

sible y creíble. 

La desconfianza, como la condición de lo creíble, desdibuja la integridad 

de las instituciones, de las personas y de la autoridad pública que se funda 

en la solidez moral. La obediencia a la autoridad sólo es posible cuando ésta 

tiene credibilidad y la sospecha sobre su integridad y desempeño hacen 

que deje de ser un referente cotidiano de la vida social y política. En las so-

ciedades la coerción sólo es legítima y eficiente sobre la cohesión colectiva.

Los 25 tomos de la colección contienen la interpretación de los especia-

listas que desarrollan sus respectivas investigaciones en los siguientes te-

mas: corrupción y cultura de la legalidad; cultura, lectura y deporte; derechos 

humanos, discriminación y grupos vulnerables; familia; salud; seguridad pú-

blica; movilidad y transporte; pobreza; migración; género; globalización; 

niños, adolescentes y jóvenes; condición de habitabilidad de vivienda; en-

vejecimiento; religión, secularización y laicidad; ciencia y tecnología; educa-

ción; economía y empleo; indígenas; justicia; sociedad de la información; 

medio ambiente; federalismo; identidad y valores; y cultura política.

Para construir la investigación sobre los mexicanos vistos por sí mismos 

se llevaron a cabo 25 encuestas en todo el país, cada una aplicada a 1 200 

personas y realizadas en las propias viviendas de los encuestados, es decir, 

cara a cara, lo que hace de éstas una fuente de información cierta y segura. 

En el diseño de los cuestionarios estuvieron involucrados los investigadores 

especializados en los temas respectivos, en coordinación con el Área de In-

vestigación Aplicada y Opinión del Instituto de Investigaciones Jurídicas de 

la unam, equipo que también estuvo a cargo del levantamiento en campo y 

el procesamiento estadístico de los resultados. 

Los temas de las encuestas fueron planteados y desarrollados por los 

investigadores que son especialistas reconocidos en sus respectivos cam-

pos de conocimiento y cuentan con una obra académica que sustenta su 

autoridad en dichos temas. El estudio sobre las condiciones actuales de 

los 25 problemas sociales y políticos tratados en los tomos correspondien-

tes brindó a los investigadores la posibilidad de condensar, en cada en-

cuesta y en cada pregunta, el conocimiento adquirido a lo largo de mucho 

tiempo.
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Las encuestas fueron, para los académicos que participaron en su elabora-

ción con la formulación teórica del problema, con el diseño de las preguntas 

de las encuestas y con el análisis de los resultados, la posibilidad de conocer 

qué piensan los ciudadanos respecto de los temas nacionales y cómo los pro-

blematizan. En este sentido la investigación, que se basa en el conocimiento 

empírico generado por la opinión y la representación social de los encuesta-

dos, brindó a los especialistas la oportunidad de ampliar el espectro cognitivo 

más allá del círculo institucional académico en el cual se habían movido du-

rante años y dentro del que se había expuesto y aplicado el conocimiento de 

los 25 temas tratados en esta investigación nacional.  

Para los especialistas, la investigación fue una confrontación entre el sa-

ber académico respecto de los problemas estudiados científicamente y la 

representación social que de ellos tienen los individuos que los viven todos 

los días. Para los lectores, los textos significan la posibilidad de ver la con-

fluencia de las dos perspectivas y de conocer los problemas que forman los 

ejes de la vida cotidiana de la nación. 

Los temas de investigación constituyen el centro del debate de los acto-

res políticos con mayor presencia pública en México. Éstos son la fuente de 

información diaria y de discusión en los medios de comunicación; en torno 

a ellos se genera la noticia y como parte de ella se informa la percepción 

que los ciudadanos tienen sobre cada uno de los problemas. 

Esta investigación planteada y desarrollada en la unam representa el es-

fuerzo continuo de la institución por generar conocimiento original en torno 

a los problemas relevantes de la nación y con ello contribuir a su posible 

solución.
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incansable promotora 

del conocimiento de los mexicanos por sí mismos.

A la memoria de Volkmar Gessner, 

pionero de los estudios sociojurídicos 

sobre la justicia mexicana.
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Introducción

Perspectivas sociojurídicas 
sobre la justicia en México

¿Qué es y para qué sirve el sistema de justicia?

Una larga tradición de pensamiento y debate en el ámbito del derecho atri-

buye a éste, como función central, la de procesar y resolver los conflictos, 

individuales y colectivos, que se suscitan en la sociedad. El orden jurídico se 

concibe así como un instrumento de paz que tiene por vocación encauzar, 

moderar y resolver, de manera institucional, todo aquello que pueda tener 

un efecto disruptivo en la convivencia social. Para tal fin, el derecho estable-

ce y desarrolla un conjunto de instituciones, mecanismos y procedimientos 

especializados que, en las sociedades complejas contemporáneas, configu-

ran un verdadero sistema o aparato de órganos y organismos que funcionan 

de modo interrelacionado e interdependiente: el sistema de justicia.

* Investigador de tiempo completo, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la unam; profesor-inves-
tigador visitante en el Centro de Investigación y Docencia Económicas (cide). 

* * Investigador de tiempo completo, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la unam.
* * * Investigador de tiempo completo, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la unam. Quinto      

  visitador general de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos.

Héctor Felipe Fix-Fierro*

Alberto Abad Suárez Ávila**

Edgar Corzo Sosa***
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El centro o núcleo del sistema de justicia está compuesto por los tribuna-

les, los que también conforman un sistema complejo que se conoce como 

poder u organismo judicial. El Poder Judicial tiene la función explícita de 

procesar los conflictos sociales,1 así como de darles una respuesta mediante 

la aplicación de la Constitución y las leyes. Alrededor de los tribunales se 

establecen otras muchas instituciones cuya función está vinculada con la de 

aquéllos. En la materia penal contamos con las procuradurías de justicia o 

fiscalías, que tienen la función de perseguir los delitos; las defensorías de 

oficio, que defienden a las personas acusadas que no tienen recursos para 

contratar un abogado particular; los reclusorios y centros de detención, don-

de se cumplen las sentencias de condena que dictan los tribunales o donde 

se mantiene privadas de su libertad a las personas sujetas a proceso penal.

Además de las instituciones de la justicia penal, hay muchos otros órga-

nos y mecanismos para procesar los conflictos no penales, que son funda-

mentalmente los que los ciudadanos enfrentan en la vida cotidiana, ya sea 

en su trato con las otras personas o con las autoridades, y que con frecuen-

cia no pueden resolver sin la intervención de un tercero. En este campo 

podemos ubicar, por ejemplo, a las “procuradurías” que asesoran y apoyan 

a las personas en problemas de toda clase: en cuestiones del consumo, fa-

miliares, laborales, ambientales, inquilinarias, etcétera. Las comisiones de 

derechos humanos y los ombudsman también pertenecen a este ámbito. 

Algunas de las funciones de estos y otros mecanismos, como el arbitraje y la 

mediación, conforman lo que se denomina “resolución alternativa de con-

flictos” (rac) o “medios alternativos de resolución de conflictos” (marc),2 a 

través de la cual se trata de buscar soluciones a los conflictos mediante la 

1	 Estrictamente hablando, los tribunales no procesan conflictos sociales, sino controversias jurídi-
cas. Con ello queremos aludir al hecho de que no toda controversia jurídica que se procesa judi-
cialmente tiene su origen en un verdadero conflicto social o interpersonal (piénsese en un divorcio 
que tiene que ser tramitado judicialmente, pero en el que las partes han llegado ya a un acuerdo 
previo de separación). También deseamos hacer notar que, para poder procesarlo judicialmente, 
un conflicto tiene que transformarse a través de su reformulación mediante el lenguaje y los con-
ceptos jurídicos, lo que con frecuencia conduce a que la resolución judicial no solucione realmen-
te el conflicto de origen. Para efectos de esta introducción, y por razones de simplicidad, 
seguiremos hablando del procesamiento o la resolución de conflictos o de conflictos justiciables, 
solicitando a los lectores no olvidar que un conflicto social no equivale necesariamente a una 
controversia en sentido jurídico.

2	 La expresión habitual en inglés es Alternative Dispute Resolution (adr).
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negociación y el acuerdo entre las partes, que en lo posible hagan innece-

sario acudir a los juzgados y tribunales, debido a los elevados costos en 

tiempo y dinero que ello implica. 

Finalmente, también forman parte de este sistema de justicia los aboga-

dos, que son aquellos operadores jurídicos que tienen la función de inter-

mediarios entre la población y los órganos de la justicia, pues a ellos les 

corresponde estudiar los problemas y conflictos de las personas para refor-

mularlos en términos jurídicos y plantearlos al sistema de justicia de tal ma-

nera que éste pueda procesarlos y resolverlos adecuadamente.

Para poder determinar si un sistema de justicia cumple o no con la fun-

ción de procesar y resolver eficazmente los conflictos sociales, los sociólo-

gos del derecho han llegado a la conclusión de que la mejor manera de 

estudiar dicho sistema consiste en tomar como punto de partida los conflic-

tos mismos, no el desempeño visible de las instituciones de la justicia.3 Ello 

se debe a que los conflictos pueden seguir muchas trayectorias y canalizarse 

por múltiples vías, tanto formales como informales. Esto significa, en último 

término, que los órganos de la justicia solamente llegarán a procesar un 

sector muy reducido, y no representativo, de todos los problemas o conflic-

tos justiciables que se suscitan en la vida social. Como lo señala Vincenzo 

Ferrari, el procesamiento de los conflictos sociales constituye un continuum 

que él caracteriza mediante el esquema “anmaaj”: “abandono”, “negocia-

ción”, “mediación”, “arbitraje”, “administración”, “juicio”:

Se trata de una línea que va de la menor a la mayor formalidad, con un corte 

ideal entre “negociación” y “mediación”, porque hasta ese punto la relación 

dialéctica es diádica, comprometiendo sólo a las partes y, más allá de ese 

punto, se convierte en triádica, por cuanto interviene un tercero en la rela-

ción. Un tercero que sugiere una solución (mediador), la dicta según criterios 

seleccionados por las partes (árbitro), la impone seleccionándola con autori-

dad (administrador: piénsese en un jefe de empresa) o también la impone 

aplicando una regla que lo reúne con las partes (juez).4

3	 Éste fue el enfoque adoptado por el Civil Litigation Research Project (clrp), un proyecto de inves-
tigación muy importante que llevó a cabo la Universidad de Wisconsin, en Estados Unidos, a fina-
les de los años setenta y comienzos de los ochenta. Véase Trubek (1980-1981).

4	 Ferrari (2015, p. 130).
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No obstante que la justicia que procura e imparte el Estado es sólo una 

de las vías al alcance de los ciudadanos para procesar sus problemas y sus 

conflictos, la pregunta crucial es si éstos tienen realmente la posibilidad de 

llevarlos ante la justicia oficial. ¿Cuáles son los costos y los obstáculos aso-

ciados con el acceso a la justicia? ¿Cuáles son los resultados que los ciudada-

nos pueden esperar de la justicia? Por ello, el llamado “acceso a la justicia” 

constituye uno de los conceptos claves para analizar su desempeño.5

La investigación sociojurídica de los últimos 50 años ha tratado de dar 

respuesta fundada a estas interrogantes. Durante los años setenta y parte 

de los ochenta, se generalizó la crítica a la justicia “formal”, es decir, la im-

partida por juzgados y tribunales. Se decía entonces que, además de que 

una parte considerable e incluso mayoritaria de la población quedaba ex-

cluida del acceso a ella, esa justicia era demasiado costosa para las partes, 

lenta, rígida, formalista e inflexible; que propiciaba soluciones excesivamen-

te antagónicas de “todo o nada”; que en ocasiones profundizaba el conflic-

to en lugar de resolverlo,6 y que resultaba del todo inadecuada para tratar 

ciertas clases de conflicto (como los de familia) en los que la relación perso-

nal entre las partes tenía un carácter esencial para su solución. Fue por esta 

razón que se empezó a promover intensamente la justicia “alternativa” o 

“informal —como la conciliación, la mediación y el arbitraje—, a la que se 

atribuyó toda clase de ventajas frente a la justicia judicial.

En la actualidad, la investigación sociojurídica ha tomado la ruta de re-

greso, pues cuenta con una visión más realista tanto de los defectos de la 

justicia alternativa como del papel indispensable de los tribunales en el Es-

tado de derecho. Ahora sabemos, por ejemplo, que la justicia alternativa no 

siempre es más rápida ni barata que la justicia formal, pero, sobre todo, que 

las negociaciones y los acuerdos en que se basa pueden traer consigo el 

abandono o la renuncia de los derechos de las personas. También puede 

decirse que las sociedades contemporáneas requieren necesariamente ins-

tituciones que resuelvan los conflictos de manera vinculante y, al hacerlo, 

5	 Sobre este concepto véase Cappelletti et al. (1996), así como Fix-Fierro y López Ayllón (2001).
6	 Por esta razón, Vincenzo Ferrari prefiere hablar del “tratamiento” de conflictos, y no de su reso-

lución, como una de las tres funciones últimas del derecho. Sobre la centralidad del conflicto en 
el derecho y la justicia véase Ferrari (2015, pp. 17 y siguientes).
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ofrezcan lineamientos ciertos para el comportamiento y la interacción socia-

les. Tal es la función que cumplen los tribunales;  incluso la justicia informal 

es dependiente de ellos, pues su efectividad se encuentra siempre “a la 

sombra de la ley” (in the shadow of the law), es decir, de lo que hayan deci-

dido o puedan decidir los órganos jurisdiccionales.

Los conflictos sociales y la justicia en México

De lo señalado en el apartado anterior se desprende entonces que, si de-

seamos estudiar el desempeño y la efectividad de las instituciones de la 

justicia, resulta imprescindible tener un acercamiento a los problemas y con-

flictos que experimentan los ciudadanos en su vida cotidiana. Después de 

identificar dichos conflictos, procede estudiar cuáles son, en su caso, las 

estrategias y vías que eligen las partes para solucionarlos, lo que puede in-

cluir o no recurrir a las instituciones de la justicia del Estado.

Aunque apenas en décadas recientes se ha iniciado en México el estudio 

empírico y sistemático de la justicia,7 afortunadamente contamos con un 

diagnóstico realizado hace más de 40 años que nos ofrece la oportunidad 

de valorar los cambios y avances de las últimas décadas en la materia. En 

efecto, entre 1969 y 1970, el jurista y sociólogo alemán Volkmar Gessner 

realizó un estudio empírico pionero sobre la situación de la administración 

de justicia en México, en relación con las controversias de derecho privado, 

incluyendo los conflictos individuales de trabajo.8

Como parte de su estudio, Gessner aplicó una encuesta representativa 

en tres zonas del país (las ciudades de México y Tepic, y Tecuala, Nayarit), en 

la que preguntó a los entrevistados si habían tenido conflictos “en los últi-

mos tiempos”, cuáles eran sus actitudes en relación con éstos, y de qué 

maneras habían intentado, o no, resolverlos. De las 500 personas entrevista-

7	 Véase la magnífica síntesis de esta investigación que ofrece Rogelio Pérez Perdomo en su ensayo 
“Reforma judicial e investigación sociojurídica en México contemporáneo”. Pérez Perdomo 
(2013, pp. 101-173).

8	 Volkmar Gessner (1984), Los conflictos sociales y la administración de la Justicia en México, tra-
ducción de Renate Marsiske, México, unam, Instituto de Investigaciones Jurídicas, Gessner inclu-
yó estos conflictos porque en Alemania se consideran parte del derecho privado, no del derecho 
social, como sucede en México.
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das, 305 (61por ciento) manifestó haber tenido un total de 395 conflictos (1.3 

en promedio por cada una de las personas que los reportaron, o 0.8 por cada 

uno de los integrantes de la muestra), distribuidos de la siguiente manera:

Cuadro 0.1

Conflictos de derecho privado en México (1970)
PORCENTAJE

(n = 395)

Trabajo 24

Familia 19

Indemnización 11

Propiedad de la tierra 9

Deudas 28

Otros 9

Fuente: Gessner (1984, p. 25).

Gessner analizó todas las vías formales e informales que ofrecía la socie-

dad mexicana de la época para procesar estos conflictos, desde el procedi-

miento judicial hasta la intervención del cura de la parroquia, pasando por 

diversos mecanismos de conciliación y mediación, tanto públicos como pri-

vados. Descubrió así que existía una rica gama de medios y alternativas que 

cumplían una importante función de “filtro” frente a la justicia de carácter 

judicial.9 Más precisamente, su análisis demostró que había ciertos filtros 

que impedían que una proporción muy significativa de los conflictos llegara 

a los tribunales, como en el caso de las controversias familiares (en ese mo-

mento no había juzgados y salas especializados en la materia) o las relativas 

a seguros; otros, que permitían que una proporción de los conflictos pasara a 

una etapa judicial, como los conflictos de trabajo o los de arrendamiento, 

para luego arreglarse de manera informal, y finalmente, que también había 

conflictos que solamente se procesaban en sede judicial, como los relativos 

a títulos mercantiles, en los que comúnmente no se llegaba a una sentencia, 

pues el propósito principal de los demandantes era el embargo precautorio 

y la ejecución de los bienes de los deudores.

9	 Al estudiar cada una de estas vías, Gessner analizó con precisión los tipos de conflictos procesa-
dos en cada una de ellas.
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Por lo que se refiere al funcionamiento de los juzgados y tribunales mis-

mos, Gessner determinó que eran instituciones de acceso muy limitado, pre-

ferentemente para algunos grupos urbanos de clase media, y ello sólo para 

procesar una gama muy reducida de conflictos de la vida cotidiana. A partir 

de todo ello, Gessner concluyó que aproximadamente 80 por ciento de los 

conflictos identificados en su estudio se procesaban sin que el derecho tuvie-

ra un papel relevante en su resolución; ello incluía la gran proporción de 

procesos judiciales que se abandonaban después de iniciados, o que no ter-

minaban con una sentencia definitiva por otros motivos. En la introducción 

que escribió para la edición mexicana (1984), Gessner opinó que, dado que 

el acceso a la justicia formal era limitado y en vista de la aversión de la socie-

dad mexicana al conflicto, resultaba recomendable fomentar las institucio-

nes de la “justicia informal” (mediación y conciliación), como la recién creada 

Procuraduría Federal del Consumidor (1976), lo que, además, estaba en 

consonancia con el movimiento europeo y norteamericano de entonces ha-

cia los “medios alternativos de resolución de conflictos” (marc).

¿Cuál es la situación de los conflictos y la justicia en el México de 2015? En 

la Encuesta Nacional de Justicia 2015 (enj 2015) se planteó a una muestra 

nacional representativa de 1 200 personas, una lista de conflictos justiciables, 

típicos de la vida cotidiana, para que señalaran si habían tenido tales proble-

mas y si se habían resuelto o no. Los resultados se muestran en cuadro 1.2

En esta oportunidad no es posible hacer un estudio exhaustivo de los 

datos reproducidos en el cuadro 0.2, pero sí es posible hacer algunos co-

mentarios generales, en la perspectiva  del estudio de Gessner. En primer 

lugar, la suma de los porcentajes de la tabla arroja la cifra de unos 2 400 pro-

blemas o conflictos, es decir, en promedio dos por persona entrevistada; sin 

embargo, aunque no sabemos qué porcentaje de la muestra manifestó no 

haber tenido ninguno, con probabilidad éste es inferior a 39 por ciento de la 

muestra de Gessner que así lo hizo. En segundo término, el cuadro incluye 

problemas y conflictos penales y de otras materias distintas a las examinadas 

por Gessner. No resulta sorprendente que el robo haya sido el problema 

más mencionado, con más de un tercio de las respuestas, seguido de la 

compra de un producto descompuesto, el préstamo de dinero no devuelto 

y el daño a un automóvil que no es reparado. Se trata de situaciones perfec-

tamente cotidianas que pueden afectar a grandes sectores de la población.
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Cuadro 0.2

Pregunta 61. Todos hemos tenido conflictos y problemas  
en nuestra familia, en nuestro trabajo y con las otras personas.  

Dígame usted si tuvo o no algunos de los siguientes problemas  
en los últimos cinco años ¿Y se resolvió el problema?

PORCENTAJE

Problemas en los últimos cinco años.
¿Y se resolvió el 
problema?

Sí No

En 
parte
(esp)

Sí No

Más o 
menos/

Depende
(esp)

Le robaron algo 32.1 66.3   0.5 40.6 53.9   4.9

Compró algo que salió descompuesto 24.8 73.5   0.4 60.2 33.4   5.2

Le chocaron su automóvil y no le quieren 
pagar el daño

13.1 84.9   0.7 58.4 30.9   8.4

Prestó dinero a una persona y no lo devuelve 24.5 73.0   1.5 50.3 41.8 7.3

Lo despidieron de su trabajo sin justificación 11.4 86.7   0.7 52.1 43.2   4.1

Un vecino estropeó parte de su vivienda y no 
la repara

  9.0 86.9   2.9 54.8 39.5   4.0

Tuvo un problema de violencia familiar 14.6 80.2   3.8 56.3 33.6   8.4

Tuvo dificultades con los impuestos   7.7 88.5   2.5 61.5 24.9 13.0

Tuvo problemas con los maestros o las 
autoridades de la escuela de sus hijos

  9.0 87.0   2.2 63.8 30.3   5.0

Firmó un contrato y no se lo quisieron cumplir   5.2 92.2   0.5 40.7 40.0 17.9

No le han pagado su sueldo   8.7 87.6   0.9 50.6 41.3   1.3

Le deben pensión alimenticia y no se la 
pagan

  6.4 85.9   0.9 69.0 23.8   6.6

Después de separarse de su pareja tuvo 
problemas en relación con sus hijos

  7.3 89.3   1.0 54.2 29.3 11.8

No se pone de acuerdo con sus familiares 
sobre la herencia de un familiar que falleció

  4.9 91.2   1.2 47.5 39.6 11.1

Tuvo problemas con unos terrenos de su 
propiedad

  8.1 89.0   0.7 53.2 36.9   9.1

Un inquilino no quiere pagarle la renta   4.4 90.6   2.1 41.9 44.6 11.4

Una autoridad no resuelve su petición o 
trámite

  5.6 89.3   2.4 52.8 35.2    9.1

Otro problema similar   2.2 84.2   0.4 42.8 47.6   6.6

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia 2015, Los mexicanos vistos 
por sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, 
iij-unam 2015.
Nota: No se incluyeron en la tabla las opciones de respuesta “no sabe”, “no contesta” y “otra”.
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Llama la atención que los problemas de violencia familiar estén bastante 

extendidos, pues los mencionan uno de cada siete entrevistados, en un por-

centaje que se encuentra ligeramente por encima de los daños al automóvil 

y el despido injustificado. En conjunto, podría decirse que los problemas y 

conflictos de 2015, si los agrupamos en grandes categorías, no son tan dife-

rentes de los de 1970, aunque seguramente la creciente complejidad de la 

vida social moderna los ha multiplicado y los ha convertido en una experien-

cia que afecta a cada vez más personas. Como insiste Gessner en varias 

oportunidades, los conflictos son un indicador de modernidad, es decir, a 

mayor grado de modernización debemos esperar más problemas y más 

conflictos entre las personas,10 pero también más medios y más oportunida-

des para resolverlos. Nuevamente Gessner: “en las sociedades modernas, 

lo importante no es tratar de evitar o de impedir los conflictos, como sucede 

con frecuencia en ambientes sociales `tradicionales’, sino de arreglarlos, li-

mitando los efectos sociales negativos que puedan tener”.11

Dicho lo anterior, cabe preguntarse sobre la situación de 2015: ¿se re-

suelven los conflictos y, en su caso, cómo lo hacen? Por razones que se am-

pliarán más adelante, en la enj 2015 no fue posible explorar de manera 

sistemática y completa —como intentó hacerlo Gessner en 1970— la trayec-

toria que tomaron los conflictos y problemas de las personas entrevistadas 

para llegar, en su caso, a una solución, tratando de determinar si en tal su-

puesto intervino o no el aparato de la justicia.12 Únicamente se pudo pre-

guntar a las personas entrevistadas si el problema se resolvió o no, sin 

inquirir sobre la solución específicamente encontrada, aunque en algunos 

10	 Gessner (1984, pp. 18 y siguientes).
11	 Ibid., p. 9.
12	 Este ejercicio ya se realizó recientemente, en 2009, a través de una encuesta nacional que diseñó 

y analizó el Área de Investigación Aplicada y Opinión del Instituto de Investigaciones Jurídicas de 
la unam por encargo de la Asociación Mexicana de Impartidores de Justicia (amij): Los usos so-
ciales de la ley y la justicia en México. Encuesta nacional de opinión en hogares. La encuesta ex-
ploró las opciones de resolución de los conflictos, incluyendo el recurso a los tribunales, que 
emplearon los entrevistados respecto de once problemas justiciables (la Encuesta Nacional de 
Justicia 2015 propone catorce). Véase Área de Investigación Aplicada y Opinión (2010, apartado 
xii). En esta oportunidad no es posible hacer el análisis de este material, pero una de las conclu-
siones del estudio es que la utilización de alguna acción jurídica está vinculada al tipo de proble-
ma justiciable y a la relación previa que puedan haber tenido las partes, lo que es confirmado por 
estudios similares en otras partes del mundo.
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de los supuestos sería difícil lograr una resolución satisfactoria sin la inter-

vención de alguna autoridad.

De todos modos, los datos del cuadro son interesantes y ameritan un 

breve comentario. En primer término, se puede constatar que, en ninguno 

de los casos, los conflictos o problemas identificados se resuelven plena-

mente y a satisfacción de la persona agraviada. Ello es lógico, si pensamos 

que, por su estructura, el conflicto implica una incompatibilidad o irreducti-

bilidad de perspectivas en relación con un mismo bien o recurso, que se da 

entre dos o más personas, lo que promueve y facilita justamente la interven-

ción de un tercero que zanje la cuestión, quizá con apoyo de un criterio de 

utilidad social, como lo son las normas del orden jurídico. En muchos casos 

esta solución implica una negociación o compromiso en la que ninguna de 

las partes del conflicto gana o pierde todo.

Vistas así las cosas, los datos reproducidos en el cuadro más bien sor-

prenden por el elevado porcentaje en que las personas informan que su 

problema o conflicto sí se resolvió, a lo que podemos agregar la columna 

“más o menos/depende”, que indicaría el logro de una solución aproxima-

da, negociada o de compromiso. Las respuestas que indican que el proble-

ma o conflicto se resolvió, incluyendo la opción “más o menos/depende”, 

oscilan entre un máximo de 75 por ciento, relativo al pago de pensiones 

alimenticias (solución que frecuentemente requiere la intervención de un 

juez), y un mínimo de 45.5 por ciento respecto del robo de alguna propie-

dad del entrevistado, porcentaje que aún así resulta sorprendentemente 

elevado, dado que la mayor parte de los robos no son denunciados ni dete-

nidos los presuntos responsables.13 Lo anterior no significa, por supuesto, 

que las instituciones de la justicia hayan tenido un papel relevante en la so-

lución de los conflictos reportados, es decir, podríamos encontrarnos más o 

menos en la situación que Gessner diagnosticó en 1970.

¿Qué ha sucedido en nuestro país en materia de justicia, después de la 

realización del estudio de Gessner? El sistema de justicia que Gessner des-

13	 Este elevado porcentaje puede deberse al uso cada vez más amplio de los seguros para cubrir 
posibles daños como el robo de computadoras, teléfonos celulares y automóviles. Sobre la redu-
cida efectividad de las procuradurías de justicia en la persecución del delito puede verse el mag-
nífico estudio de Guillermo Zepeda Lecuona (2004).
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cribe ha evolucionado hacia 1) el crecimiento, la ampliación y diversificación 

de las opciones de “justicia informal”, como él recomendaba en su “Intro-

ducción”, pero también hacia 2) un proceso de reforma de los tribunales 

(“reforma judicial”) que se puede caracterizar por los siguientes ejes: “creci-

miento”, “judicialización”, “especialización”, “profesionalización” y “aper-

tura social”.14

Por lo que se refiere a la justicia “informal” o “alternativa”, las institucio-

nes que estudió Gessner no sólo han crecido, sino que han surgido nuevas 

opciones para atender los conflictos cotidianos, antiguos y nuevos, del ciu-

dadano. Así, por ejemplo, el Departamento de Patentes de la Secretaría de 

Industria y Comercio y la Dirección General del Derecho de Autor de la Se-

cretaría de Educación Pública de entonces se han convertido en el Instituto 

Mexicano de la Propiedad Industrial y el Instituto Nacional del Derecho de 

Autor de ahora, respectivamente. En ambos casos se trata de organismos 

descentralizados, con un grado apreciable de autonomía y con muchos ma-

yores recursos y alcance que hace 45 años. Pero, además de lo anterior, se 

han creado muchas otras instituciones con funciones especializadas, simila-

res a las de las instituciones mencionadas: comisiones de derechos huma-

nos, procuradurías sociales y ambientales, la Comisión Nacional de Arbitraje 

Médico, la Comisión Nacional para la Defensa de los Usuarios de Servicios 

Financieros, entre otras muchas.

Sin duda, una revisión de la actuación de estos organismos, a través de 

sus informes y otros medios de observación, revelaría que, como en la épo-

ca del estudio de Gessner, cumplen importantes funciones de tratamiento y 

resolución de conflictos “justiciables”. Pero es dudoso, como sucede en 

mucho con la Procuraduría Federal del Consumidor, que pueda considerar-

se que cumplen una función de “filtro” respecto de los tribunales, si la posi-

bilidad de acudir a éstos es costosa y, por tanto, en buena medida ficticia.

14	 Sobre la “reforma de la justicia” en nuestro país hay ya un conjunto muy importante de estudios 
desde una perspectiva sociojurídica. Al respecto puede verse en Fix-Fierro (2003; 2004), Concha 
Cantú y Caballero Juárez (2001). Desde 2003, el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la unam 
publica la revista semestral Reforma Judicial. Revista Mexicana de Justicia, la cual ha incorporado 
numerosos estudios sobre la reforma de la justicia en México. Sobre las dificultades y fracasos de 
la reforma judicial en América Latina véase Pásara (2015).
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Por lo que se refiere a los tribunales, si bien México llegó tarde a la “re-

forma judicial” en comparación con otros países de la región, desde media-

dos de los años ochenta se han realizado esfuerzos importantes por mejorar 

el acceso a la justicia, modernizando sus servicios y fortaleciendo los recur-

sos humanos y materiales con los que cuenta. Así, como ejes de la reforma 

judicial pueden mencionarse, precisamente, la “judicialización”, la “espe-

cialización”, la “profesionalización” y la “apertura social”.

Por judicialización puede entenderse la posibilidad de someter al cono-

cimiento de los tribunales asuntos que anteriormente no eran llevados a la 

justicia o ésta tendía a evitar su resolución, ya fuera porque existía algún 

impedimento jurídico (en términos procesales, por alguna causa de “impro-

cedencia” o de “sobreseimiento”) o porque había otros obstáculos, de tipo 

político o económico. Lo cierto es que en el ambiente social y político del 

régimen autoritario entonces vigente, eran otras las vías que podían funcio-

nar eficazmente para solucionar los conflictos. Sin embargo, cuando estas 

vías dejaron de ser funcionales empezó a hacerse relevante la vía judicial. En 

este sentido se puede mencionar, como ejemplo más conspicuo, la judicia-

lización de los conflictos electorales, que era todavía casi impensable a me-

diados de los años ochenta.

La especialización significa que se confiere a los órganos jurisdiccionales 

la capacidad de abordar un tipo limitado de controversias, lo que conlleva 

varias ventajas. En este sentido es notorio que, tanto los poderes judiciales 

locales como el Poder Judicial de la Federación, están especializando pro-

gresivamente en diversas materias a sus órganos jurisdiccionales. La crea-

ción de órganos de gobierno y administración judicial, como los consejos 

de la Judicatura, son también una manifestación de la especialización de las 

funciones de gobierno y administración en el campo judicial.

La profesionalización implica elevar el nivel de formación y capacitación de 

los servidores públicos judiciales para el mejor cumplimiento de sus funciones; 

esto se ha logrado sustancialmente a través de la formalización de la carrera 

judicial y de los exámenes y concursos para tener acceso a las plazas judiciales.

Por apertura social puede entenderse el conjunto de políticas que han 

emprendido los poderes judiciales para informar sobre su labor a la ciuda-

danía, haciendo accesibles sus resoluciones y sus actividades, pero también 

el acercamiento a los grupos de la sociedad civil, a los que se ha dado ma-
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yor audiencia y acceso, por ejemplo, en algunos procedimientos recientes 

ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

En conjunto, los cambios apuntados han ido acompañados de un creci-

miento muy importante, sobre todo en el Poder Judicial de la Federación, 

del número de juzgados y tribunales, así como de los recursos económicos 

y materiales puestos a su disposición. Así, por ejemplo, en 1970 había 55 

juzgados de distrito; en 2015, este número rebasa los 300, lo que implica un 

crecimiento más que proporcional en relación con la población. En ese mis-

mo año de 1970, había ocho circuitos con órganos jurisdiccionales federales 

en 30 ciudades de la República (lo que incluía a sólo 25 capitales de los es-

tados); en 2015, el número de circuitos es de 32, cada uno de los cuales 

coincide prácticamente con el territorio de alguna de las entidades federa-

tivas, y el número de ciudades con órganos jurisdiccionales se ha elevado a 

más de 60. Por lo que se refiere a los recursos presupuestales, en la actuali-

dad el Poder Judicial de la Federación recibe más de 1 por ciento del Presu-

puesto de Egresos de la Federación; la proporción respectiva era del menos 

de 0.1 por ciento todavía en 1990.15 Algo similar ha sucedido, aunque con 

diferencias muy marcadas, en las entidades federativas del país.

Una hipótesis optimista nos diría que todo este esfuerzo de inversión 

reformista debe haberse traducido en una mejoría en los niveles de acceso 

a la justicia en nuestro país, pero sin estudios precisos y sistemáticos sobre 

el desempeño de las distintas instituciones no es posible hacer un diagnós-

tico que supere un nivel muy general. Algunos de estos estudios ya se han 

emprendido y otros lo serán seguramente en los próximos años.16 La en-

cuesta que analizamos en esta oportunidad constituye un telón de fondo 

frente al cual podremos entender de mejor manera el funcionamiento de la 

justicia mexicana en un contexto de rápido cambio social.17

15	 El presupuesto autorizado para el Poder Judicial de la Federación (Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, Consejo de la Judicatura Federal y Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federa-
ción) para 2015 es de 51 769 068 710 pesos, lo cual equivale a 1.1 por ciento de un presupuesto 
total de 4 694 677 400 000 pesos (Presupuesto de Egresos de la Federación 2015, publicado en el  
Diario Oficial de la Federación del 13 de diciembre de 2014). 

16	 Véase, por ejemplo, en relación con la llamada justicia contencioso-administrativa, conformada 
por los tribunales que resuelven controversias entre los ciudadanos y la administración pública, 
López Ayllón et al. (2010).

17	 Véase el Anexo, en el que ofrecemos un listado de las instituciones que se ocupan de la resolu-
ción de conflictos y controversias en nuestro país.
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La Encuesta Nacional de Justicia 2015

Antecedentes

Hasta donde tenemos noticia, la enj 2015, junto con la encuesta nacional 

sobre Los usos sociales de la ley y la justicia en México, de 2009,18 ambas 

realizadas por el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la unam, son las 

principales encuestas que hasta ahora han abordado, de manera específica 

pero amplia, el estudio del sistema de justicia en nuestro país.

No obstante la afirmación anterior, estas encuestas cuentan con antece-

dentes importantes, cuyo análisis en conjunto ofrece un material de gran 

riqueza para el conocimiento de este ámbito de la vida social en México. 

Por un lado, en vista de la situación de inseguridad que prevalece en el país, 

se han difundido desde hace algunos años las llamadas “encuestas de victi-

mización” en materia penal, las cuales tratan de medir la incidencia delictiva 

en el país, a fin de compararla con la efectividad de las instituciones de 

procuración e impartición de justicia penal.19 También es de mencionarse, 

en este contexto, la Encuesta Nacional sobre el Sistema de Justicia Penal en 

México (Ensijup 2012), una encuesta levantada en 16 000 hogares a comien-

zos de 2012, encaminada a evaluar  los conocimientos, las opiniones, las 

expectativas y las experiencias de los ciudadanos con el sistema de justicia 

penal.20 Por otro lado, también se han realizado numerosas encuestas que 

exploran las opiniones, percepciones y actitudes de la población en relación 

con la ley y la legalidad. En este sentido son de mencionarse de manera 

18	 Véase Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij unam (2010).
19	 A partir de 2001 y hasta 2010, el Instituto Ciudadano de Estudios sobre la Inseguridad, A.C. (ice-

si), bajo la dirección del distinguido penalista Luis de la Barreda, levantó siete ediciones de la 
Encuesta Nacional sobre Inseguridad (ensi). A partir de 2011, esta función la realiza el Instituto 
Nacional de Estadística y Geografía (inegi) a través de la Encuesta Nacional de Victimización y 
Percepción sobre Seguridad (Envipe), cuya última edición es de 2014.

20	 setec (2012). El estudio incluyó grupos de enfoque con operadores del sistema, así como entre-
vistas en profundidad con víctimas en varios estados, de los cuales en algunos ya estaba en fun-
cionamiento el nuevo sistema penal y en otros no, a fin de establecer comparaciones relevantes. 
Varias de las preguntas de la Ensijup 2012 son similares y relevantes para la enj 2015, pero la 
presentación de los datos es diferente y de difícil comparación. Haremos alguna mención a ellos 
en su oportunidad.
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21	 Concha Cantú et al. (2004) y Área de Investigación Aplicada y Opinión del iij unam (2011). Ade-
más de las anteriores, existen otras encuestas importantes que abordan cuestiones relacionadas 
con la cultura de la legalidad, como las encuestas nacionales de cultura política de la Secretaría 
de Gobernación (la última es de 2012; los resultados pueden consultarse en http://www.encup.
gob.mx) y las encuestas sobre cultura ciudadana que ha patrocinado el Instituto Federal Electoral. 
Véase, por ejemplo, ife (2014), la cual cuenta con un capítulo sobre “Ciudadanía, Estado de de-
recho y acceso a la justicia”.

22	 A comienzos de 2015, y por encargo de la Presidencia de la República, el Centro de Investigación 
y Docencia Económicas (cide), con la colaboración de otras 17 instituciones, inició un ejercicio de 
diagnóstico de la “justicia cotidiana” en México. El ejercicio se basó fundamentalmente en la 
recopilación de testimonios de ciudadanos y el análisis de expertos sobre los conflictos en diver-
sos ámbitos sociales, como el trabajo, la familia, la empresa, la vecindad, la escuela, etcétera. La 
investigación confirma los principales problemas que se han diagnosticado a la justicia mexicana 
desde hace tiempo: los juicios son largos, costosos e inflexibles, y privilegian la forma procesal 
sobre el fondo de la solución; los ciudadanos perciben a la justicia como lejana e incomprensible 
en su funcionamiento; existen numerosos obstáculos para tener acceso a ella, y las personas que 
tienen problemas y conflictos justiciables no saben a dónde acudir para resolverlos. Los informes 
y los testimonios pueden consultarse en http://justiciacotidiana.mx. En este sentido, hay muchos 
puntos de contacto de ese proyecto con la Encuesta Nacional de Justicia 2015 que es objeto de 
análisis en este volumen. Véase la síntesis y las recomendaciones en cide (2015).

particular las dos encuestas nacionales de cultura constitucional, de 2003 y 

2011, que ha realizado la unam en colaboración con otras instituciones.21

El cuestionario

Estos antecedentes han permitido diseñar un cuestionario que aborda diver-

sos temas, desde la cultura de la legalidad y las opiniones de los ciudadanos 

sobre la justicia como concepto filosófico, hasta las percepciones que tiene la 

población sobre las instituciones de la justicia en un sentido amplio.22 En este 

sentido, el cuestionario de la enj 2015 incorpora varias preguntas ya proba-

das en ejercicios anteriores, lo que ofrece un punto de comparación inesti-

mable para poder identificar cambios y tendencias, pero también incluye 

cuestionamientos novedosos. Cabe resaltar que en esta oportunidad se in-

cluyen varias preguntas de opinión y percepción sobre los abogados, que 

solamente hasta años muy recientes han sido identificados como actores de 

primera importancia para el funcionamiento adecuado del sistema de justicia.

Como ya lo señalamos anteriormente, y aunque hemos considerado que 

el punto de partida del estudio sociojurídico del sistema de justicia radica 

en los que llamamos “conflictos justiciables”, en la enj 2015 no hemos ex-
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plorado de manera sistemática y exhaustiva cuáles son estos conflictos en el 

contexto de la sociedad mexicana, ni tampoco las trayectorias y vías que 

pueden tomar para su solución. La razón de ello es fundamentalmente de 

tipo técnico, pues ese estudio requeriría, por un lado, un cuestionario mu-

cho más extenso y una muestra de entrevistados más grande, dado que el 

grupo de quienes han tenido contacto efectivo con la justicia es muy redu-

cido, y por el otro, se necesitarían otros instrumentos como la entrevista en 

profundidad y el análisis de expedientes y estadísticas.23 Hemos preferido, 

en cambio, incluir temas más amplios de cultura de la legalidad, como 

contexto dentro del cual funciona el aparato de la justicia, así como explo-

rar algunas percepciones sobre los operadores auxiliares de la justicia, 

como la policía, el Ministerio Público, los abogados y los defensores públi-

cos, sobre los cuales apenas empieza a formarse un corpus de investiga-

ción relevante.

Perfil sociodemográfico de los encuestados

Para ampliar la información sobre las características y alcance de la enj 2015, 

a continuación presentamos los principales datos sociodemográficos de la 

muestra que se seleccionó para llevarla a cabo.

La muestra estuvo conformada por 1 200 personas, mayores de 15 años 

de edad. De ellas, 51.9 por ciento fueron mujeres y 48.1 hombres. La edad 

promedio en años cumplidos fue de 38.1. De las personas entrevistadas, 96.7 

por ciento manifestó saber leer y escribir, y solamente 3.3 por ciento señaló 

que no. Los niveles de escolaridad se muestran en el cuadro 1.3

Como puede verse, casi dos tercios de los encuestados (64.7 por ciento) 

tienen una escolaridad máxima entre estudios secundarios y bachillerato; 

algo menos de una cuarta parte (23.1 por ciento) tiene sólo estudios de 

primaria, y una proporción reducida de menos de 10 por ciento cuenta con 

estudio superiores a los de bachillerato o preparatoria. Además de lo ante-

23	 La encuesta nacional Los usos sociales de la ley y la justicia en México, vid. supra, nota 12, recurrió 
a las entrevistas en profundidad, mientras que el estudio de Gessner, vid. supra, nota 8, como ya 
se mencionó,  recurrió también a entrevistas y al análisis de estadísticas y de una muestra de ex-
pedientes.
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rior, a la pregunta de si asisten actualmente a la escuela, 85.9 por ciento 

contestó que no y solamente 13.6 por ciento que sí. Aunque el nivel gene-

ral de escolaridad de los mexicanos se ha elevado en las últimas décadas, 

sigue estando por debajo de lo que requiere el desarrollo del país. Con 

relación al tema de la enj 2015, este nivel de escolaridad relativamente 

bajo de las personas sin duda tiene impacto en un menor nivel de la cultura 

jurídica.

En relación con su estado civil, 39.4 por ciento de los entrevistados ma-

nifiesta que está casado; 23 por ciento vive con su pareja en unión libre; se 

manifiesta soltero 22.6 por ciento; 5.7 por ciento son personas viudas; 4.8 

por ciento está separado, y divorciado 3.6 por ciento. 

La situación ocupacional de las personas entrevistadas al momento del 

levantamiento de la encuesta se puede observar en el cuadro 0.4.

Cuadro 0.3

¿Cuál es el último nivel o grado que estudió  
o cursó en la escuela?

porcentajes

Ninguno   2.8

Preescolar   0.1

Primaria 23.1

Secundaria 37.3

Preparatoria o bachillerato 27.4

Normal   0.9

Carrera técnica   3.0

Licenciatura (profesional)   4.2

Maestría   1.1

Doctorado   0.1

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, 
iij-unam, 2015.

Como se advierte en el cuadro 0.4, la gran mayoría de las personas en-

trevistadas realiza alguna ocupación, pero muchas de ellas no perciben in-

gresos propios por llevarlas a cabo. 
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Cuadro 0.4

La semana pasada, usted…
 porcentajes

Trabajó para obtener ingresos 39.4

Se dedica a los quehaceres de su hogar 33.5

Es estudiante 11.3

Es jubilado(a) o pensionado(a)  5.8

Buscó trabajo  5.0

Está en espera de que le resuelvan una solicitud de un trabajo al que acudió  1.9

Está incapacitado(a) permanentemente para trabajar  1.6

No trabajó, pero sí tiene trabajo  0.9

Trabajó sin pago ayudando en el negocio o actividad que desempeña un 
familiar o una persona no familiar

 0.5

Otra (esp)  0.1

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.

Las oficios, puestos o cargos de quienes manifestaron realizar un trabajo 

fueron los que incluye el cuadro 0.5:

Cuadro 0.5

¿Cuál es el nombre del oficio, puesto o cargo que usted desempeñó  
en su trabajo principal la semana pasada?

porcentajes

Comerciantes, vendedores y similares 31.6

Trabajadores en servicios personales y conductores de vehículos 16.3

Trabajadores en labores agropecuarias 13.1

Funcionarios de los sectores público y privado 12.4

Profesionistas y técnicos  9.9

Trabajadores industriales  9.3

Personal administrativo  6.5

Otro (esp)  0.4

ns  0.5

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-

unam, 2015.
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Los ramos de las empresas o negociaciones donde trabajaron aparecen 

en le cuadro 0.6:

Cuadro 0.6

¿A qué se dedica la empresa, negocio o institución  
para la que usted trabajó la semana pasada?

porcentajes

Comercio 29.3

Servicios 21.1

Agropecuaria 14.9

Industria 11.4

Construcción 11.1

Comunicaciones y transportes  5.6

Administración pública y defensa  3.3

Otro (esp)  0.3

ns/nc  2.8

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.

Por el tipo del trabajo e ingreso, las categorías de los entrevistados que 

trabajaron son las que se describen en el cuadro 0.7:

Cuadro 0.7

¿En su trabajo de la semana pasada usted fue…? 
porcentajes

Trabajador a sueldo fijo, salario o jornal 52.2

Trabajador por su cuenta 32.7

Trabajador a destajo  5.8

Patrón  4.4

Trabajador por honorarios  2.5

Trabajador a comisión o porcentaje  1.4

Trabajador sin pago  0.6

nc  0.4

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.
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La frecuencia de la percepción o pago de ingresos es la que se observa 

en el cuadro 0.8:

Cuadro 0.8

¿Cada cuándo obtiene usted sus ingresos o le pagan?
porcentajes

Diario 19.8

Cada semana 40.6

Cada 15 días 28.1

Cada mes  7.4

Cada año  0.6

No recibe ingresos  1.2

ns/nc  2.3

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.

Finalmente, los cuadros 0.9 y 0.10 señalan los ingresos mensuales que 

manifestaron los entrevistados, por un lado los ingresos individuales y por el 

otro los del hogar donde habitan.

Cuadro 0.9

¿En cuál de los siguientes grupos de ingreso se encuentra?
porcentajes

Menos de 1 966 pesos (1 SM) 38.7

De 1 967 a 3 933 pesos (1-2 SM) 23.4

De 3 934 a 5 900 pesos (2-3 SM) 10.2

De 5 901 a 7 867 pesos (3-4 SM)  8.0

De 7 868 a 9 834 pesos (4-5 SM)  3.1

De 11 802 a 13 768 pesos (6-7 SM)  0.2

De 13 769 a 15 735 pesos (7-8 SM)  1.7

De 17 703 a 19 669 pesos (9-10 SM)  0.1

Más de 19 760 pesos (10 SM)  0.6

ns/nc 14.0

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.
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El ingreso mensual promedio de los entrevistados fue de 2 601.5 pesos, 

es decir, 1.3 salarios mínimos.

Cuadro 0.10

Sumando todo el dinero que ganaron los miembros de su hogar, 
¿en cuál de los siguientes grupos de ingreso se encuentra su hogar, 

pensando en el ingreso total del mes pasado?
porcentajes

Menos de 3 932 pesos (2 SM) 24.1

De 3 933 a 7 865 pesos (2-4 SM) 28.1

De 7 866 a 11 798 pesos (4-6 SM) 18.1

De 11 799 a 15 731 pesos (6-8 SM)  3.7

De 15 732 a 19 664 (8-10 SM)  0.6

De 19 665 a 23 597 pesos (10-12 SM)  0.7

De 23 598 a 27 530 pesos (12-14 SM)  0.2

De 27 531 a 31 463 pesos (14-16 SM)  0.2

ns/nc 25.3

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.

El ingreso mensual promedio de los hogares fue de 5 934.5 pesos, es 

decir, apenas tres salarios mínimos, pero uno de cada cuatro entrevistados 

no contestó o no supo señalar el ingreso mensual de su hogar.

¿Qué es la justicia para los mexicanos?

Esta introducción no quedaría completa si no hiciéramos una breve referen-

cia a lo que piensan los mexicanos sobre el concepto central de la encuesta: 

la justicia. ¿Cuáles son las ideas que mejor describen este concepto para la 

población encuestada? ¿Qué expectativa tienen los ciudadanos, por tanto, 

cuando demandan y esperan “justicia” del sistema de justicia y, en general, 

de las autoridades del Estado mexicano? A continuación analizamos estas 

cuestiones conforme a los datos presentados en el cuadro 0.11.
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Cuadro 0.11

Pregunta 21. Para usted, ¿cuál de estas frases describe mejor la justicia?
porcentajes

Que las leyes sean parejas para todos 33.6

Que se castigue a los delincuentes 27.6

Que el gobierno cumpla lo que promete 19.9

Que el pueblo tenga mejores condiciones de vida  7.1

Que se respeten los derechos de las personas  9.4

Otra (esp)  0.3

Ninguna (esp)  0.6

ns/nc  1.5

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.

Simplificando las respuestas que se muestran en el cuadro, podríamos 

considerar que en ellas se expresan tres grandes concepciones sobre la jus-

ticia,24 todas las cuales tienen profundas raíces en el pensamiento político y 

filosófico de nuestra cultura. El grupo más numeroso de entrevistados —un 

tercio del total— se inclina por vincular a la justicia con la aplicación igual e 

imparcial de las leyes. Para este grupo, la justicia está ligada a lo que esta-

blecen las leyes —recordemos que hay un debate recurrente e inacabado 

sobre la relación entre “ley” y “justicia”—, pero las leyes por sí solas no 

definen de manera suficiente lo que es justo, sino que la aplicación de esas 

leyes debe hacerse respetando en todo momento el principio de igualdad, 

lo que resulta perfectamente entendible en una sociedad tan desigual como 

24	 En las dos encuestas nacionales de cultura de la Constitución (2003 y 2011), a las que nos referi-
remos con frecuencia en los siguientes capítulos, se incluyó una pregunta similar: “Para usted, 
¿qué es la justicia?” Las respuestas no son comparables con las de la Encuesta Nacional de Jus-
ticia 2015, porque las opciones para responder son similares, pero no iguales. En todo caso, es 
posible agrupar las respuestas en dos de las tres grandes concepciones que desarrollamos aquí 
y, si acaso, se confirma la concepción formal y legalista que tiene la población sobre la justicia, al 
considerar el grupo mayor que consiste en “cumplir la ley”: 35.2 por ciento en 2003 y 40.9 por 
ciento en 2011, con sólo 8.7 por ciento y 6.4 por ciento, respectivamente, que afirman que la jus-
ticia “es igualdad”. En las opciones de respuesta en esas dos encuestas no aparece la de la “justi-
cia social” como la analizamos aquí. Véase Concha Cantú et al. (2004) y Área de Investigación 
Aplicada y Opinión (2011).
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la mexicana. Con esta concepción podríamos asociar la respuesta que con-

cibe a la justicia como “respeto a los derechos de las personas”, pues la 

aplicación igual e imparcial de las leyes no podría tener otro sentido que el 

respeto cabal a los derechos individuales. Si esto es así, entonces la concep-

ción de la justicia como aplicación igual e imparcial de las leyes y con respe-

to a los derechos de las personas es compartida por casi la mitad de la 

población mexicana (43 por ciento).

La segunda concepción de la justicia la define como sanción o castigo. 

En una sociedad con elevados niveles de inseguridad e impunidad, resulta 

comprensible que un sector importante de la población —aquí algo más de 

una cuarta parte— considere que la justicia consiste en castigar las transgre-

siones más graves al orden social. Dicho en otros términos: para los encues-

tados, la prueba crucial de que hay justicia en la sociedad es que ésta 

persiga los delitos, los sancione eficazmente y restaure el orden social vulne-

rado. Aunque no se manifiesta expresamente, esta concepción, también es 

legalista como la anterior, en la medida en que implica hacer efectivos los 

castigos que están establecidos en las leyes, pero solamente en algunas de 

ellas, las de mayor trascendencia para sostener el orden social.

La tercera concepción de la justicia podríamos llamarla justicia social y 

está representada por las respuestas “que el pueblo tenga mejores condi-

ciones de vida” y “que el gobierno cumpla lo que promete”, las que suma-

das comprenden también un poco más de un cuarto de la población (27 por 

ciento). En relación con la opción “que el gobierno cumpla lo que prome-

te”, no es del todo evidente que se refiera a lo que habitualmente se entien-

de por “justicia social”, pues los gobiernos hacen toda clase de promesas 

—en relación, por ejemplo, con la seguridad pública— que no siempre per-

tenecen a ese ámbito. Sin embargo, agrupamos esta respuesta en la con-

cepción de la justicia social porque pensamos que en nuestro país las 

principales promesas de los gobiernos, sin importar su signo ideológico, se 

refieren a ella: fomento del crecimiento económico y creación de empleos; 

combate a la pobreza; mejoramiento de la calidad educativa; acceso a la 

protección de la salud y los servicios sociales; pensiones para grupos vulne-

rables, como los adultos mayores o las madres solteras; becas para los estu-

diantes, etcétera. Hay, pues, una mayor probabilidad de que las personas 

piensen en este tipo de promesas al optar por esta respuesta. Aunque las 
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promesas de los gobiernos tienen que estar asentadas en las leyes y las 

normas jurídicas, incluyendo los presupuestos de egresos, para que se pue-

dan cumplir, es probable que no tengan en mente a la legalidad como refe-

rente principal de esa opción.

Ahora procederemos a hacer un análisis más profundo de las respuestas 

en relación con el grupo o estrato social que las adopta:

En relación con el sexo de los entrevistados, la única diferencia significa-

tiva es que las mujeres tienen más preferencia que los hombres por la frase 

“que las leyes sean parejas para todos” (34.8 frente a 32.1 por ciento, res-

pectivamente), y que más hombres que mujeres (29.4 frente a 25.9 por cien-

to) se pronuncian por la frase “que se castigue a los delincuentes”.

En cuanto a los estratos por edad, hay algunas diferencias interesantes. 

Son los jóvenes de 15 a 24 años los que prefieren, con el porcentaje más 

elevado, la justicia como castigo a los delincuentes (35.2 por ciento), mien-

tras que el grupo de 65 años y más son los menos identificados con esta 

concepción (23.9 por ciento). Este último grupo es también el que, en mayor 

porcentaje (17.4) contestó “que se respeten los derechos de las personas”, 

quizá porque los ha visto constantemente afectados durante toda su vida.

Resulta de gran interés observar que el estrato que parece más compro-

metido con la justicia social es el de 25 a 34 años de edad, que piensa, en 

25.1 por ciento, que la justicia consiste en “que el gobierno cumpla con lo 

que promete” y en 11.1 por ciento, en “que el pueblo tenga mejores con-

diciones de vida”. Se trata del grupo de edad que se está incorporando en 

el mercado laboral y el que, comprensiblemente, tiene más expectativas y 

necesidad de mejorar su situación social en el largo plazo.

Si examinamos las respuestas por niveles de escolaridad, salta a la vista 

que quienes cuentan con estudios universitarios y superiores poseen el ta-

lante menos represivo (solamente 15.3 por ciento contestó “que se castigue 

a los delincuentes”) y más favorable al respeto de los derechos de las per-

sonas (22 por ciento), lo que podría ser un indicio de que es en este estrato 

en el que más ha penetrado el reciente discurso de los derechos humanos.

En relación con el nivel de ingreso, la actitud más favorable al castigo de 

los delincuentes se da entre quienes declaran un ingreso, tanto individual 

como familiar, de menos de un salario mínimo (31.7 y 33.9 por ciento, res-

pectivamente).
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Finalmente, por lo que se refiere a las regiones geográficas representa-

das, la zona metropolitana es, a la vez, la que más se identifica con las frases 

“que las leyes sean parejas para todos” (37.8 por ciento) y “que se respeten 

los derechos de las personas” (12.2 por ciento); el sur es la región de talante 

más represivo hacia los delincuentes (38.1 por ciento); la norte, la que más 

demanda el cumplimiento de las promesas del gobierno (27.4 por ciento), y 

la centro, la que mayor exigencia plantea para “que el pueblo tenga mejo-

res condiciones de vida” (11.7 por ciento).

En suma: pensamos que los resultados anteriores se explican por facto-

res claros y lógicos de las condiciones sociales prevalecientes. Si hubiera 

que sugerir alguna proyección hacia el futuro, podríamos anticipar el creci-

miento del grupo de quienes identifican la justicia con el cumplimiento im-

parcial y parejo de las leyes, así como del de quienes piensan en términos 

del respeto a los derechos humanos, en detrimento de quienes demandan 

el castigo al delito o de quienes esperan del gobierno el cumplimiento de 

sus promesas de justicia social. Ello estaría en consonancia con las tenden-

cias generales hacia una sociedad más moderna, racional e individualista, 

en la que la ley y los derechos se convierten en el referente central de la 

“justicia”. Y precisamente es ese tipo de sociedad el que podría buscar y 

encontrar las mejores respuestas a sus demandas y expectativas en un apa-

rato de justicia comprometido con la ley y con los derechos de las personas. 

De ahí la urgencia de avanzar de manera más decidida en el proceso de re-

forma que se ha iniciado ya hace décadas y que no acaba por transformar 

de manera decisiva a las instituciones de la justicia mexicana.

A propósito del título

Existe un popular dicho que reza “vale más un mal arreglo que un buen 

pleito”. Este dicho pretende señalar que un arreglo, negociación o compro-

miso entre las partes de un conflicto para darle solución, por desfavorable 

que ésta sea, siempre será preferible a un “buen pleito”, entendiendo por 

tal un juicio ante los tribunales que será molesto, costoso y tardado. Cuando 

se le preguntó a los entrevistados de la enj 2015 qué tan de acuerdo o en 

desacuerdo estaban con el dicho, 41.5 por ciento estuvo “muy de acuerdo” 

o “de acuerdo”, 19.5 por ciento se manifestó “muy en desacuerdo” o “en 
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desacuerdo”, pero 35.6 señaló, espontáneamente, no estar “ni de acuerdo 

ni en desacuerdo”; 3.4 por ciento no supo o no contestó. Aunque en su 

oportunidad se hará un análisis más detenido de estas respuestas, por lo 

pronto podemos apuntar que si bien un mayor número de personas se incli-

na por el “mal” arreglo frente al “buen” pleito, no es una porción claramen-

te mayoritaria de la población, y casi tan grande es el grupo de quienes no 

parecen saber o querer tomar una de las opciones. 

Hemos tomado este dicho para dar título a nuestro libro, porque refleja 

dos de las tres principales opciones que se suscitan cuando surge un conflic-

to (la tercera es no hacer nada): llegar a alguna clase de arreglo con la con-

traparte, con o sin ayuda de un tercero, o llevar el asunto ante los juzgados 

y tribunales, con todas sus consecuencias. Por supuesto, en la realidad no 

son opciones excluyentes: la posibilidad de llevar un conflicto a los tribuna-

les funciona como un medio de presión para que las partes lleguen a algún 

arreglo; al mismo tiempo, a veces un arreglo insatisfactorio tiene por efecto 

que más tarde se busque una mejor resolución ante los tribunales. Sin em-

bargo, hemos invertido los adjetivos del “arreglo” y del “pleito”, por dos 

razones. Por un lado, confesamos que así pretendemos llamar la atención 

de nuestros posibles lectores. Pero, por el otro, nos preguntamos: ¿acaso no 

sería preferible siempre llegar a un “buen” arreglo, si es más probable que 

no haya acceso a los tribunales, y que si lo hay, la experiencia sea sumamen-

te negativa?

Recordamos nuevamente que ya Gessner señaló, en 1984, que dada la 

preferencia de la cultura jurídica mexicana por la pronta terminación de un 

conflicto en su entorno inmediato —lo cual se reflejaba en la proliferación 

de mecanismos e instituciones que realizaban funciones de conciliación— 

resultaba preferible fomentar este tipo de solución frente a la alternativa 

judicial, costosa y de difícil acceso, así como objeto de perenne desconfian-

za y crítica por parte de la mayoría de la población.25 Es probable que esto 

siga siendo así hasta el día de hoy, y en ello quizá estaría pensando el tercio 

de los entrevistados que no quiso estar “ni de acuerdo ni en desacuerdo” 

con el dicho popular.

25	 Gessner (1984, pp. v y ss.).
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Reconocimientos y agradecimientos

Desde hace varios años, Julia Flores ha tenido el propósito de tomar una 

“fotografía” a nuestro país a través de una serie de encuestas que pudieran 

estudiar los aspectos más diversos de la realidad social mexicana. Ello se ha 

logrado ahora a través de este extraordinario proyecto suyo que se intitula 

Los mexicanos vistos por sí mismos. Los grandes temas nacionales. Sola-

mente este logro sería suficiente para dedicarle el esfuerzo que se plasma 

en este libro y que mucho se debe a su laboriosidad y tenacidad. Sin embar-

go, como juristas que somos, reconocemos también que Julia Flores ha pro-

movido o participado en muchos y muy valiosos estudios que han 

enriquecido las fuentes de información con que contamos para conocer la 

realidad del derecho, esto es, la cultura jurídica mexicana. Estamos plena-

mente convencidos de la justicia (¡palabra nunca mejor utilizada!) de la de-

dicatoria que antecede a este volumen, y nos complace sobremanera que 

este gran proyecto tenga su punto de partida y de llegada en el Instituto de 

Investigaciones Jurídicas de la unam, nuestra casa académica. La Encuesta 

Nacional de Justicia 2015 es un ejercicio muy valioso para el conocimiento 

de la situación que guarda el Estado de derecho en México, una de las as-

piraciones y demandas más sentidas de la población en las últimas dos dé-

cadas y uno de los mayores pendientes que tiene la sociedad mexicana con 

su futuro inmediato.

También deseamos dedicar este esfuerzo a la memoria de Volkmar Gess-

ner, desaparecido cuando todavía podíamos aprender mucho de él. Sabe-

mos que una de sus frustraciones era que, muchos años después de 

terminada, su investigación pionera sobre los conflictos sociales y la admi-

nistración de la justicia en México no parecía haber tenido ningún impacto 

ni en la investigación académica ni mucho menos en la política pública. Re-

conocemos que nos hemos tardado muchos años —demasiados quizá— en 

entender y valorar en sus dimensiones esa aportación, la cual debe conver-

tirse en un punto de referencia imprescindible para medir y explicar los cam-

bios en el sistema de justicia de nuestro país. Quisiéramos pensar que este 

proyecto le hubiera agradado porque de algún modo sigue sus pasos.

Por último, dejamos constancia de nuestro reconocimiento y agradeci-

miento por el enorme trabajo realizado por los jóvenes colaboradores del 
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Área de Investigación Aplicada y Opinión del Instituto. Después de trabajar 

conjuntamente en la definición del cuestionario, el área se encargó de todas 

las fases siguientes, hasta que se nos entregó —ya pulcramente procesada 

y presentada— la información resultante del levantamiento de la encuesta. 

Por supuesto, hemos mantenido constante comunicación con el área para 

efectos de que nuestro análisis tuviera más riqueza y profundidad, así como 

mejor presentación. En este sentido, queremos mencionar en particular el 

apoyo de Miguel Ángel García Olivo. Por último, damos las gracias también 

a Jesús Huitrón, por el apoyo que nos ha brindado.
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Capítulo 1

Situación y principales 
problemas del país

Un elemento contextual importante para analizar e interpretar adecuada-

mente los resultados de una encuesta se refiere al clima social en el momen-

to en el cual se levanta. La Encuesta Nacional de Justicia 2015 (enj 2015) 

contiene tres preguntas que exploran sumariamente este elemento.

La primera pregunta se refiere a la valoración que hace el entrevistado de 

la situación del país en comparación con el año anterior. Las respuestas se 

presentan en el cuadro 1.1:

Cuadro 1.1

Pregunta 1. Comparada con la situación que tenía el país hace un año, 
¿cómo diría usted que es la situación actual del país: mejor o peor?

porcentajes

2015 2003

Mejor  9.0 22.2

Igual de bien (esp) 12.8 11.2

Igual de mal (esp) 39.9 23.2

Peor 36.5 42.8

ns/nc  1.8  0.6

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-

unam, 2015 y Encuesta Nacional sobre la Constitución, iij e iis-unam, 2003
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El estado de ánimo de los entrevistados en 2015 es bastante pesimista, 

pues menos de 10 por ciento considera a la situación mejor que la del año 

pasado y más de 75 por ciento que opina que la situación está igual de mal 

o peor. En comparación, el estado de ánimo en 2003 era, por un lado, algo 

más optimista, con 22.2 por ciento que percibía una mejoría respecto del 

año anterior, pero con una mayoría de dos tercios (66 por ciento) que expre-

saba que la situación estaba igual de mal o peor. 

La segunda pregunta tiene también el propósito de describir la situación 

general del país a través de diversas palabras, de acuerdo con el cuadro 1.2:

Cuadro 1.2

Pregunta 2. De las siguientes palabras, ¿con cuál está usted más de 
acuerdo para describir la situación política del país?

porcentajes

2015 2003

Prometedora  4.1 11.0

Con oportunidades 13.5  7.9

Preocupante 33.6 44.1

Tranquila  7.5 11.7

Peligrosa 19.1 16.3

Mejor que antes (esp)  2.1  0.8

Más o menos (esp)  5.8  2.7

Peor que antes (esp) 10.8  3.5

Otra (esp)  0.3

ns/nc  3.2  2.1

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015 y Encuesta Nacional sobre la Constitución, iij e iis-unam, 2003.

El cuadro confirma el estado de ánimo pesimista de los entrevistados en 

relación con la situación política del país, con una mayoría de dos tercios 

(63.5 por ciento) que está más de acuerdo con palabras de connotación 

negativa. En 2003, sin embargo, la percepción global no era mucho más 

optimista, pues una proporción casi igual (63.9 por ciento) seleccionó los 

mismos términos negativos para caracterizar la situación política de ese mo-

mento.
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Por último, se pidió a la muestra de población encuestada señalar los 

tres problemas más graves del país y sus respuestas se reproducen en el 

cuadro 1.3:

Cuadro 1.3

Pregunta 3. En su opinión, ¿cuáles son los tres problemas  
más graves del país?

porcentajes

La pobreza 57.4

El desempleo 52.2

La corrupción 46.8

La justicia 14.2

El deterioro ambiental  7.7

La inseguridad 42.5

La violencia 17.8

La impunidad  6.3

El narcotráfico 17.1

La drogadicción  6.4

La falta de educación  8.5

La desconfianza  3.3

La desigualdad  6.1

La falta de valores  5.0

Ninguno (esp)  0.1

Otro (esp)  0.9

ns/nc  0.8

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.

Nota: Los porcentajes no suman 100 en razón de las respuestas múltiples.

De acuerdo con los entrevistados, los cuatro problemas más graves del 

país son la pobreza, el desempleo, la corrupción y la inseguridad, en ese 

orden, mientras que la justicia aparece sólo en un lugar intermedio entre los 

problemas más importantes del país. La corrupción, la violencia y la impuni-

dad, en particular, son problemas que están claramente asociados al des-

empeño del aparato de la justicia, en un doble sentido: por un lado, son 

problemas que afectan a su funcionamiento, según veremos más adelante; 

por otro lado, son problemas sociales generales que el sistema de justicia 
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debe ayudar a combatir y resolver. La pobreza es mencionada como uno de 

los principales problemas del país y, más adelante, se verá que los entrevis-

tados lo mencionan como un problema serio del mismo aparato de justicia; 

el desempleo ocupa un lugar intermedio en la escala, y la corrupción es uno 

de los menos citados.

De lo anterior podemos deducir que los ciudadanos perciben con clari-

dad que los problemas más serios que enfrenta el país no radican en el 

aparato de justicia, con el que sólo llega a tener contacto una porción bas-

tante reducida de la población. Sin embargo, en la medida en que dicho 

aparato está ligado al cumplimiento general de las leyes, en la misma medi-

da se vuelve relevante inclusive para quienes no son usuarios de él ni tienen 

acceso a sus servicios.
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Capítulo 2

Cultura de la legalidad

Concepto

Antes de proceder al análisis de la Encuesta Nacional de Justicia 2015 (enj 

2015) en lo que se refiere a la opinión, las percepciones y las actitudes de los 

mexicanos en relación con la justicia —entendida en dos sentidos: como 

concepto filosófico y como aparato organizado del Estado para la resolu-

ción de conflictos sociales— resulta conveniente, e incluso necesario, situar 

sus resultados en un contexto más amplio que hemos denominado, en este 

segundo capítulo, “cultura de la legalidad”.

¿Qué es la “cultura de la legalidad”? En un sentido general y cotidiano, 

entendemos por “cultura de la legalidad” (en adelante cl) el conjunto de 

conocimientos, razones, opiniones y motivaciones relacionadas con las le-

yes y su cumplimiento en la sociedad. La cl se refiere, pues, al grado de 

avance de una sociedad respecto de su aprecio y respeto a las leyes. Y don-

de este aprecio y este respeto no existen, o son deficientes, el concepto 

conlleva la necesidad de realizar la difusión del patrimonio jurídico, esto es, 

de los valores incorporados en la Constitución y las leyes de esa sociedad, a 

MVSM_21_Justicia_interiores.indd   61 9/24/15   10:04 PM



62

Lo
s 

m
ex

ic
an

o
s 

vi
st

o
s 

p
o

r 
sí

 m
is

m
o

s

fin de que dicho conocimiento contribuya a generar mayor aprecio, respeto 

y cumplimiento del orden jurídico. 

El planteamiento anterior se refleja en un libro de Gerardo Laveaga que 

se intitula, precisamente, La cultura de la legalidad.1 Laveaga examina, por 

ejemplo, los mecanismos de “socialización jurídica” formal, no formal e in-

formal que existen en nuestro país, lo que incluye los conocimientos que se 

imparten en diversos cursos de la educación básica obligatoria, pero tam-

bién los esfuerzos que realizan diversos organismos e instituciones especia-

lizados, como el ahora Instituto Nacional Electoral o la Comisión Nacional 

de los Derechos Humanos, para educar a los ciudadanos en la cultura de los 

derechos cuya custodia y garantía tienen encomendados. La educación in-

formal está a cargo, fundamentalmente, de los medios de comunicación 

—la radio y la televisión—, aunque cada vez tiene más influencia la informa-

ción que las personas reciben de internet y las llamadas “redes sociales” 

(Facebook, Twitter y otras). 

Una perspectiva más amplia, como la que cultivan la sociología y la eco-

nomía, nos revela que la existencia de una cl en el sentido apuntado arriba 

no depende solamente del conocimiento de las leyes,2 sino de muchos 

otros factores, algunos de carácter institucional y otros de tipo cultural. Des-

de el punto de vista de las ciencias sociales, tan importante es el estudio de 

los factores que promueven el apego a la legalidad como el de los elemen-

tos que lo inhiben u obstaculizan. En este sentido, los sociólogos del dere-

cho prefieren hablar de “cultura jurídica” —en analogía con la “cultura 

política”— como el conjunto de opiniones, actitudes y percepciones que 

tienen la población y los operadores jurídicos respecto del derecho y las 

instituciones jurídicas. Lawrence M. Friedman, por ejemplo, considera que 

el sistema jurídico, desde un punto de vista sociológico, está compuesto 

por tres elementos: la sustancia (las normas), la estructura (las instituciones y 

los procedimientos, así como los actores sociales que los hacen funcionar), 

y la cultura jurídica. Esta última se desdobla en cultura jurídica “externa”, 

1	 Laveaga (2006).
2	 Por supuesto, Laveaga no desconoce que el conocimiento de las leyes no es suficiente para lo-

grar su cumplimiento y reconoce expresamente la importancia de las instituciones en la promo-
ción y reforzamiento de los comportamientos sociales conformes con las normas jurídicas.
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3	 Véase, por ejemplo, su libro clásico The Legal System. A Social Science Perspective, Friedman 
(1975, especialmente pp. 1 y ss., 193 y ss.).

4	 Sobre los chistes de abogados, véase el estudio —muy serio, por cierto— de Galanter (2005). 
Sobre jueces y magistrados hay pocos chistes que los tengan como objeto central de burla o 
escarnio, lo que se debe al simple hecho de que estos personajes tienen escaso contacto directo 
con la ciudadanía.

que corresponde a la de la población en general, y cultura jurídica “interna”, 

que es propia de los operadores jurídicos, como jueces y abogados.3 

No requiere mucha reflexión darse cuenta que el carácter diferenciado, 

especializado y técnico del derecho en las sociedades contemporáneas es 

la causa de que haya una apreciable divergencia entre ambas dimensiones 

de la cultura jurídica, lo que, a su vez, provoca desencuentros y malentendi-

dos entre los operadores jurídicos y los ciudadanos. No se trata solamente 

de que, en general, éstos desconocen lo que las leyes y los códigos prescri-

ben, permiten o prohíben exactamente (el conocimiento de los mismos ju-

ristas abarca cada vez menos al conjunto del orden jurídico), sino que hay 

modos distintos de entender y acercarse al fenómeno jurídico por parte de 

ambos grupos sociales. Así, por ejemplo, a quienes no se han especializado 

en el estudio profesional del derecho les cuesta mucho trabajo entender y 

aceptar que, con frecuencia, las disposiciones jurídicas —aparentemente 

redactadas en un lenguaje cotidiano— no dicen lo que dicen, sino que, por 

obra de la interpretación y la argumentación, acaban diciendo cualquier 

cosa que convenga a los intereses de los jueces y, sobre todo, de los aboga-

dos. Por eso es que estos últimos son objeto de toda clase de críticas, bro-

mas y chistes, los cuales no reflejan más que su rol dominante como 

intermediarios entre la población y las instituciones jurídicas.4

No obstante la divergencia apuntada, y a pesar de que no hay acuerdo 

sobre el impacto específico de cada factor, los sociólogos del derecho con-

sideran que ambas dimensiones de la cultura jurídica están interrelaciona-

das, que ejercen influencia recíproca y que, en conjunto, ambas contribuyen 

a explicar el funcionamiento del sistema jurídico en una sociedad determi-

nada. A su vez, el debate sobre la importancia de la cultura jurídica en el 

funcionamiento de dicho sistema se inscribe en una discusión sociológica 

más amplia: la de la relación entre “estructura” y “cultura”, o mejor, entre 

“instituciones” y “cultura”. ¿No es acaso la cultura más amplia de una socie-
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dad la que va modelando el tipo de instituciones que se implantan en ella, 

así como su funcionamiento particular? Prueba de ello es que las “mismas” 

instituciones —por ejemplo, los parlamentos o los tribunales— funcionan 

de modo muy diferente en sociedades con culturas diversas, como la mexi-

cana o la estadounidense. En este sentido, son clásicas las observaciones de 

Alexis de Tocqueville sobre el diverso funcionamiento del federalismo en 

Estados Unidos y en México en las primeras décadas del siglo xix:

La Constitución de los Estados Unidos se parece a esas bellas creaciones de 

la industria humana que colman de gloria y de bienes a quienes las inventan, 

pero que son estériles en otras manos.

	 Esto es lo que México ha demostrado en nuestros días.

	 Los habitantes de México, queriendo establecer el sistema federativo, to-

maron por modelo y copiaron casi enteramente la constitución federal de los 

angloamericanos, sus vecinos. Pero al trasladar a su patria la letra de la ley, no 

pudieron transportar al mismo tiempo el espíritu que la vivifica.5

Esta cita de De Tocqueville es interesante tanto por lo que revela como por 

lo que oculta. Sin duda, demuestra que la cultura influye en el funcionamien-

to de las instituciones y, ciertamente, también deja en claro que, a diferencia 

de lo que sucede con los textos jurídicos, no es posible trasladar, de un te-

rritorio a otro, el “espíritu” (la cultura) que anima a aquéllas, pero en ningún 

lugar está escrito que esas instituciones deban funcionar exactamente de la 

misma manera en una sociedad distinta a la que les dio origen. De Tocque-

ville no explora la idea de que el sistema federal moderno —que efectiva-

mente surgió en Estados Unidos y que, en apariencia, fue copiado en su 

totalidad por los constituyentes mexicanos de 1824— pudiera tener tam-

bién otras raíces institucionales y culturales6 y, sobre todo, que cumpliera 

funciones particulares y propias, e igualmente valiosas, en la sociedad de 

5	 De Tocqueville (1998, vol. 1, p. 154).
6	 Es clásico ya también el estudio de Nettie Lee Benson sobre el papel relevante que tuvieron las 

llamadas “diputaciones provinciales”, creadas por la Constitución de Cádiz de 1812, en la adop-
ción del sistema federal por nuestro país en 1824. Véase Benson (1955).
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recepción. Además, en la época de De Tocqueville quizá no era evidente 

algo que es palmario en la actualidad: la modernidad implica una cultura 

global institucionalizada que promueve la circulación y adopción (“isomor-

fismo”) de modelos institucionales legitimados por esa misma cultura (por 

ejemplo, la jurisdicción constitucional), con la consecuencia del surgimiento 

de una brecha considerable entre el modelo y la realidad social en que se 

inserta.7

Pero de la misma manera como la cultura modela y modula la adopción 

y el funcionamiento de las instituciones, con independencia de que sean 

originarias o no de una sociedad, tampoco puede ponerse en duda que, al 

ser capaces de una acción planeada y organizada, tales instituciones logran 

ofrecer incentivos específicos y eficaces que afectan las expectativas y el 

comportamiento de las personas, inhibiendo incluso los impulsos prove-

nientes de la cultura en que se han socializado. Un ejemplo trillado, por la 

frecuencia con que se menciona, es el del ciudadano mexicano que cambia 

su comportamiento en cuanto cruza la frontera hacia Estados Unidos, aban-

donando casi instantáneamente sus costumbres inveteradas, como la de 

arrojar basura en la calle o la de infringir los límites de velocidad en la carre-

tera. La explicación es evidente: este ciudadano sabe que la probabilidad 

de ser objeto de una fuerte sanción es elevada, porque en esa nación las 

instituciones gozan de una legitimidad y de un grado de eficacia que están 

ausentes en su país de origen.8

En este apartado introductorio no hay necesidad de profundizar en estos 

debates, así como tampoco de tomar una posición definida sobre sus extre-

mos. Enunciarlos tiene el solo propósito de poner en evidencia algunos de 

los elementos de la cultura jurídica mexicana que serán revelados por el 

análisis de la encuesta: la desconfianza generalizada de la población hacia 

las instituciones; la falta de conocimiento respecto de los derechos y obliga-

7	 Esta es la tesis del sociólogo John W. Meyer, de la Universidad de Stanford, y de sus colaborado-
res. Véase, entre otros muchos ensayos, Boyle y Meyer (2002).

8	 Desafortunadamente, y por lo que informan quienes han vivido muchos años en Estados Unidos, 
nuestros compatriotas vuelven a los comportamientos acostumbrados tan pronto se integran en 
una comunidad de connacionales. Esto subraya el hecho de que la cultura es un fenómeno colec-
tivo  que se sostiene o cambia en vinculación con una comunidad determinada, y no un atributo 
meramente personal.
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ciones de los ciudadanos; la brecha entre las normas y la realidad de su 

cumplimiento en sociedad; las diferencias entre la cultura jurídica externa y 

la interna; la disposición a desobedecer las leyes por razones de convenien-

cia, etcétera. Sobre todo, la encuesta revela que no cabe esperar que el 

Estado de derecho y la cl en nuestro país se entiendan conforme a la visión 

(ideal) que suponemos prevalece en los países más avanzados, en los cua-

les, por cierto, también existe la brecha entre norma y realidad, entre el 

“derecho en los libros” y el “derecho en acción”, según la famosa expresión 

de Roscoe Pound.9

Lo anterior no significa, por supuesto, que deba abandonarse la lucha 

que han emprendido importantes sectores de la sociedad mexicana para 

lograr niveles más elevados de cumplimiento y respeto al orden jurídico, en 

consonancia con el nivel general de desarrollo que ha alcanzado nuestro 

país, ni tampoco, que este objetivo no sea viable. Quiere decir, únicamente, 

que los factores que influyen en la cl son sumamente complejos y no de-

penden, de modo exclusivo, de la dinámica social “interna” de nuestro país, 

sino que también responden a las dimensiones globales del derecho en la 

sociedad mundial.

En el siguiente apartado se intenta analizar las respuestas de la encuesta, 

comparándolas, cuando sea posible, con preguntas iguales o similares que 

se hayan planteado en encuestas anteriores. Ello permitiría identificar algu-

nos cambios de las opiniones y percepciones de la población en el tiempo, 

así como ampliar el radio de nuestro análisis para lograr un panorama más 

completo del ámbito social estudiado.

9	 Para Boyle y Meyer, la brecha no es una señal de disfuncionalidad, porque consideran que la 
función del derecho en la sociedad mundial no es instrumental ni represiva, sino que radica en 
la vinculación que establece con los principios de la cultura universal y como fuente de identidad 
y legitimidad tanto para los individuos como para las naciones; en consecuencia, no cabe esperar 
un elevado nivel de correspondencia entre el derecho y la acción, sino más bien un “desacopla-
miento extremo” respecto de la vida social. Dicho en otros términos: para estos autores, el des-
acoplamiento no es un accidente ni estrictamente una “deficiencia” de la cultura jurídica, sino un 
elemento central del proyecto nacional y una característica de toda organización racionalizada, en 
la medida en que las reglas que las gobiernan, como sucede con las normas jurídicas, responden 
a ideales externos. Véase Boyle y Meyer (2002, pp. 66-67, 81 y ss.).
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La cultura de la legalidad en México

Valor de la legalidad en la vida social

La primera pregunta que analizaremos se refiere al valor que tiene la legali-

dad respecto de otros bienes sociales, como la seguridad pública, la demo-

cracia y la distribución de la riqueza. Los resultados se muestran en el cuadro 

2.1:

Cuadro 2.1

Pregunta 20. ¿Qué es más importante para usted…?
porcentajes

2015 2011 2003

Una sociedad donde se respeten y apliquen las leyes 77.4 67.1 74.3

Una sociedad sin delincuencia 43.1 61.3 45.0

Una sociedad más democrática 36.1 31.3 28.5

Una sociedad donde haya menos diferencias entre ricos y pobres 35.7 32.2 51.8

Otra (esp)   1.0   0.2   0.2

ns/nc   1.5   2.3   0.3

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015, Encuesta Nacional de Cultura Constitucional: legalidad, legitimidad de las instituciones 
y rediseño del Estado, iij-unam-ife, 2011, y Encuesta Nacional sobre la Constitución, iij e iis-unam, 
2003.
Nota: Los porcentajes no suman 100, porque se permitió señalar dos respuestas. 

El interés de la pregunta radica, por supuesto, en que las opciones exa-

minadas no son excluyentes y que podría inclusive alegarse que la primera 

(“Una sociedad donde se respeten y apliquen las leyes”) abarca a las demás, 

pues una sociedad donde hubiera un mayor respeto a las leyes sería tam-

bién, con gran probabilidad, una sociedad con menos delincuencia, más 

democrática y con menos diferencias entre ricos y pobres (si bien la causali-

dad puede ir también en sentido inverso). Posiblemente sea ésta la razón 

por la cual el respeto a las leyes se mencione con más frecuencia por los 

entrevistados en las tres encuestas, sin grandes diferencias entre sus resulta-

dos. En otras preguntas veremos que este compromiso general a favor de la 

legalidad sufre importantes variaciones, dependiendo de las situaciones es-
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pecíficas que su cumplimiento puede plantear en la sociedad, particular-

mente en materia de justicia penal.

Tolerancia al abuso de la fuerza por el Estado  

en el combate a la delincuencia

La primera pregunta específica en materia de cl se refiere a la valoración 

que las personas hacen de los derechos de los (presuntos) delincuentes 

(véase el cuadro 2.2):

Cuadro 2.2

Pregunta 4. ¿Qué tan de acuerdo o en desacuerdo está usted con que, 
para conseguir información, se torture a una persona detenida 

por pertenecer a un grupo de narcotraficantes?
porcentajes

2015 2011

Muy de acuerdo   5.3   8.6

De acuerdo 20.9 24.6

Ni de acuerdo, ni en desacuerdo (esp) 27.4 19.5

En desacuerdo 33.1 39.5

Muy en desacuerdo 10.5   5.2

ns/nc   2.8   2.5

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015, y Encuesta Nacional de Cultura Constitucional: legalidad, legitimidad de las instituciones 
y rediseño del Estado, iij-unam-ife, 2011.

El cuadro revela que en 2015, casi la mitad de la población (43.6 por cien-

to) rechaza que un presunto delincuente sea torturado, incluso por un moti-

vo aparentemente justificado. Otra cuarta parte (26.2 por ciento) sí encuentra 

justificada la tortura en esas circunstancias. Se trata de una opinión com-

prensible en un contexto de grave inseguridad, pero que desconoce dos 

principios centrales de la justicia penal contemporánea que se han elabora-

do desde una perspectiva de derechos humanos: por un lado, la presunción 

de inocencia, es decir, que mientras una persona no ha sido condenada por 

sentencia firme (esto es, que ya no pueda ser modificada legalmente), se le 

debe considerar como inocente, con la consecuencia principal de que no se 

MVSM_21_Justicia_interiores.indd   68 9/24/15   10:04 PM



69

Ju
st

ic
ia

le pueda aplicar ninguna clase de sanción anticipada; y segundo, que la in-

tegridad física de las personas, que las protege contra el maltrato físico 

como la tortura, es un derecho absoluto conforme a los estándares interna-

cionales, por lo que su violación no puede justificarse bajo ninguna circuns-

tancia, aunque ocasionalmente algunos gobiernos lo intenten, como el de 

Estados Unidos en relación con los presuntos terroristas detenidos después 

de los ataques del 11 de septiembre de 2001 a las Torres Gemelas en Nueva 

York. No es improbable que quienes están de acuerdo se vean influidos por 

las informaciones en los medios de comunicación que revelan que este tipo 

de tortura es una práctica más o menos extendida entre los integrantes de 

los cuerpos de seguridad pública en el país, que la utilizan como método 

de investigación a falta de otros medios o por incapacidad para aprovechar-

los. Llama la atención que otra cuarta parte de los encuestados (27.4 por 

ciento) no se comprometa en ninguno de ambos sentidos; sin duda, es un 

porcentaje elevado para una pregunta sobre la cual cabría esperar que las 

personas tuvieran una opinión más decidida.

En cuanto a su evolución en el tiempo, la comparación con las respuestas 

que se dieron a la misma pregunta en una encuesta de 2011 revela la dismi-

nución del porcentaje tanto de quienes están de acuerdo como en des-

acuerdo, al mismo tiempo que se incrementa, de 19.5 a 27.4, el porcentaje 

de los entrevistados que no se comprometen con ninguna de ambas posi-

ciones. Sería quizá aventurado ofrecer una explicación, pero podría decir-

se que el mayor número de indecisos en 2015 se debe a la fuerte crítica a 

la que se ha sometido la estrategia de lucha contra el narcotráfico que em-

prendió el gobierno del presidente Felipe Calderón (2006-2012), frente a la 

menor prominencia (relativa) que el tema encuentra en el discurso del go-

bierno federal actual. En este sentido podría abonar el notable aumento 

—de 5.2 a 10.5 por ciento— de quienes manifiestan estar “muy en des-

acuerdo” con la tortura del presunto narcotraficante.

La pregunta es importante porque descubre el grado de tolerancia que 

puede existir entre los ciudadanos respecto de los comportamientos ilega-

les, particularmente de las autoridades públicas. En la medida en que la 

población se manifieste en contra de estos comportamientos, las autorida-

des se verán sometidas a una presión que hará más difícil condonar los abu-

sos. Podríamos decir, por fortuna, que casi la mitad de los entrevistados los 
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rechazan, pero en una cuestión tan sensible esto es más bien inquietante. 

Las personas encuestadas parecen no advertir que ellas podrían caer fácil-

mente en la situación de un presunto narcotraficante. Por tanto, ¿cuál grupo 

o cuáles grupos de la población manifiestan mayor o menor tolerancia a los 

mismos? El cuadro 2.3 ofrece datos sobre los grupos de población, cuyo 

grado de acuerdo (muy de acuerdo/de acuerdo) se encuentra por encima o 

por debajo del promedio nacional (26.2):

Cuadro 2.3

Pregunta 4. ¿Qué tan de acuerdo o en desacuerdo está usted con que, 
para conseguir información, se torture a una persona detenida por 

pertenecer a un grupo de narcotraficantes? (estratos)
porcentajes

Muy de acuerdo/ 
De acuerdo

Mujeres  21.9

Jóvenes 
               15 a 24 años de edad
               25 a 34 años de edad

31.8
19.5

Escolaridad
               Sin escolaridad
               Universidad/posgrado

20.6
30.5

Ingreso familiar
               Más bajo
               Más alto

36.4
39.3

Región
               Centro 30.8

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.

Del cuadro anterior, el resultado más interesante es el que se refiere a los 

jóvenes. En el grupo de edad de los 15 a los 24 años el acuerdo con la tor-

tura del presunto narcotraficante se encuentra bastante por encima del pro-

medio nacional, mientras que en el siguiente grupo etario se encuentra 

bastante por debajo. Este resultado no es de fácil explicación. Por lo que se 

refiere al grupo más joven, puede deberse a esa misma juventud, que le 

impide adquirir los elementos para juzgar una situación delicada y comple-

ja; en cambio, el grupo que es un poco mayor en edad parece haber logra-
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do ya mayor sensibilidad al respecto. En el otro resultado de interés, por 

parecer contraintuitivo, es más elevado el grado de acuerdo con la tortura 

entre los grupos con mayor nivel de escolaridad y de ingresos familiares. 

Ello puede deberse a que se trata de quienes no sufren los efectos cotidia-

nos de la delincuencia como otros estratos menos favorecidos, y por ello su 

nivel de alarma social es mucho mayor.

Hay más preguntas que exploran la cuestión de la tolerancia o acepta-

ción de la conducta ilegal de las autoridades cuando se trata de situaciones 

vinculadas al clima actual de inseguridad y de ineficaz combate a la delin-

cuencia. La siguiente pregunta se refiere a una situación que desafortunada-

mente parece extenderse cada vez más (sin que haya pruebas totalmente 

contundentes) en el combate a la delincuencia organizada: la muerte de los 

presuntos delincuentes a manos de las fuerzas de seguridad del Estado en 

condiciones no suficientemente esclarecidas que sugieren la existencia de 

las llamadas “ejecuciones extrajudiciales”.10 El cuadro 2.4 compara los resul-

tados de las encuestas de 2011 y 2015:

Cuadro 2.4

Pregunta 18. ¿Qué tan de acuerdo o en desacuerdo está usted  
con que las fuerzas de seguridad maten a una persona, miembro  

de la delincuencia organizada, aunque exista la posibilidad  
de detenerla para presentarla ante la justicia?

porcentajes

2015 2011

Muy de acuerdo   5.3   6.4

De acuerdo 19.4 25.3

Ni de acuerdo, ni en desacuerdo (esp) 31.0 17.4

En desacuerdo 25.2 40.2

Muy en desacuerdo 16.4   7.9

Otra (esp)/ns/nc   2.7   2.9

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015, y Encuesta Nacional de Cultura Constitucional: legalidad, legitimidad de las instituciones 

y rediseño del Estado, iij-unam-ife, 2011.

10	 El llamado “índice de letalidad”, que se refiere a la relación entre muertos y heridos en los enfren-
tamientos entre presuntos delincuentes y los cuerpos de seguridad, puede ofrecer indicios del 
abuso de la fuerza por parte del Estado si el número de muertos rebasa con mucho el de heridos. 
Véase Pérez Correa, Silva Forné y Gutiérrez Rivas (2011).

MVSM_21_Justicia_interiores.indd   71 9/24/15   10:04 PM



72

Lo
s 

m
ex

ic
an

o
s 

vi
st

o
s 

p
o

r 
sí

 m
is

m
o

s

Los resultados revelan que hay un grupo muy importante de la pobla-

ción, superior a 40 por ciento en 2015 y 2011, que se manifiesta en contra de 

la actuación ilegal de la autoridad, con un segmento, también considerable 

(entre 25 y 31 por ciento), que se manifiesta con algún grado de acuerdo. Sin 

embargo, la comparación revela varios desplazamientos significativos en el 

tiempo: por un lado, disminuye el porcentaje de personas que expresan al-

gún grado de acuerdo, de 31.7 a 24.7 por ciento; también se reduce la pro-

porción de quienes están en desacuerdo, de 48.2 a 41.6 por ciento (con un 

desplazamiento “interno” de quienes están “muy en desacuerdo”). Los 

cambios anteriores advierten un aumento muy importante en el grupo de 

quienes manifiestan no estar “ni de acuerdo, ni en desacuerdo” (de 17.4 a 

31 por ciento), lo que es consistente con los resultados observados en otras 

preguntas, respecto de quienes aceptan o no la legalidad de manera situa-

cional.

Al comparar estas preguntas con otras similares en diversas encuestas, 

encontramos que el porcentaje de quienes rechazan la violencia o la tortura 

contra presuntos delincuentes, aunque sea con un objetivo “bueno” se 

mantiene constante. Así se observa en el cuadro 2.5 con una pregunta de 

encuestas realizadas en 1994 y en 2003:

Cuadro 2.5

La policía sabe que un detenido violó a una mujer, pero no tiene pruebas 
suficientes. ¿Está usted de acuerdo o en desacuerdo en que sea 

torturado para obligarlo a confesar?
porcentajes

2003 1994

De acuerdo 30.5 29.0

De acuerdo, en parte (esp) 20.5 11.0

En desacuerdo 47.5 57.0

ns/nc   1.5   3.0

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional sobre la Constitución, iij e iis-unam, 

2003 y Encuesta Nacional de Valores, iis-unam, 1994.

Las respuestas no son comparables con las encuestas de 2011 y 2015 por 

la formulación de la pregunta y por las opciones de respuesta, pero puede 

advertirse fácilmente que el porcentaje de rechazo a la tortura como méto-
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do de investigación penal es similar, si bien disminuye de manera importan-

te el de quienes están en desacuerdo y aumenta el acuerdo parcial, 

cambiando el balance de la mayoría respecto de las opciones de respuesta 

entre 1994 y 2003. De todos modos, como ya se dijo, resulta preocupante el 

estado de opinión respecto de un tema en el que debería esperarse un re-

chazo mucho más tajante.

Finalmente, podemos completar el análisis de las preguntas anteriores 

preguntando por el valor de la “presunción de inocencia”, de acuerdo con 

el cuadro 2.6:

Cuadro 2.6

Pregunta 19. Todos los sistemas de justicia cometen errores.  
En su opinión, ¿qué es peor para la sociedad…?

porcentajes

2015 2003

Dejar libre a un culpable 45.9 46.7

Encarcelar a un inocente 34.5 40.6

Depende (esp) 14.0   5.2

Otra (esp)   2.4   4.1

ns/nc   3.2   3.4

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-

unam, 2015 y Encuesta Nacional sobre la Constitución, iij e iis-unam, 2003.

Los resultados muestran un mayor número de personas que piensan que 

causa más daño a lo sociedad “dejar libre a un culpable” que “encarcelar a 

un inocente”, cuando uno de los avances más importantes de los sistemas 

de justicia penal consiste precisamente en aceptar el riesgo de tener que 

liberar a los presuntos “culpables” cuando no hay pruebas contundentes de 

su culpabilidad. Resulta comprensible que la población que no tiene acceso 

directo a la determinación de la culpabilidad o inocencia de los acusados en 

un proceso penal, basará su juicio habitualmente en las percepciones mol-

deadas por los medios de comunicación, pero eso en nada altera la contra-

dicción con los principios ideales de la justicia penal; por supuesto, no hay 

conciencia suficiente del hecho de que el “inocente encarcelado” podría 

ser el mismo entrevistado o alguna otra persona cercana a él.
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La comparación entre los dos momentos muestra, una vez más, un des-

plazamiento hacia la evaluación situacional (“depende”), al tiempo que dis-

minuye el porcentaje de quienes se pronuncian por considerar un mal mayor 

el encarcelamiento de un inocente. Todo ello está en consonancia con el 

empeoramiento del clima de seguridad pública en los últimos 12 años.

La ley como fuente de autoridad social: respeto y 

cumplimiento

La siguiente pregunta se refiere a diversas fuentes de autoridad social y al 

reconocimiento que les otorgan las personas, particularmente en cuanto a 

su disposición a desobedecerlas. Los resultados, comparados con los de la 

misma pregunta en encuestas anteriores, se exponen en el cuadro 2.7:

Cuadro 2.7

Pregunta 5. Cuando usted piensa que tiene la razón,  
¿está o no está dispuesto a ir en contra de …?

porcentajes

Sí está 
dispuesto

No está 
dispuesto

Depende 
(esp)

Otra
(esp)

ns/nc

Su cónyuge o pareja
2015
2011
2003

36.1
44.6
49.6

30.0
29.5
34.0

27.1
18.8
12.2

0.9
0.6
0.6

5.9
6.5
3.6

Lo establecido por la ley
2015
2011
2003

34.3
40.8
45.0

28.0
34.9
39.4

32.2
20.2
14.1

1.4
0.9
0.1

4.1
3.2
1.3

Lo que dicta la Iglesia o religión 
con la cual se identifica

2015
2011
2003

33.9
43.3
44.8

34.6
35.1
42.0

25.6
16.6
11.6

0.7
1.6
0.5

5.2
3.4
1.2

Lo que piensan sus padres
2015
2011
2003

30.4
39.6
50.4

37.2
32.0
35.8

28.0
20.6
11.9

1.0
0.5
0.3

3.4
7.3
1.7

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por sí 
mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-unam, 
2015, Encuesta Nacional de Cultura Constitucional: legalidad, legitimidad de las instituciones y 
rediseño del Estado, iij-unam-ife, 2011 y Encuesta Nacional sobre la Constitución, iij e iis-unam, 2003.
Nota: La encuesta de 2011 es la única que incluyó como opción de respuesta “Lo que dice su jefe”, 
la que no se incorporó en este análisis por no presentar resultados comparables.
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El análisis de las respuestas a esta pregunta suscita cuestiones de gran 

interés en la comparación de los tres años, pues parece revelar varias ten-

dencias consistentes. Por un lado, en las cuatro opciones disminuye de ma-

nera significativa, entre 2003 y 2015, el porcentaje de quienes están 

dispuestos a “desobedecer” a las autoridades. Ello permitiría esperar que 

aumentara el porcentaje de quienes no están dispuestos a ir en contra de 

ellas, pero, salvo el caso de los padres, ello no ocurre, sino que también 

disminuye de manera más o menos significativa. Lo que sí sucede con clari-

dad es el aumento muy importante en el porcentaje de quienes no se com-

prometen en la respuesta (“depende”), lo que significa que el  

comportamiento frente a la autoridad se vuelve racional, en términos de las 

circunstancias específicas y el cálculo de costos y beneficios. Podemos lla-

mar “oportunista” a este grupo.

El punto nodal de la pregunta es que las “autoridades sociales” que se 

comparan no son iguales. Ciertamente, la desobediencia a la opinión de 

todas ellas puede acarrear sanciones de diverso tipo para quienes las con-

trarían, pero el caso de la ley es distinto, pues no hay razón, individual o 

colectiva, que pueda justificar su incumplimiento, salvo contadas excepcio-

nes que el mismo orden jurídico prevé. Dicho en otras palabras: la autoridad 

de la ley debiera derrotar cualquier otra razón legítima que pudieran tener 

las personas para no prestarle obediencia.11 Al plantearles la comparación, 

se revela con claridad que los entrevistados no perciben esta diferencia cru-

cial, sino que consideran a la ley una fuente de autoridad como las otras, 

respecto de la cual las personas pueden hacer cálculos racionales de costo 

y beneficio, es decir, queda a su arbitrio el reconocimiento u obediencia que 

están dispuestas a otorgarle. Para muchos de los entrevistados, no parece 

haber razones morales a priori para reconocerle a la ley una autoridad supe-

rior a las demás.

11	 Por supuesto, se trata de una cuestión debatida entre los teóricos del derecho, sobre la que no 
abundaremos aquí. En cambio, el “análisis económico del derecho” y un importante sector de la 
sociología jurídica parten del supuesto de la persona como actor racional maximizador, cuyo 
comportamiento está guiado solamente por el cálculo de costos y beneficios en función de los 
incentivos presentes en una situación concreta. Claro está, se trata de un enfoque que también 
es objeto de fuerte crítica en las ciencias sociales en general.
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La pregunta consignada en el cuadro 2.8 está relacionada con la anterior, 

pues explora la influencia de las autoridades sociales sobre la conducta de 

las personas.

Cuadro 2.8

Pregunta 6. En su opinión, ¿quién o quiénes deben poner límites  
a la conducta de las personas?

porcentajes

2015 2003

La Iglesia   6.9   8.7

La familia 33.7 47.2

La ley 20.3 23.6

El gobierno 14.3 17.2

Uno mismo (esp) 21.8   0.4

Nadie (esp)   1.7   1.7

Otra (esp)   0.4   0.6

ns/nc   0.9   0.6

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015 y Encuesta Nacional sobre la Constitución, iij e iis-unam, 2003.
Nota: Aunque se dieron dos opciones a los entrevistados, se adecuaron los porcentajes para sumar 
100 y hacer los resultados comparables.

Las respuestas no sólo son interesantes sino hasta sorprendentes, si 

comparamos los resultados de la misma pregunta en 2003 y 2015. Mientras 

que los porcentajes que se refieren a la “Iglesia”, a la “ley”, al “gobierno” y 

a “nadie” permanecen similares en las dos encuestas, la comparación reve-

la una caída significativa en la importancia de la familia como fuente de lími-

tes a la conducta de las personas y un aumento espectacular de los 

entrevistados que, espontáneamente,12 mencionan a “uno mismo” como 

fuente de esos límites. Pareciera ser que en 12 años los mexicanos se han 

convertido en unos individualistas radicales. Esto no es una mera especula-

12	 Las respuestas espontáneas en las encuestas son aquellas que los entrevistados mencionan fuera 
de las opciones que el encuestador les lee o les presenta mediante tarjeta, pero que se anotan 
en la hoja de respuestas. En la mayoría de los casos ya están previstas en el mismo cuestionario. 
En el caso de la pregunta examinada, la respuesta “uno mismo” no estaba prevista como espon-
tánea en el cuestionario de 2003 pero sí en el de 2015.

MVSM_21_Justicia_interiores.indd   76 9/24/15   10:04 PM



77

Ju
st

ic
ia

13	 Véase revista Nexos (2011). Según los autores del artículo: “La confianza casi irrestricta en sí mis-
mo y la desconfianza radical en el Estado y sus instituciones arrojan el perfil de lo que provocati-
vamente hemos llamado un liberal salvaje, queriendo decir con ello que estamos frente a un 
ciudadano que no reconoce en el fondo otro ethos que el del bienestar personal y familiar, ni otro 
derecho que el de resolver su vida con los medios a su alcance, perjudiquen éstos o no a su co-
munidad y a su nación”.

14	 Véase, por ejemplo, Fernández Ham y Velarde Villalobos (2014).

ción. Hay otros estudios de opinión que muestran una fuerte tendencia al 

individualismo en la sociedad mexicana,13 y los cambios en la misma socie-

dad permiten entender, en parte al menos, esos resultados.

La mexicana es una sociedad que sigue modernizándose de manera ace-

lerada, reproduciendo algunas de las vías seguidas por las sociedades más 

desarrolladas, en el sentido de una mayor pluralidad y diversidad de las es-

tructuras sociales y un creciente individualismo que refleja la independencia 

de las personas frente a las instituciones y los valores tradicionales. Si bien 

en México la familia sigue conservando un lugar fundamental para las per-

sonas (la mayoría de ellas la menciona como primera opción en las encues-

tas analizadas), los cambios de las últimas décadas en su composición y 

estructura14 podrían ayudar a explicar en parte la pérdida relativa de su in-

fluencia. Además de lo anterior, la movilidad que exige la vida moderna, la 

precariedad de diversas situaciones vitales, como el empleo o el matrimo-

nio, y la imagen de casi total impunidad frente a la ilegalidad que se trans-

mite por los medios de comunicación, pueden generar en los ciudadanos la 

idea de que solamente pueden confiar en sí mismos y que, por tanto, son 

ellos mismos también quienes pueden y deben determinar lo que es correc-

to o incorrecto. No obstante lo anterior, resulta también significativo que los 

encuestados mencionen, como segunda opción, al “gobierno” o a la “ley” 

como fuente de límites a la conducta de las personas, pero sigue tratándose 

de una segunda opción. Por cierto, la suma de estas dos opciones —que 

son afines entre sí— es mayor en 2015 (40.8 por ciento) que en 2003 (34.6 

por ciento). Aun así, no parece haber una confianza inicial en las normas ju-

rídicas ni en las instituciones para regular la convivencia social.

La siguiente pregunta sigue analizando la autoridad de la ley, pero esta 

vez considerada en sí misma, según los porcentajes de respuesta que se 

presentan en el cuadro 2.9.
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Cuadro 2.9

Pregunta 7. Dígame usted, ¿por qué obedece las leyes?
porcentajes

2015 2011 2003

Porque cumplir la ley nos beneficia a todos 39.7 49.5 45.1

Para no ser criticado por los demás 13.5   7.9   4.9

Porque es un deber moral 23.2 25.3 25.0

Para evitar daños a mi familia y amistades   8.6   5.3 10.1

Para evitar castigos 10.2   9.7 13.9

Otra (esp)   1.2   1.3   0.2

ns/nc   3.6   1.1   0.8

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015, Encuesta Nacional de Cultura Constitucional: legalidad, legitimidad de las instituciones 
y rediseño del Estado, iij-unam-ife, 2011, y Encuesta Nacional sobre la Constitución, iij e iis-unam, 
2003.
Nota: La pregunta planteada en las encuestas de 2003 y 2011 (“¿Por qué respeta y obedece las 
leyes?”) no es exactamente igual a la de 2015, pero las opciones de respuesta sí lo son, por lo que 
las hemos considerado comparables.

La respuesta a la pregunta 7 no pretende saber si las personas efectiva-

mente obedecen las leyes, sino las razones principales que justifican, en su 

opinión, esa obediencia. La tabla revela la existencia de tres grupos defini-

dos: el primer grupo, al que llamaremos de “pragmáticos” o “utilitaristas”, 

está conformado por quienes piensan que la obediencia a las leyes acarrea 

un indudable beneficio colectivo (“cumplir la ley nos beneficia a todos”), el 

cual se produce cuando todos los integrantes de la sociedad aceptan este 

arreglo y lo cumplen. El porcentaje de entrevistados que pertenece a esta 

categoría oscila entre 40 y 50 por ciento del total. Cabe señalar que hay una 

disminución importante de este grupo entre 2003 y 2011, que podría expli-

carse por el hecho de que los integrantes del cuerpo social ya no ven con 

igual claridad el beneficio colectivo del cumplimiento de la ley si hay un 

grupo importante de conciudadanos que rompe el pacto y  no está dispues-

to a apegarse a la legalidad. Si bien esta interpretación sería consistente con 

las tendencias actuales de la cl en el país, así como con otros resultados de 

esta misma encuesta, no puede dar cuenta del aumento de esta categoría 

entre 2003 y 2011, así como de su disminución entre 2011 y 2015.
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El segundo grupo está compuesto por quienes consideran que obede-

cer la ley es un deber moral, es decir, se trata de quienes han internalizado 

las obligaciones externas que impone la ley en deberes asumidos personal-

mente, esto es, en una convicción autónoma. Podríamos llamar a este grupo 

el de los “kantianos”, por la semejanza de su posición con la ética desarro-

llada por el ilustre pensador alemán Immanuel Kant (1724-1804), para quien 

los imperativos de la conducta derivan de la autonomía moral de cada indi-

viduo. Este grupo no varía esencialmente en sus dimensiones, pues ronda 

aproximadamente un cuarto del total de entrevistados.

Sin duda, es positivo para la cl que un grupo importante de ciudadanos 

esté convencido, en su fuero interno, de que hay un deber de obediencia a 

las leyes con independencia de su contenido y de si son de su agrado o de 

utilidad. Sin embargo —y esta es la otra cara de la moneda—, es también un 

grupo que, también por razones morales, podría oponerse al cumplimiento 

de la ley si la juzgara injusta, es decir, podría esgrimir una “objeción de con-

ciencia” o recurrir a la llamada “desobediencia civil” en tales casos, pero, en 

congruencia con su convicción, tendría que aceptar también las sanciones o 

las consecuencias que las leyes prevén para tales casos. De hecho, de acuer-

do con otras encuestas, la disposición a desobedecer las leyes injustas es 

bastante más elevada. A la pregunta: “¿Qué tan de acuerdo o en desacuer-

do está usted con la frase: ‘los ciudadanos deben obedecer siempre las le-

yes aun cuando sean injustas’?”, 55.7 por ciento de los entrevistados para la 

encup 2012 contestaron estar “en desacuerdo” o “muy en desacuerdo”, 

mientras que a la pregunta “¿Qué tan de acuerdo o en desacuerdo está 

usted con la frase: ‘los ciudadanos pueden desobedecer las leyes las leyes 

si les parecen injustas’?”, 35.4 por ciento respondió estar “de acuerdo” o 

“muy de acuerdo”.15

El tercer grupo está conformado por quienes encuentran razones de 

conveniencia u oportunidad para cumplir las leyes, fundamentalmente el 

evitar críticas, daños o castigos para sí, sus familiares y sus amistades. Llama-

remos a este grupo, el de los “maximizadores racionales” u “oportunistas”, 

15	 Las dos preguntas son realmente idénticas. Las diferencias en la respuesta pueden deberse a la 
formulación: es más difícil estar de acuerdo con el verbo “desobedecer” que con “obedecer 
siempre”.
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para significar que la valoración que hacen del cumplimiento de la ley está 

dada por circunstancias concretas que son valoradas racionalmente de 

acuerdo con las ventajas o perjuicios que deparan al sujeto. La proporción 

de este grupo en el total de personas encuestadas no sigue un tendencia 

clara, pero oscila entre una cuarta y una tercera parte de los entrevistados. 

Aunque esta actitud oportunista no se explora más en la encuesta que ana-

lizamos, existen otras que la definen con gran claridad. Así, por ejemplo, la 

Encuesta Nacional sobre la Constitución de 2003 planteó la siguiente pre-

gunta: “P. 22. ¿Qué tan de acuerdo o en desacuerdo está usted con la frase: 

violar la ley no es tan malo, lo malo es que te sorprendan?’ Aunque la gran 

mayoría de los encuestados estuvo “en desacuerdo” o “muy en desacuer-

do” (67.4 por ciento), encontramos nuevamente que 26.5 por ciento está 

“muy de acuerdo” o “de acuerdo”, aproximadamente el mismo porcentaje 

de quienes manifiestan una actitud oportunista ante el cumplimiento de la 

ley en la encuesta de 2015 que analizamos aquí.

En resumen: el cuadro 2.9 muestra que hay entre 60 y 70 por ciento de la 

población entrevistada que considera que la ley debe cumplirse por razones 

de utilidad colectiva o de tipo moral, mientras que el resto hace depender 

el respeto a la ley de la eficacia de las sanciones o los daños que puedan 

derivarse eventualmente de la desobediencia. En un contexto de ineficacia 

de las instituciones para sancionar los comportamientos ilegales, se entien-

de perfectamente que este grupo de ciudadanos pueda sentirse incentiva-

do a la desobediencia de la ley. Pero en esto mismo radica una posible 

solución: debemos alterar los incentivos que ofrecen las instituciones para la 

conducta de las personas, es decir, elevar su grado de eficacia para alcanzar 

mayores niveles de cumplimiento de la ley.

¿Cómo se comportan estas tres tendencias de opinión respecto de los estra-

tos que conforman la muestra? ¿Qué nos revelaría dicho análisis sobre la posibi-

lidad de influir en las expectativas y los comportamientos de los ciudadanos?

El análisis de los datos nos revelará que las tres tendencias varían sobre 

todo de acuerdo con la edad y la escolaridad, aunque hay algunas variaciones 

interesantes ligadas al ingreso económico y a las regiones del país. El grupo 

de “pragmáticos” o “utilitaristas” está sobrerrepresentado entre quienes tie-

nen 55 y más años de edad (de 43.9 a 47.9 por ciento), entre quienes manifies-

tan ingresos individuales de menos de un salario mínimo (sm) mensual y 
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familiares de uno a dos sm (43.4 y 53.1 por ciento, respectivamente), y quienes 

viven en las regiones metropolitana (44.8 por ciento) y sur (49.4 por ciento).

Quienes acuden sobre todo a razones morales para obedecer la ley se en-

cuentran más representados en el grupo de los jóvenes de 15 a 24 años de 

edad (30.2 por ciento), entre quienes tienen un nivel de estudios correspon-

diente a universidad y posgrado (30 por ciento), entre quienes cuentan con 

ingresos individuales de uno a dos sm (32.3 por ciento) y familiares de cuatro a 

cinco sm (47.5 por ciento), o bien, residen en la región norte (35.8 por ciento).

Finalmente, los “maximizadores” y “oportunistas” no parecen conformar 

un grupo muy homogéneo, sino que se da más bien por exclusión de los 

otros dos. Encontramos ahí tanto a personas sin escolaridad como con estu-

dios universitarios, con ingresos individuales y familiares de más de dos a 

cuatro sm, personas solteras y de edad mediana (35 a 44 años de edad), así 

como habitantes de las regiones norte, centro y metropolitana.

El siguiente conjunto o batería de preguntas se refiere a las percepciones 

que tienen los entrevistados respecto del grado de respeto a las leyes que 

se observa en el país, tanto por las autoridades, por sus conciudadanos y 

por ellos mismos, conforme a los resultados promedio presentados en los 

cuadros 2.10 y 2.11.

Cuadro 2.10

Preguntas 8-10. Nivel de respeto a la ley.

Promedio

P. 8. En una escala de 0 a 10, donde 0 es “no respetan nada” y 10 es  
“respetan mucho”, ¿qué tanto cree usted que los gobernantes respetan  
las leyes en México?

5.3

P. 9. Usando la misma escala, ¿qué tanto cree usted que los ciudadanos 
respetan las leyes en México?

5.9

P. 10. Usando la misma escala, ¿qué tanto respeta usted la ley? 7.4

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-

unam, 2015.

De acuerdo con el cuadro anterior, los entrevistados tienen una mala per-

cepción del cumplimiento de la ley por parte de las autoridades y sus con-

ciudadanos, prácticamente en el mismo nivel, con una ligera diferencia 
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positiva a favor de estos últimos.16 Este resultado contrasta con la calificación 

que se asignan a sí mismos, la cual es mucho más favorable, en promedio, a 

las otras dos.17 Por supuesto, estos resultados no son compatibles, pues si 

todos consideran que cumplen aceptablemente con la ley, no hay lugar para 

pensar que sea tan elevado el incumplimiento de gobernantes y conciudada-

nos. Una valoración razonable nos diría que la calificación promedio del cum-

plimiento de la ley debería situarse por encima de la asignada a gobernantes 

y conciudadanos, pero por debajo de la apreciación que hacen los entrevista-

dos de sí mismos. Aún así, dicha calificación sería bastante baja.

La pregunta incluida en el cuadro 2.11 inquiere sobre quién o quiénes 

respetan menos las leyes. 

Cuadro 2.11

Pregunta 11. Por lo que usted ha visto, ¿quién viola más las leyes?
porcentajes

2015 2011 2003

La gente 12.3 15.5 14.6

Los políticos 24.9 23.2 36.3

Los jueces o magistrados   6.9 11.0   5.5

Los abogados   8.7   9.0   5.4

Los funcionarios 14.0 15.1 10.8

Los policías 20.8 21.9 21.5

Ninguno (esp)   1.9   0.2   0.1

Todos (esp)   3.6   2.2   5.3

Los partidos políticos (esp)   6.2 -- --

Otro (esp)   0.2   0.0   0.1

ns/nc   0.5   1.9   0.4

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por sí 
mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-unam, 
2015, Encuesta Nacional de Cultura Constitucional: legalidad, legitimidad de las instituciones y 
rediseño del Estado, iij-unam-ife, 2011, y Encuesta Nacional sobre la Constitución, iij e iis-unam, 2003.
Nota: Aunque se pidieron tres respuestas, los resultados se han calculado para sumar 100 y hacerlos 
comparables.

16	 En la Encuesta Nacional de Cultura Constitucional de 2011 con la que hemos venido haciendo 
comparación, las calificación promedio respecto de los ciudadanos fue de 5.65, pero no se hizo 
la misma pregunta respecto de los gobernantes.

17	 La calificación que los mismos entrevistados se asignan parece que se ha deteriorado con el 
tiempo. En la encuesta de 2003 era superior a 8, con 70 por ciento de los entrevistados asignán-
dose una nota de 8 o superior. En 2011 el promedio se había reducido a 7.84.
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El cuadro 2.11 refleja la opinión y la desconfianza de los entrevistados hacia 

diversos grupos: los políticos, los policías, los funcionarios y la gente son, en 

ese orden, los grupos a quienes se atribuye mayores violaciones a las leyes. 

Llama la atención que los “partidos políticos”, como opción espontánea, 

sean identificados con un porcentaje relativamente menor como agentes 

violadores de la ley, aunque en la mente de los entrevistados probablemen-

te hayan sido incluidos ya en la categoría de “políticos” (véase el dato co-

rrespondiente a 2003). Así, los resultados del cuadro se refieren a quienes de 

manera directa e independiente los señalaron como responsables del in-

cumplimiento de las leyes; en ese sentido, el porcentaje es considerable. 

Los jueces y magistrados son valorados de manera relativamente más favo-

rable, en un nivel similar al de los abogados.

Conocimiento de derechos y obligaciones

Hemos señalado que la cl comprende el conocimiento, por parte de la po-

blación, de las principales reglas jurídicas de convivencia social, traducidas 

en derechos y obligaciones. Las dos preguntas contenidas en el cuadro 2.12 

exploran esta cuestión de manera general.

Cuadro 2.12

Preguntas 12 y 13. Todos tenemos derechos y obligaciones. 
¿Qué tanto considera usted que conoce…?

porcentajes

Mucho Algo Poco Nada ns/nc

Sus derechos 11.2 49.8 28.7 9.3 1.0

Sus obligaciones 18.6 46.2 27.2 6.2 1.8

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-

unam, 2015,

El cuadro confirma un diagnóstico habitual en este tipo de ejercicios: la 

gente dice, en general, no tener conocimiento suficiente de sus derechos y 

obligaciones, en la medida en que también desconoce con precisión las le-
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yes vigentes que los establecen o reconocen. Sin embargo, se trata de una 

pregunta muy general. Una o varias preguntas específicas sobre derechos y 

obligaciones más particulares (por ejemplo, relacionados con el empleo) 

arrojaría sin duda un panorama más diferenciado y revelaría que las perso-

nas tienen una idea bastante más próxima de lo que las leyes les atribuyen 

en términos de derechos y obligaciones en el desempeño de roles sociales 

determinados. Es una realidad, no obstante, que la nuestra es una sociedad 

con niveles bajos de educación, lo que conlleva el desconocimiento gene-

ralizado de los derechos y obligaciones de las personas. Llama la atención, 

en todo caso, que los entrevistados manifiesten conocer mejor (“mucho”) 

sus obligaciones que sus derechos, cuando en los últimos años se ha pro-

movido más una “cultura de los derechos”, pero no de las obligaciones 

ciudadanas.

Métodos para modificar las decisiones de gobierno  

y justicia por propia mano

Las tres preguntas que se refieren a los métodos que las personas conside-

ran más, o menos, efectivos para cambiar las decisiones de gobierno que 

afectan o son dañinas para la persona entrevistada o para su comunidad se 

despliegan en el cuadro 2.13.

Las preguntas analizan las posibles reacciones de los individuos en los 

casos en que se afectan sus intereses personales o de grupo. Las reaccio-

nes, métodos o estrategias de respuesta no son iguales en ambos casos, 

aunque hay algunos que son coincidentes. Podemos distinguir primero 

entre métodos legales e ilegales. El apoyo individual a los métodos ile-

gales —como protestar bloqueando una calle o carretera, desobedecer 

a la autoridad o destrozar edificios públicos— es muy bajo, por razones 

que tienen que ver con la organización de la acción colectiva, al mismo 

tiempo que suma casi 30 por ciento el número de los que piensan que 

son los menos efectivos para la comunidad. Sin embargo, todos los días 

tenemos pruebas de que algunos grupos utilizan estos medios como los 

más efectivos, ante el temor de la autoridad de provocar males mayores 

si los reprime.
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Cuadro 2.13

Preguntas 14 y 15. Si el gobierno toma una decisión que considera 
injusta o dañina para usted (para su comunidad), ¿cuál de los siguientes 

métodos considera usted que es el más efectivo para cambiarla?
Pregunta 16. ¿Y cuál considera que sería el menos efectivo?

porcentajes

Para usted Para su comunidad

Más efectivo Menos efectivo

Hablar con las autoridades responsables 28.3 31.3 16.8

Demandar al gobierno 13.2

Acudir con un abogado   9.1

Acudir a una ONG   5.2

Hacer una protesta pública 13.0

Acudir a los medios de comunicación   7.4   4.4   3.4

Recurrir a un partido político   1.3   4.8 10.0

Acudir a un juez   3.8   2.4   2.6

Desobedecer a la autoridad   4.4   2.7   6.7

Juntar firmas y realizar una petición 18.9 11.1

Organizar una manifestación, marcha o 
plantón

10.7 11.9

Formar un grupo con los interesados 10.6   6.4

Protestar bloqueando una calle o carretera   3.1   5.6

Destrozar edificios de gobierno   1.3 15.6

Otra (esp)   0.5   0.9   0.6

No haría nada (esp)   5.0

Todos (esp)   1.8   1.6   2.3

ns/nc   7.0   7.3   7.0

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.

De los métodos que no son ilegales, puede resaltarse que es también 

una minoría la que piensa que acudir directamente a medios jurídicos no es 

algo tan efectivo: demandar al gobierno, acudir a un abogado o a un juez. 

Finalmente, la mayoría de los entrevistados se decanta por diversas posibi-

lidades de diálogo y presión hacia las autoridades, lo que conlleva numero-
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sas formas de organización y movilización, así como el recurso a terceros 

agentes con influencia social como las ong o los medios de comunicación. 

El recurso a los partidos políticos es considerado como apenas relevante 

para el caso de intereses colectivos, y una de cada diez personas encuesta-

das lo considera incluso el método menos efectivo. Llama la atención, sin 

embargo, que casi un tercio de los entrevistados considere, en ambos ca-

sos, que “hablar con las autoridades responsables” podría ser el método 

más efectivo para modificar decisiones inconvenientes, pero también que 

sea la vía de acción que más escepticismo concite entre aproximadamente 

uno de cada seis encuestados (16.8 por ciento). En todo caso, esta apertura 

al diálogo, antes que a la presión legal o ilegal, conlleva una disposición afín 

a una convivencia democrática y civilizada.

La siguiente pregunta explora el tema de la “justicia por propia mano”. 

El artículo 17 constitucional dispone: “Ninguna persona puede hacerse jus-

ticia por propia mano, ni ejercer violencia para reclamar su derecho”. La 

contraparte de esta prohibición es la obligación que el Estado asume de 

impartir justicia: “toda persona tiene derecho a que se le imparta justicia por 

tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos 

que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa 

e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibi-

das las costas judiciales”.

Sin embargo, ¿qué sucede cuando las autoridades públicas no cumplen 

esta obligación de investigar y sancionar los delitos, así como de impartir 

justicia? ¿Tienen los ciudadanos o no el derecho de asumir las facultades de 

la autoridad omisa? La respuesta, en tres momentos distintos, se aprecia en 

el cuadro 2.14.

Por supuesto, la prohibición contenida en el artículo 17 constitucional 

sigue siendo aplicable aún en el caso de que las autoridades no cumplan 

sus obligaciones con la justicia, porque en ese caso hay otras autoridades, 

inclusive a nivel internacional, que pueden intervenir para restaurarla. Sin 

embargo, una proporción importante de las personas, e inclusive una mayo-

ría absoluta (2015), piensa que los ciudadanos tienen, en alguna medida, el 

derecho de aplicar sus propios castigos. Cuando esto sucede, como en los 

llamados linchamientos, habitualmente no hay una investigación ni tampo-

co una defensa de los “acusados” que pudiera evitar una justicia de signo 
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opuesto, aunque igualmente reprobable, a la cometida por las autoridades 

por su inacción.18

Cuadro 2.14

Pregunta 17. Por lo que usted piensa, si un hombre mata a alguien,  
y las autoridades no hacen nada, 

los miembros de la comunidad, ¿tienen o no tienen el derecho  
de tomar en sus manos el castigo?

porcentajes

2015 2011 2003

Sí tienen el derecho 18.7 17.5 34.9

Tienen el derecho, en parte (esp) 38.8 24.5 13.2

No tienen el derecho 37.7 51.8 50.1

Otra (esp)   1.5   3.3   0.4

ns/nc   3.3   2.8   1.4

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015,   Encuesta Nacional de Cultura Constitucional: legalidad, legitimidad de las instituciones 
y rediseño del Estado, iij-unam-ife, 2011 y Encuesta Nacional sobre la Constitución, iij e iis-unam, 

2003.

Hecha esta primera observación general, la comparación de los datos 

entre los tres años resulta de gran interés. Como ya se dijo, no sólo no ha 

disminuido sino que aumentado el porcentaje de ciudadanos que aprueba, 

de algún modo, la justicia por propia mano, de 48.1 por ciento en 2003 a 

57.5 por ciento en 2015, pasando por una relativa disminución en 2011 (42 

por ciento). Al mismo tiempo, se reduce de manera significativa el porcen-

taje de quienes afirman categóricamente que los ciudadanos “sí tienen el 

derecho” de hacer justicia por propia mano, de 34.9 por ciento en 2003, a 

18.7 por ciento en 2015, al mismo tiempo que aumenta de manera notable el 

de quienes afirman (espontáneamente) ese derecho sólo “en parte”. Su 

aprobación pareciera depender entonces de la gravedad del caso —aquí lo 

es—, indicando la posibilidad de que en otros supuestos quizá no lo estarían.

En relación con esta pregunta conviene profundizar y explorar qué gru-

pos o estratos sociales están más dispuestos a afirmar el derecho a la justi-

18	 Sobre la problemática de los linchamientos puede verse Herrera Castro (2010) y Rodríguez Gui-
llén (2012).
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cia por propia mano: en 2003, son los jóvenes entre 15 y 19 años de edad 

(40.5 por ciento) y los mayores de 50 (46.1 por ciento) los que manifiestan la 

mayor disposición; desde el punto de vista educativo, las más dispuestas a 

la justicia por propia mano son las personas sin escolaridad (53.9 por ciento) 

y quienes tienen estudios universitarios completos o más (52.2 por ciento); 

en términos de ingresos, la mayor disposición se encuentra entre quienes 

obtienen entre siete y diez salarios mínimos (65.6 por ciento). Aunque estos 

resultados parecen contraintuitivos en alguna medida, no lo son realmente, 

pues cada uno puede tener una explicación racional: sin duda influye la edu-

cación, pero lo hace todavía más el nivel socioeconómico, principalmente 

de quienes gozan de una buena posición y se sienten más amenazados por 

la impunidad generalizada en el país. En 2015, por contraste, estas impor-

tantes diferencias se reducen entre los diferentes estratos, de manera que 

los porcentajes más elevados en algunos de ellos no son muy superiores al 

promedio nacional. Como ya se dijo, el cambio más importante se da en 

dirección a quienes afirman la justicia por mano propia “en parte”, y los 

porcentajes más elevados (entre 50 y 60 por ciento) se registran en los estra-

tos superiores de ingreso familiar (cinco o más salarios mínimos mensuales).

La cultura de la legalidad en el contexto 

latinoamericano

En el apartado anterior hemos explorado algunos rasgos de la cl mexicana 

a partir de varias encuestas nacionales levantadas en distintos momentos. 

Sin embargo, para situar dicho fenómeno en un contexto más amplio sería 

conveniente hacer comparaciones con otros países de la región que fueran 

similares al nuestro en desarrollo político y cultural. Afortunadamente, la 

encuesta nacional de cultura constitucional que se levantó en nuestro país 

en 2003 ha inspirado ejercicios equivalentes en otros países latinoamerica-

nos. Específicamente, en este apartado pretendemos hacer algunas compa-

raciones con preguntas similares a las examinadas anteriormente que se 

aplicaron en Argentina19 y Costa Rica20 hace algunos años. Por supuesto, en 

19	 Hernández, Zovatto y Mora Araujo (2005).
20	 Cordero et al. (2009).
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esta oportunidad no es posible hacer una comparación sistemática y com-

pleta de las encuestas realizadas en los tres países, sino solamente algunos 

comentarios ejemplificativos.

Lo primero que puede decirse es que las culturas jurídicas de Argentina 

y Costa Rica tienen bastantes elementos en común con la mexicana. Hay un 

aprecio teórico y general por la legalidad, pero los entrevistados perciben 

que en sus respectivas sociedades el nivel de cumplimiento de las leyes es 

bajo. Igual que en México, las personas tienden a atribuir dicho incumpli-

miento a los demás ciudadanos, así como a las autoridades públicas, pero 

ellas mismas se declaran dispuestas a infringir las leyes, o bien, manifiestan 

razones “oportunistas” en relación con el respeto a la legalidad. Para ilustrar 

lo anterior se presentan algunos cuadros comparativos que permiten sus-

tentar estas afirmaciones.

En primer lugar, podemos citar en el cuadro 2.15 los resultados de algu-

nas preguntas que confirman la percepción, tanto en Argentina como en 

Costa Rica, de que sus habitantes forman parte de sociedades donde el 

respeto por la legalidad es reducido.

Cuadro 2.15

Pensando en general, ¿diría usted que Argentina/Costa Rica es un país 
donde se respetan las leyes y la Constitución, o es un país que vive la 

mayor parte del tiempo al margen de la ley?
porcentajes

Argentina 2005 Costa Rica 2009

Argentina/Costa Rica es un país donde se respetan
las leyes y la Constitución

11.0 19.6

Argentina/Costa Rica es un país que vive la mayor 
parte del tiempo al margen de la ley

86.0 11.6

En Costa Rica se respetan algunas leyes y algunos 
artículos de la Constitución

68.6

ns/nc   4.0   0.2

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta de Cultura Constitucional en Argentina, 2005 y 
Cultura de la Constitución en Costa Rica, 2009.

Aunque la encuesta costarricense prevé una opción ausente en la en-

cuesta argentina, el resultado general es unívoco, en cuanto hay una per-

cepción generalizada de que el cumplimiento de las leyes y la Constitución 

es más bien la excepción que la situación normal. Dicha percepción la con-
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firma la siguiente pregunta en el cuadro 2.16, planteada en iguales términos 

en ambos países.

Cuadro 2.16

Dígame si está usted muy de acuerdo, de acuerdo, en desacuerdo  
o muy en desacuerdo con la siguiente frase: 

“Los argentinos/costarricenses respetan las leyes necesarias  
para una buena convivencia social”

porcentajes

Argentina2005 Costa Rica 2009

Muy de acuerdo   1.0   3.5

De acuerdo 13.0 35.0

En desacuerdo 72.0 53.0

Muy en desacuerdo 14.0   7.9

ns/nc   1.0   0.7

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta de Cultura Constitucional en Argentina, 2005 y 
Cultura de la Constitución en Costa Rica, 2009.

Si bien en ambos países hay una mayoría clara “en desacuerdo”, existe 

una diferencia significativa en la percepción del cumplimiento de la ley, con 

casi 40 por ciento de costarricenses que piensan que en su país los habitan-

tes respetan las leyes necesarias para una buena convivencia social. Esta 

respuesta no es necesariamente compatible con la del cuadro anterior, pero 

en todo caso nos revela que puede haber diferencias importantes entre los 

países de la región.

Las respuestas incorporadas en el cuadro 2.17 ya no se refieren, de ma-

nera general, a la percepción de cumplimiento de la ley en la sociedad de 

que se trata, sino que explora las opiniones y actitudes personales de los 

encuestados en relación con el mismo tema.

Las respuestas de las encuestas argentina y costarricense son similares y 

muestran, como ya hemos señalado, que los ciudadanos están dispuestos a 

desobedecer las leyes cuando piensan que tienen la razón, con un porcen-

taje (sorprendente) de casi 60 en Costa Rica. Sin embargo, la principal dife-

rencia con la encuesta mexicana de 2015 es la opción espontánea 

“depende”, cuyo porcentaje de respuesta llega apenas a 14 por ciento en 

Argentina (precisamente en relación con la desobediencia a la ley) y que no 

se presenta en los resultados de la encuesta costarricense.
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Cuadro 2.17

Cuando usted piensa que tiene la razón,  
¿está o no está dispuesto a ir en contra de …?

porcentajes

Sí está 
dispuesto

No está 
dispuesto

Depende 
(esp)

Otra
(esp)

ns/nc

Lo que piensen sus padres
Argentina 2005
Costa Rica 2009
México 2015

69.0
68.6
30.4

18.0
28.5
37.2

  9.0

28.0 1.0

  4.0
  2.9

3.4

Su cónyuge o pareja
Argentina 2005
Costa Rica 2009
México 2015

72.0
70.3
36.1

16.0
25.0
30.0

  9.0

27.1 0.9

  4.0
  4.7
  5.9

Lo que dicta la Iglesia o religión con 
la cual se identifica
Argentina 2005
Costa Rica 2009
México 2015

64.0
65.3
33.9

26.0
31.9
34.6

  8.0

25.6 0.7

  3.0
  2.9
  5.2

Lo establecido por la ley
Argentina 2005
Costa Rica 2009
México 2015

38.0
58.0
34.3

46.0
40.3
28.0

14.0

32.2 1.4

  3.0
  1.6
  4.1

Sus amigos o compañeros
Argentina 2005
Costa Rica 2009

76.0
73.3

12.0
24.4

10.0   2.0
  2.3

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta de Cultura Constitucional en Argentina, 2005, 
Cultura de la Constitución en Costa Rica, 2009, y Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos 
por sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.

El cuadro 2.18 explora las razones que la gente ofrece para cumplir con 

la ley en los tres países.

Los porcentajes de respuesta en los tres países son bastante aproxima-

dos, si bien hay una diferencia importante en el número de quienes conside-

ran el cumplimiento de la ley un “deber moral”, que es de 44 por ciento en 

Argentina, de 38 por ciento en Costa Rica, y de algo más de 23 por ciento 

en México, diferencia que tiene impacto, sobre todo, en el grupo que he-

mos llamado “maximizador” u “oportunista”; curiosamente, en México es 

más amplio el grupo “utilitarista” o “pragmático”, es decir, de quienes ven 

en el cumplimiento de la ley un arreglo recíproco y ventajoso de la vida en 

sociedad. 
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Cuadro 2.18

Dígame usted, ¿por qué obedece las leyes?
porcentajes

Argentina 
2005

Costa Rica
2009

México
2015

Porque cumplir la ley nos beneficia a todos 37.0 34.7 39.7

Para no ser criticado por los demás   1.0   3.9 13.5

Porque es un deber moral 44.0 38.0 23.2

Para evitar daños a mi familia y amistades   9.0   8.9   8.6

Para evitar castigos   8.0 13.5 10.2

Otra (esp)   0.8   1.2

ns/nc   2.0   0.2   3.6

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta de Cultura Constitucional en Argentina, 2005, 
Cultura de la Constitución en Costa Rica, 2009 y Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos 
por sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.
Nota: hay leves diferencias en la formulación de las preguntas y en las opciones de respuesta, pero 
se consideran como comparables.

El cuadro 2.19 examina qué tan amplio es el grupo “maximizador” u 

“oportunista” en la hipótesis de que el entrevistado cometiera un acto ilegal.

Cuadro 2.19

¿Qué tan de acuerdo o en desacuerdo está usted con la frase:  
“Violar la ley no es tan malo, lo malo es que te descubran”?

porcentajes

Argentina 2005 Costa Rica 2009 México 2003

Muy de acuerdo   2.0   7.1   5.5

De acuerdo 10.0 29.0 21.0

En desacuerdo 60.0 52.8 47.4

Muy en desacuerdo 26.0 10.9 20.0

Otro (esp)   2.3

ns/nc   2.0   0.3   3.8

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta de Cultura Constitucional en Argentina, 2005, 
Cultura de la Constitución en Costa Rica, 2009 y Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos 
por sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.
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El cuadro 2.19 muestra que en Argentina el grupo de los “maximizado-

res” u “oportunistas” es el más reducido, pues apenas suman 12 por ciento 

los entrevistados que están “muy de acuerdo” y “de acuerdo” con la frase 

propuesta; el mismo grupo supera 36 por ciento en Costa Rica, mientras 

que en México es de 26.5 por ciento en 2015. 

El cuadro 2.20 plantea el proverbial dilema de los sistemas de justicia y 

sus consecuencias sociales: encarcelar al inocente o dejar en libertad al 

culpable.

Nuevamente, las cifras de las respuestas en los tres países son simila-

res: en todos es mayoritario el grupo de quienes piensan que es más dañi-

no para la sociedad “dejar en libertad a un culpable” que “encarcelar a un 

inocente”. En México este grupo es un poco más reducido por el porcen-

taje relativamente elevado de quienes no se comprometen en la respues-

ta, esto es, se inclinan espontáneamente por las opciones “depende” u 

“otra”.

Cuadro 2.20

Teniendo en cuenta que todos los sistemas de justicia cometen errores,  
¿qué es peor para la sociedad…?

porcentajes

Argentina 2005 Costa Rica 2009 México 2015

Encarcelar a un inocente 42.0 41.2 34.5

Dejar libre a un culpable 48.0 51.4 45.9

Depende (esp)   6.0 14.0

Otra (esp)   2.4

ns/nc   4.0   7.5   3.2

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta de Cultura Constitucional en Argentina, 2005. 
Cultura de la Constitución en Costa Rica, 2009 y Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos 
por sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015
Nota: Hay leves diferencias en la formulación de las preguntas y en las opciones de respuesta, pero 
se consideran como comparables.

Por último, también en Costa Rica se planteó una pregunta sobre el gra-

do de aprobación a la “justicia por propia mano”, cuyos resultados se mues-

tran en el cuadro 2.21.
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Cuadro 2.21

Supongamos que en una comunidad los delincuentes cometen muchos 
crímenes contra las personas y las autoridades no castigan a los 
culpables, ¿cree usted que la gente tiene el derecho o no tiene el 

derecho de hacer justicia por su propia mano?
porcentajes

Costa Rica
2009

Sí tiene 47.2

No tiene 44.9

Depende   7.4

ns/nc   0.5

Fuente: elaboración propia con datos de Cultura de la Constitución en Costa Rica, 2009.

En Costa Rica, y de acuerdo con el planteamiento de la pregunta (distin-

to al de la encuesta mexicana), está dividida la opinión de quienes están a 

favor o en contra de la justicia por propia mano, siendo un poco mayor el 

porcentaje de los primeros. Así, pues, no encontramos aquí tampoco una 

afirmación rigurosa de la legalidad con independencia de las circunstancias 

que parecieran justificar su violación. Para la población son las circunstan-

cias —en este caso la inacción de las autoridades públicas— las que, con 

mucho, determinan el curso correcto del comportamiento social. 

Perspectivas

Del análisis de los apartados anteriores podemos derivar algunas conclusio-

nes preliminares sobre la cl en México que podrían ser de utilidad para 

entender, de mejor manera y con mayor profundidad, el tema central de la 

encuesta que comentamos: el funcionamiento del aparato de la justicia.

Si bien los mexicanos parecen tener una percepción positiva de la lega-

lidad como un instrumento conveniente y hasta indispensable para la convi-

vencia en sociedad, así como para la solución de los principales problemas 

que la aquejan, al explorar sus actitudes específicas se revela que la adhe-

sión a los valores del derecho y la justicia está lejos de ser unánime y unifor-

me. A grandes rasgos, la población puede dividirse en tres grandes grupos: 

uno que manifiesta apego a la legalidad como un arreglo útil, pero recípro-

co, entre los miembros de la sociedad (“utilitaristas” o “pragmáticos”); otro 
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que parece haber internalizado la legalidad como un valor de alcance moral 

(“kantianos”), y uno más que sujeta el cumplimiento de la ley a un cálculo 

racional de daños y beneficios (“maximizadores” u “oportunistas”). Si bien 

no hay indicios contundentes de un desplazamiento en el tamaño relativo de 

estos grupos, varias de las preguntas examinadas sugieren un aumento claro 

en el grupo de personas que evalúan las hipótesis que se les plantean de 

manera situacional, al dar espontáneamente respuestas como “depende”, 

“ni de acuerdo, ni en desacuerdo” u otras semejantes. Para nosotros, esta 

actitud maximizadora y oportunista ante la ley no constituye motivo de es-

cándalo, sino acaso de preocupación, porque es la actitud racional del ser 

humano moderno, según lo plantea la ciencia económica, y que puede 

ser moldeada por los incentivos concretos (positivos y negativos) que se 

ofrezcan a los ciudadanos en las situaciones en las que el cumplimiento o no 

de la ley es una opción de conducta relevante.

También llama la atención, y ello es sin duda también preocupante, el 

considerable porcentaje de entrevistados que, en diversas hipótesis, están 

de acuerdo o dan su aprobación a la acción ilegal, ya sea de las autoridades 

o de los mismos particulares, cuando ello parece justificarse por razones como 

una mayor “eficacia” en la prevención o el castigo a la delincuencia, o co-

mo la inacción grave de las autoridades públicas ante toda clase de violacio-

nes a la ley (“justicia por propia mano”). 

De todo lo anterior puede desprenderse que la débil cl prevaleciente en 

México podría transformarse significativamente si, por un lado, se elevara la 

eficacia de las autoridades, alterando los incentivos institucionales que las 

personas encuentran actualmente para incumplir las leyes, al mismo tiempo 

que, por el otro, el sistema educativo, los medios de comunicación y las 

propias instituciones de la justicia mejoraran la percepción pública de su 

vinculación con los valores y las prácticas del Estado de derecho.
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Capítulo 3

Percepciones sobre el sistema 
de justicia

Observaciones preliminares

Los mexicanos somos personas que valoramos la justicia. Los esfuerzos de 

muchas generaciones nos muestran que, pese a no ser algo fácil de conse-

guir, se mantiene como uno de los grandes ideales a los que aspiramos 

como sociedad. No obstante que la justicia es parte importante de nuestra 

configuración ética y moral, en general nuestra percepción sobre la procu-

ración y administración de la justicia en México es que se trata de institucio-

nes deficientes que reflejan y reproducen las grandes desigualdades que 

prevalecen entre sus habitantes. Este capítulo explora diversos aspectos del 

sistema de justicia en nuestro país: cuál es la problemática de su funciona-

miento; cuáles son los costos y obstáculos del acceso a la justicia; qué cono-

cimiento tienen los ciudadanos del juicio de amparo y otros medios de 

protección contra el abuso de autoridad; cuál es la relación entre el proceso 

judicial y los medios alternativos de resolución de conflictos; cuáles son las 

expectativas de la población respecto de los llamados “juicios orales”, y 

cuál es el nivel de respeto y confianza que tiene la gente por los operadores 

del sistema de justicia.
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Problemas del funcionamiento de la justicia en México

La primera pregunta que analizamos se refiere a las percepciones que tie-

nen las personas sobre el funcionamiento de la justicia en nuestro país. 

Como hemos señalado en repetidas ocasiones, en general son pocos quie-

nes han tenido algún contacto con el aparato de la justicia, pero eso no 

impide que, a través de la experiencia de personas cercanas que sí lo hayan 

tenido o de otras fuentes de información, todos tengan alguna percepción 

sobre los problemas que afectan a dicho sistema.

El cuadro 3.1 ofrece datos relativos a la percepción que tienen las perso-

nas entrevistadas sobre si la justicia funciona bien o mal.

Cuadro 3.1

Pregunta 22. Por lo que usted ha visto, ¿usted diría que la justicia  
en México funciona bien o funciona mal?

porcentajes

2015 2011

Funciona bien   5.8   8.7

Funciona bien, en parte (esp) 30.3 35.6

Funciona mal, en parte (esp) 26.4 23.4

Funciona mal 31.6 24.6

Ni bien, ni mal (esp)   4.2   4.4

ns/nc   1.7   3.6

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015 y Encuesta Nacional de Cultura Constitucional: legalidad, legitimidad de las instituciones 
y rediseño del Estado, iij-unam-ife, 2011.

Los datos que ofrece el cuadro son unívocos: más de la mitad de los mexi-

canos (58 por ciento) considera que la justicia funciona mal o parcialmente 

mal, mientras que apenas poco más de un tercio (36.1 por ciento) piensa que 

funciona bien o parcialmente bien. Solamente 4.2 por ciento de los entrevis-

tados mantuvo una posición indefinida, al no calificarla de “ni bien, ni mal”.

La respuesta a esta pregunta depende de las experiencias o las percep-

ciones de los entrevistados. ¿Cuáles son esas percepciones o experiencias 
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cotidianas que tienen los mexicanos por las que casi 6 de cada 10 conside-

ran que la justicia funciona mal? Hemos dicho en otra parte que la justicia 

conforma un sistema complejo, así que la valoración que hagan de este 

sistema los ciudadanos dependerá de las percepciones y experiencias que 

tengan no sólo en relación con jueces y magistrados (que se examinan en el 

próximo capítulo), sino con los auxiliares del sistema de justicia (las percep-

ciones sobre algunos de ellos también se examinan en un capítulo poste-

rior): el personal de los juzgados y tribunales, la policía, los agentes del 

Ministerio Público, los defensores públicos y los abogados en general. De 

hecho, es mucho más probable que tengan contacto con estos agentes au-

xiliares que con los juzgadores, de modo que la atención que reciban a sus 

problemas cotidianos por parte de aquéllos puede ser determinante para su 

valoración del sistema en su conjunto.

La comparación de estos datos con los de la Encuesta Nacional de Cul-

tura Constitucional de 2011 muestra que ha disminuido en 8.2 por ciento el 

grupo de mexicanos que considera que la justicia funciona bien o bien en 

parte, mientras que, en sentido contrario, se ha incrementado en 10.4 por 

ciento el de quienes piensan que funciona mal en alguna medida. El perio-

do de tiempo que separa ambas encuestas es relativamente breve para jus-

tificar un cambio significativo, pero lo cierto es que en estos años no ha 

habido elementos que hagan pensar a la población que el desempeño del 

sistema de justicia ha mejorado y sí que la situación de ilegalidad e impuni-

dad ha seguido avanzando, lo que podría ayudar a explicar el deterioro en 

la opinión registrada.

La pregunta que figura en el cuadro 3.2 entra ya en la identificación de 

los problemas particulares que afectan a la impartición de justicia, es decir, 

al funcionamiento de juzgados y tribunales.

En esta pregunta se le pidió a los ciudadanos que mencionaran libre-

mente los tres problemas más relevantes que impiden una adecuada impar-

tición de justicia en el país. El 70.3 por ciento considera que la corrupción es, 

con mucho, el principal de esos problemas. A la mención expresa de la co-

rrupción podemos agregar otras prácticas y conductas que cabrían dentro 

de una definición amplia del mismo concepto, como el “tráfico de influen-

cias” (16.5 por ciento), que es un delito tipificado por los códigos penales 

del país y que consiste en que los servidores públicos utilicen el poder o la 
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influencia asociados a su cargo para obtener ventajas o beneficios para sí y 

sus allegados, así como también el “nepotismo” (10.9 por ciento). La co-

rrupción supera en 27.4 por ciento al problema mencionado en segundo 

lugar por 42.9 por ciento de los encuestados: la injusticia. Por “injusticia” 

debemos entender aquí la actitud o el trato que reciben los justiciables y 

que se consideran contrarios al concepto de la “justicia” que hemos exami-

nado en la introducción, y no a la función que denominamos convencional-

mente como “impartición de justicia”.1 Refuerza esta afirmación el tercer 

problema más mencionado, que es la “desigualdad”, pues en esa misma 

oportunidad vimos que para un grupo importante de mexicanos la justicia se 

identifica con la igualdad y la imparcialidad en la aplicación de la ley. Cuando 

el trato desigual no está justificado de ningún modo (pues en ocasiones pue-

de estarlo) por referirse a condiciones socioeconómicas, de género, raciales, 

etcétera, hablamos de discriminación, la cual está prohibida de manera ex-

presa en el artículo 10. de la Constitución. Más adelante veremos que para 

una porción importante de los entrevistados, los órganos de la justicia no 

respetan suficientemente la imparcialidad y la igualdad en este sentido.

Enseguida vienen, aunque con menciones mucho menos frecuentes, al-

gunos de los problemas que tradicionalmente se asocian con la justicia, 

como la dilación en los procesos (17.5 por ciento), que es un problema his-

tórico de la impartición de justicia en México y en otros países2 y que ha 

motivado numerosas reformas, como la reciente que introduce la oralidad 

1	 La “impartición de justicia” por los tribunales puede ser más efectiva en la reparación de la “in-
justicia” que en el otorgamiento de resoluciones “justas” en sentido filosófico. Como bien argu-
menta Amartya Sen, más que enfrascarse en discusiones filosóficas interminables sobre lo que 
son la justicia y lo justo, la teoría de la justicia podría concentrarse en identificar y reparar las in-
justicias evidentes, y esa podría ser una tarea central para el “sistema de justicia”. Véase Sen 
(2009).

2	  Como prueba de que la tardanza de los juicios es una medida relativa, condicionada por la cul-
tura jurídica del país que se trate, véase Nelken (2010). Italia es un país conocido por la extrema 
dilación de los procesos, al punto de que la mayoría de las condenas que recibe por el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos se deben a esta causa. De acuerdo con un informe del Ministerio 
de Justicia, en 1999, por ejemplo, la duración de un juicio civil ordinario en dos instancias oscila-
ba entre seis y trece años; en 2003 se calculaba que la primera audiencia de un juicio requería 
entre cuatro y ocho años para llevarse a cabo. Nelken muestra cómo una cultura jurídica basada 
en la desconfianza contribuye a esta dilación a través de la multiplicación de recursos y oportuni-
dades de defensa, aunque también influyen los intereses de actores poderosos, a quienes con-
viene que la justicia no resuelva con rapidez.
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en los juicios penales, pero también en otras materias, como la mercantil. 

Las deficiencias de las leyes son otro problema ancestral que podría solucio-

narse a través de su adecuada interpretación por los juzgadores (lo que a, su 

vez, exige mejores niveles de preparación de los servidores públicos judicia-

les) y no necesariamente por la vía legislativa. El desconocimiento de las 

leyes (8.3 por ciento) es un problema que afecta más bien a los justiciables y 

que condiciona sus oportunidades de acudir a la justicia. Otros problemas 

con menor presencia son la diversidad de intereses en juego (10.2 por cien-

to), la “falta de valores” (9.1 por ciento), la “falta de recursos” (se entiende 

que financieros y materiales) de la administración de justicia (9.1 por ciento), 

la “mala administración” (5.6 por ciento) e incluso el error judicial (“se equi-

voca”: 4.7 por ciento).

Cuadro 3.2

Pregunta 23. ¿Cuáles diría que son los tres principales problemas 
de la impartición de justicia en México?

porcentajes

Corrupción 70.3

Injusticia 42.9

Hay desigualdad 29.5

Procesos tardados 17.5

Tráfico de influencias 16.5

Leyes deficientes 15.8

Nepotismo 10.9

Hay muchos intereses 10.2

Falta de valores   9.1

Falta de recursos   9.1

Desconocimiento de las leyes   8.3

Mala administración   5.6

Se equivoca   4.7

Otro (esp)   0.3

Ninguno (esp)   0.5

ns/nc   1.9

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.

Nota: Los porcentajes no suman cien, porque hay respuestas múltiples.
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En resumen, los mexicanos consideran que los principales problemas de 

una adecuada impartición de justicia son la corrupción, la injusticia, la des-

igualdad y la impunidad.

La pregunta 31, contenida en el cuadro 3.3, sigue explorando el tema 

crucial de la igualdad de trato en el sistema de justicia.

Cuadro 3.3

Pregunta 31. ¿Qué tan de acuerdo o en desacuerdo está usted con la 
siguiente frase: “En México la justicia es pareja para todos”?

porcentajes

Muy de acuerdo   5.3

De acuerdo 16.9

Ni de acuerdo, ni en desacuerdo (esp) 28.7

En desacuerdo 23.3

Muy en desacuerdo 13.2

ns/nc   2.6

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia. Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam 2015.

El cuadro muestra con claridad que solamente 22.2 por ciento de las 

personas entrevistadas —apenas una de cada cinco— piensa que la justicia 

en México respeta el principio de igualdad en mayor o menor grado, mien-

tras que casi el doble (36.6 por ciento) se inclina por la idea contraria. Llama 

la atención que casi un tercio —28.7 por ciento—  no se compromete con 

ninguna de ambas percepciones, quizá por no tener a la mano alguna expe-

riencia en un sentido o en el otro, o quizá, también, porque dichas experien-

cias son contradictorias.

La pregunta 33, incluida en el cuadro 3.4, ofrece una variante sobre el 

mismo tema de la igualdad en el trato que ofrece el sistema de justicia.

De acuerdo con los datos del cuadro, son siete de cada 10 mexicanos 

(71.4 por ciento) quienes consideran que solamente con dinero y relaciones 

se puede ganar un juicio, y apenas uno de cada seis (15.9 por ciento) res-

pondió que todas las personas reciben igual trato. 

El elevado nivel de desconfianza de las personas en relación con la im-

parcialidad de las instituciones judiciales no debe sorprendernos si recorda-

mos que la misma proporción de entrevistados piensa que el principal 
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problema que afecta a dichas instituciones es la corrupción (véase el cuadro 

3.2). Aunque la pregunta no implica necesariamente que el dinero y las rela-

ciones se empleen de manera ilegal para ganar un juicio, sino que solamen-

te pesan más en la balanza de la justicia a la hora de resolver un conflicto, 

para la mayoría de los mexicanos son las prácticas corruptas las que permi-

ten ganar los pleitos ante las instancias judiciales. 

Cuadro 3.4

Pregunta 33. ¿Piensa usted que las personas reciben el mismo trato  
en los juzgados y tribunales, o piensa usted que solamente con dinero 

y relaciones se puede ganar un juicio?
porcentajes

Solamente con dinero y relaciones se puede ganar un juicio 71.4

Todas las personas reciben igual trato 15.9

Otra (esp)   5.9

ns/nc   6.9

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam 2015.

Esta misma pregunta la planteó Volkmar Gessner en 1970, a través de una 

encuesta aplicada a una muestra representativa de 500 personas, con resul-

tados muy similares: 78 por ciento contestó que “solamente con dinero y 

relaciones se puede ganar un juicio”, apenas 15 por ciento indicó que “todas 

las personas reciben igual trato”, mientras que 7 por ciento dijo que no co-

nocía los juzgados o no respondió. Previsiblemente, la desconfianza era ma-

yor entre los estratos socioeconómicos bajos que entre los altos y los 

medios.3 En la enj 2015, son diversos los estratos que más se inclinan a 

pensar que el dinero y las relaciones gobiernan la balanza de la justicia: las 

personas de edad mediana (45 a 54 años: 77.5 por ciento), las personas sin 

escolaridad (77.6 por ciento), pero también las que cuentan con estudios 

universitarios o de posgrado (76.2 por ciento). En cuanto a los niveles de 

ingreso, las respuestas más frecuentes en este sentido se dan entre quienes 

manifiestan ingresos individuales de dos y más salarios mínimos (90 por 

ciento), o ingresos familiares de menos de un salario mínimo (82.3 por cien-

3	 Gessner (1984, p. 92).
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to) y de dos a tres salarios mínimos (78 por ciento). La región que más des-

confía de la igualdad de trato en la justicia es la metropolitana, con 83.6 por 

ciento de las respuestas. Estas últimas provienen de quienes con más pro-

babilidad han tenido algún contacto con el sistema de justicia.

En relación con este tema podemos agregar que, con independencia de 

cuáles factores hayan influido en las percepciones de las personas, la inves-

tigación sociojurídica en otros países ha determinado que quienes cuentan 

con dinero y relaciones tienen mayores probabilidades de ganar un juicio. 

En 1974, Marc Galanter publicó un ensayo clásico con el título “Why the 

‘Haves’ Come Out Ahead…”, lo que traducido libremente significaría “Por 

qué ganan los ‘ricos’…”.4 Se trataba de explicar por qué, de acuerdo con los 

estudios de la época, era más probable que los litigantes de estratos so-

cioeconómicos elevados ganaran los juicios. Galanter señaló que no eran 

meramente quienes tenían más recursos económicos los que contaban con 

esta ventaja, sino los usuarios recurrentes del sistema (repeat players), típi-

camente las empresas que litigan con frecuencia, como los bancos o los 

comercios, frente a las personas que son parte, solamente de manera oca-

sional como demandantes o demandados, en un juicio (one-shot players). 

Así, pues, las relaciones y el dinero sí ofrecen ventajas en el acceso a la justi-

cia y no por razones necesariamente corruptas, pero por ello mismo se hace 

necesario introducir medidas de compensación (“acceso a la justicia”) para 

igualar, en lo posible, las oportunidades de los “jugadores de un solo tiro”.

Una explicación alternativa y más general, que no está reñida con la que 

ofrece Galanter, deriva de los modelos económicos. De acuerdo con el más 

famoso de ellos, elaborado por George L. Priest y Benjamin Klein en 1984, 

los conflictos justiciables no tienen igual probabilidad de ir a juicio, sino 

solamente aquellos en que las expectativas de las partes difieren de manera 

significativa sobre sus posibilidades de éxito; los demás conflictos —los ca-

sos extremadamente fuertes o extremadamente débiles— tenderán a arre-

glarse de manera extrajudicial. Suponiendo que no haya asimetría de 

información entre las partes ni un interés respecto de juicios futuros, Priest y 

Klein demuestran que, bajo esos supuestos, la tasa de juicios ganados por 

los demandantes tiende a 50 por ciento, con independencia de lo que dis-

4	 Galanter (1974).
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pongan las leyes. La hipótesis de Galanter es que justamente sí existe esa 

asimetría: los “haves” tienden a demandar primero y a ganar los juicios, 

porque saben de antemano que sus oportunidades de éxito son mayores a 

causa de la información y las experiencias previas que han adquirido con el 

sistema de justicia, y también porque casi siempre —piénsese en los aboga-

dos o en los litigantes institucionales, como los bancos— el interés en el 

resultado de un asunto particular se proyecta hacia los casos futuros, lo que 

altera las estrategias y las inversiones del caso presente. Aunque la “hipóte-

sis del 50 por ciento” de Priest y Klein resulta evidente y lógica en sus térmi-

nos desató un animado debate y la realización de estudios que trataban de 

encontrar evidencia empírica en pro y en contra de ella.5

Costos y obstáculos del acceso a la justicia

El siguiente conjunto de preguntas explora las percepciones y opiniones de 

los mexicanos en relación con lo que, de manera general, denominaríamos 

el “acceso a la justicia”: cuáles son los obstáculos que enfrenta dicho acce-

so, qué ventajas e inconvenientes representa el recurso a los tribunales, con 

qué medios de defensa judiciales cuentan los ciudadanos para defenderse 

del abuso de las autoridades, etcétera.

La primera pregunta da por supuesto que un juicio es costoso de alguna 

manera, principalmente por la necesidad de contar con los servicios profe-

sionales de un abogado. ¿Saben las personas cuáles son las opciones con 

las que cuentan para sobrellevar dichos costos? El cuadro 3.5 explora tales 

opciones.

Una tercera parte de las personas encuestadas (32.3 por ciento) sabe 

o supone que existen oficinas y dependencias de gobierno que ofrecen 

apoyo para una representación o defensa gratuitas ante los tribunales; 

uno de cada cinco (20.5 por ciento) pediría dinero prestado para pagar 

un abogado y otro tanto (19.7 por ciento) evitaría los gastos tratando de 

defenderse por sí mismo; 13.4 por ciento acudiría directamente al juzga-

5	 Véase Priest y Klein (1984). En Fix-Fierro (2006, pp. 72 y 73) se hace la reseña de algunos de los 
estudios secundarios que tratan de confirmar o desmentir la hipótesis de Priest y Klein. También 
el estudio de Galanter (1974) desató una animado debate en años subsecuentes.
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dor para manifestarle su carencia de recursos, y 8.7 por ciento recurriría 

a otros medios —como la venta de un bien o el trabajo de horas extras— 

para allegarse de los recursos que permitieran pagar al abogado. Si rea-

grupáramos las respuestas, diríamos que un tercio de los encuestados 

buscaría la asesoría gratuita de alguna oficina pública; otro tercio confia-

ría más en generar los recursos suficientes para pagar a un abogado par-

ticular, por considerar quizá que ello elevaría sus probabilidades de 

éxito, mientras que el tercio restante sencillamente carece de informa-

ción suficiente porque las opciones que prefiere no tendrían ningún 

efecto positivo para la resolución del problema.

Cuadro 3.5

Pregunta 28. Si tuviera que defenderse legalmente y no contara con 
dinero para pagar un abogado, ¿usted…?

porcentajes

Buscaría una oficina que lo defendiera gratuitamente 32.3

Pediría dinero prestado para pagar al abogado 20.5

Se defendería usted mismo 19.7

Acudiría directamente al juez diciéndole que no tiene dinero 13.4

Vendería algún bien para pagar al abogado   6.3

Trabajaría horas extras   2.4

Otra (esp)   0.1

ns/nc   5.3

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam 2015.

La defensa es un derecho humano, de acuerdo con el artículo 8º. de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos,6 lo mismo que conforme 

al artículo 17 de nuestra Constitución. El último párrafo de esta disposición 

6	 El artículo 8º. de esta convención, conocida también como Pacto de San José (Diario Oficial de la 
Federación de 7 de mayo de 1981), incluye dos incisos en los que se hace referencia a la defensa: 
en el inciso d), se establece que “el inculpado tiene derecho de defenderse personalmente o de 
ser asistido por un defensor”; y el inciso e), en que se consagra su derecho irrenunciable de ser 
“asistido por un defensor proporcionado por el Estado” (subrayados nuestros).
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constitucional ordena a la Federación, a las entidades federativas y al Distri-

to Federal, garantizar un servicio de defensoría pública de calidad, el cual 

no está limitado a la materia penal. En esta última materia, la fracción vii del 

apartado b del artículo 20 constitucional señala como derecho de toda per-

sona imputada el de una “defensa adecuada por abogado”, es decir, que ya 

no es procedente, como antes, la defensa por sí mismo o por una persona 

de la confianza del acusado. En el caso de falta de representación del impu-

tado, el juez o el Ministerio Público tendrán que nombrar a un defensor7 

para que aquél no quede en estado de indefensión8 y se garantice el dere-

cho al acceso a la justicia.

El Estado mexicano ha establecido un conjunto muy nutrido de institu-

ciones y dependencias que ofrecen el servicio de asesoría y representación 

jurídicas gratuitas en diversas materias.9 Las principales de estas institucio-

nes son las llamadas “defensorías de oficio” o “defensorías públicas”, las 

cuales tienen a su cargo, principalmente, la defensa de las personas acusa-

das de algún delito que no cuentan con recursos para pagar a un abogado 

particular, pero también ofrecen servicios de asesoría jurídica en otras mate-

rias (como la familiar) a quienes los solicitan. El problema es que, salvo la 

defensa y la asesoría jurídica en materias federales que presta el Instituto 

Federal de Defensoría Pública, que es un órgano auxiliar del Consejo de la 

Judicatura Federal, las defensorías de las entidades federativas cuentan con 

recursos humanos y materiales totalmente insuficientes, y por eso prestan 

sus servicios en condiciones deficientes y precarias.10 De acuerdo con los 

datos con los que contamos, en el país laboran actualmente unos 3 600 de-

fensores de oficio o defensores públicos en las entidades federativas, a los 

que se agregan aproximadamente 800 defensores públicos federales. Este 

cuerpo de defensores atiende entre 70 y 80 por ciento de todos los asuntos 

7	 Los artículos 17 y 122 del Código Nacional de Procedimientos Penales disponen que el defensor 
será elegido por el imputado o designado por la autoridad correspondiente. 

8	 El artículo 18 del Código Nacional de Procedimientos Penales señala que puede existir un nombra-
miento posterior de un nuevo defensor, siempre que este último acepte el cargo conferido ante 
el Ministerio Público o el órgano jurisdiccional competente, prevaleciendo siempre la defensa 
por el defensor público cuando se presuma que el imputado se encuentra en estado de indefensión.  

9	 Véase el anexo.
10	 Sobre las instituciones de la defensa pública en las entidades, véase Suárez Ávila y Fix-Fierro 

(2015).
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penales del país. Para tener una idea de ese universo podemos consignar 

que, según datos de inegi, en 2012 se registraron 163 000 procesados ante 

los juzgados de primera instancia del fuero común, y 39 000 en los juzgados 

de distrito del fuero federal. Ello significa que los defensores públicos de-

ben atender, como mínimo, 50 procesos en un año, cada uno de los cuales 

se compone de un número significativo de actuaciones que le confieren una 

elevada complejidad.11

La pregunta 29, incluida en el cuadro 3.6, examina el grado de informa-

ción y conocimiento de la población respecto de la gratuidad de la imparti-

ción de justicia.

Cuadro 3.6

Pregunta 29. Por lo que usted sabe, de acuerdo con nuestra 
Constitución, ¿la justicia impartida por los jueces y magistrados…?

porcentajes

Es un servicio gratuito 33.7

Es un servicio gratuito en materia penal, pero no en las demás materias 30.8

Es un servicio por el que hay que pagar 15.4

Requiere pagar unos servicios y otros no   7.2

ns/nc 12.9

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam 2015.

De acuerdo con los datos del cuadro 3.6, solamente un tercio de los en-

cuestados (33.7 por ciento) tiene la idea, precisa y correcta, de que el servi-

cio de impartición de justicia que prestan los tribunales es gratuito, porque 

están prohibidas constitucionalmente las llamadas costas judiciales, es de-

cir, el dinero que se tendría que pagar por ese servicio. Conforme al segun-

do párrafo del artículo 17 constitucional: “Toda persona tiene derecho a que 

se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla 

en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de 

manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, 

en consecuencia, prohibidas las costas judiciales”.

11	 Suárez Ávila y Fix-Fierro (2015).
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Así, pues, estrictamente hablando, las personas que optaron por las 

otras respuestas, o que no contestaron (12.9 por ciento), no cuentan con 

información suficiente sobre la garantía constitucional que comentamos, si 

bien un tercio sabe que en la materia penal, al menos, no hay costas judicia-

les y que el Estado ofrece el servicio gratuito de defensoría. Sin embargo, lo 

único gratuito, en todas las materias, son las actuaciones que realiza el órga-

no jurisdiccional, como lo es el trámite de los expedientes, las notificaciones 

y la expedición de las resoluciones.12

Para tener acceso a los juzgados y tribunales, sin embargo, sí existen 

otros costos significativos para las partes, que se conocen como costas pro-

cesales. Van desde los gastos de transporte de las personas cuando hay 

necesidad de comparecer ante los tribunales, el costo de las pruebas que 

hay que aportar (por ejemplo, un peritaje) o el de las copias y la certificación 

de los documentos que se integran en el expediente, y por supuesto, tam-

bién los honorarios de los abogados cuando el servicio no es proporciona-

do por el Estado.13 Desde este punto de vista, los encuestados que señalaron, 

por ejemplo, que “es un servicio por el que hay que pagar” o que “requiere 

pagar unos servicios y otros no” no tienen realmente una percepción inco-

rrecta. Así, pues, la gratuidad de la justicia es parcial y las personas entrevis-

tadas lo saben claramente.

De acuerdo con Luis Pásara, en Latinoamérica son diversas las causas 

que obstaculizan el acceso a la justicia y éstas tienden a afectar más a la 

población de escasos recursos, lo que convierte a ese derecho en un “bien 

básico caro”. Como ya se dijo, los obstáculos primarios son de carácter eco-

nómico: costos de traslado hasta la sede judicial, gastos del juicio, pago de 

abogados, uso del tiempo, etcétera. Pero las barreras no son sólo económi-

cas, sino también de información y cultura. Piénsese en el obstáculo que 

12	 La Suprema Corte de Justicia ha extendido la garantía de la gratuidad de la justicia a todas las 
autoridades, y no sólo a los tribunales, que realicen funciones materialmente jurisdiccionales, a 
través de la determinación de los derechos y las obligaciones de los justiciables.

13	 Por supuesto, cuando el Estado presta el servicio de defensoría o asesoría jurídica de manera 
gratuita, existe la posibilidad de que los defensores y asesores cobren honorarios de manera 
irregular, y también, de que los usuarios consideren que deben pagar en estos casos. De acuerdo 
con la Ensijup 2012, entre 10 y 12 por ciento de las personas encuestadas a nivel nacional consi-
deraron que debían pagar por los servicios de la policía, el Ministerio Público, los defensores 
públicos y los jueces. Setec (2012, pp. 38-39).
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significa que las personas desconozcan el funcionamiento del sistema judi-

cial, así como la lengua en que se imparte justicia,14 y que carezcan además de 

las relaciones sociales que podrían influir favorablemente en las resolución de 

sus conflictos. Más aún, la ignorancia y el miedo pueden llevar a estas perso-

nas a tomar malas decisiones en la búsqueda de salidas alternas al litigio.15

¿Qué pueden hacer los ciudadanos cuando los tribunales dictan una re-

solución con la que no están de acuerdo? El cuadro 3.7 ofrece información 

al respecto.

Cuadro 3.7

Pregunta 30. Si un juez dicta una sentencia que afecte sus intereses, 
¿qué haría usted?

porcentajes

Acude a un juez superior para pedirle que la cambie (esp) 48.1

La cumple sin cuestionarla 23.8

Busca la manera de no cumplirla 14.7

Se informa sobre sus derechos (esp)   9.9

Cumple si es justa (esp)   1.8

Otra (esp)   1.7

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam 2015.

Casi la mitad de los encuestados, 48.1 por ciento, tiene conocimiento de 

la existencia de los llamados recursos o medios de impugnación que permi-

ten solicitar a un tribunal de jerarquía superior la revisión de la resolución o 

sentencia con la que no se está de acuerdo. Los recursos o medios de im-

pugnación constituyen una pieza esencial del acceso a la justicia. De acuer-

do con el criterio de los tribunales federales, el acceso a los recursos es un 

derecho, ya que éstos implican “la continuación del proceso, dado que a 

través de éste, el órgano ad quem revisa la decisión del órgano a quo; de 

14	 En varios países de Latinoamérica es un problema serio el acceso a la justicia de las personas, 
generalmente indígenas, que no dominan el español, que es la lengua “oficial” de los tribunales. 
Por supuesto, es necesario consagrar su derecho a contar con intérpretes y defensores que co-
nozcan sus lenguas y culturas, como lo hace nuestra Constitución en la fracción VIII del apartado 
A, del artículo 2º. Pero son grandes las dificultades prácticas de hacer realidad este derecho. 

15	 Pásara (2015, pp. 38-39).
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manera que los principios de defensa, igualdad de las partes, contradicción 

e igualdad jurídica en la aplicación de la ley, también son aplicables al dere-

cho de acceso a los recursos”.16 

Los instrumentos internacionales reconocen el acceso a los medios de im-

pugnación como un verdadero derecho humano. La Declaración Americana de 

los Derechos y Deberes del Hombre, de 1948, proclama en su numeral xviii: 

“Toda persona puede ocurrir a los tribunales para hacer valer sus derechos. 

Asimismo debe disponer de un procedimiento sencillo y breve por el cual la 

justicia lo ampare contra actos de la autoridad que violen, en perjuicio suyo, 

alguno de los derechos fundamentales consagrados constitucionalmente”.

La formulación de este derecho se inspira en los caracteres esenciales 

del juicio de amparo mexicano.17 La idea de un recurso judicial sencillo y 

efectivo, como el amparo, se materializó también en el artículo 8º. de la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos, también de 1948,18 así 

como en el artículo 2º., tercer párrafo, inciso a) del Pacto Internacional de 

Derechos Políticos y Civiles,19 y en el artículo 25 de la Convención America-

na sobre Derechos Humanos.20

En México contamos con una gran diversidad de recursos y medios de 

impugnación; su instauración depende de lo que determine el legislador.21 

16	 “Acceso a la justicia. Interpretación de las normas que regulan la interposición de los recursos”. 
Tesis I.7o.C.66 K (9a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, México, tomo xxxiii, mayo 
de 2011, p. 997.

17	 Suárez Ávila (2014, p. 229). 
18	 “Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo ante los tribunales nacionales competentes, 

que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la constitu-
ción o por la ley”.

19	 “[ … ] Cada uno de los Estados partes en el presente Pacto se compromete a garantizar que: a) 
Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el presente Pacto hayan sido violados 
podrá interponer un recurso efectivo, aun cuando tal violación hubiera sido cometida por perso-
nas que actuaban en ejercicio de sus funciones oficiales [ … ]”.

20	 De acuerdo con el inciso 1 del citado artículo: “Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo 
y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la am-
pare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley 
o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en 
ejercicio de sus funciones oficiales”.

21	 En la tesis de jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 2a./J. 116/99 
(9a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo x, octubre de 1999, p. 447, se espe-
cifica que el legislador cuenta con plena libertad para instituir los recursos o medios ordinarios de 
defensa que estime pertinente, sin quedar constreñido a algún ordenamiento en particular.
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El juicio de amparo es un recurso o medio de impugnación extraordinario 

que se puede interponer solamente cuando se han agotado los recursos o 

medios ordinarios que señalen las leyes de la materia.22 En el apartado si-

guiente analizamos el conocimiento y las percepciones de los entrevistados 

sobre el juicio de amparo y otros medios de defensa contra el abuso de 

autoridad.

Por lo que se refiere a las otras opciones de respuesta, éstas reflejan dis-

tintas actitudes ante la legalidad. Una cuarta parte de los entrevistados (23.8 

por ciento) se ajusta plenamente a ella cuando manifiesta que cumpliría la 

sentencia judicial sin cuestionarla. Casi uno de cada diez (9.9 por ciento) 

señala, espontáneamente, que se informaría primero sobre sus derechos; si 

bien es más probable, ello no implica necesariamente el cumplimiento vo-

luntario o que se acuda a la interposición de algún recurso o medio de de-

fensa legal. Un porcentaje muy pequeño (1.8 por ciento) contesta, también 

espontáneamente, que cumpliría si la sentencia “es justa”, lo que tiene el 

problema de que sea el ciudadano quien decida qué es lo justo, dejando la 

puerta abierta al incumplimiento. Finalmente, uno de cada siete entrevista-

dos (14.7 por ciento) buscaría la manera de no cumplir la sentencia, lo cual, 

por exclusión de las otras opciones, no podría ocurrir más que por medios 

legalmente cuestionables.

Conocimiento sobre el juicio de amparo y otros medios  

de protección contra el abuso de autoridad

Como hemos señalado, el juicio de amparo es el medio procesal por exce-

lencia que ha establecido el orden jurídico mexicano, desde mediados del 

siglo xix, para proteger los derechos constitucionales de las personas. Dada 

su larga tradición y reconocida efectividad, sería de esperar que una parte 

importante de la población tuviera alguna noción aproximada de qué es 

dicho medio y para qué sirve; veamos el cuadro 3.8.

22	 Fracción iii, último párrafo del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos. 
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Cuadro 3.8

Pregunta 34. ¿Sabe usted qué es el amparo?
porcentajes

2015 2011 2003

Sí 50.3 50.8 63.6

No 44.4 43.5 31.6

Más o menos (esp)   3.4   5.0   2.8

ns/nc   1.8   0.7   2.0

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam 2015.
Encuesta Nacional de Cultura Constitucional: legalidad, legitimidad de las instituciones y rediseño 
del Estado, iij-unam-ife, 2011, y Encuesta Nacional sobre la Constitución, iij e iis-unam, 2003.

De acuerdo con la enj 2015, la mitad de la población dice saber qué es 

el juicio de amparo (50.3 por ciento), algo menos de la mitad indica desco-

nocerlo (44.4 por ciento), y un porcentaje muy reducido (3.4 por ciento) de-

clara, espontáneamente, que lo sabe “más o menos”. Estos porcentajes son 

similares a los que obtuvo como respuesta la misma pregunta en 2011, pero 

contrastan de manera notable con los de la primera Encuesta Nacional so-

bre la Constitución, levantada en 2003, en la que casi dos tercios de la po-

blación encuestada declaró saber qué es el amparo. Esta diferencia resulta 

sorprendente si tomamos en cuenta que en estos años el Poder Judicial de 

la Federación en general, y la Suprema Corte de Justicia en particular, han 

realizado intensas campañas en los medios de comunicación, así como por 

otras vías, para dar a conocer sus funciones en la defensa de los derechos de 

las personas.23 Más aún, en 2011 se realizó una reforma constitucional que 

amplió el acceso y el ámbito protector del juicio de amparo, la cual ha teni-

do también amplia difusión. No hay, pues, una explicación razonable y evi-

dente para este cambio.

La pregunta contenida en el cuadro 3.9 trata de precisar, solamente entre 

las personas que dijeron saber qué es el amparo, cuál es la idea que tienen 

de sus funciones.

23	 Véase, por ejemplo, Suprema Corte de Justicia de la Nación (2014).
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Cuadro 3.9

Pregunta 34.1. ¿Para qué sirve el amparo?
porcentajes

2015 2011 2003

Forma de evitar ir a la cárcel 45.8 49.3 38.7

Forma de protección apoyo 33.3 33.6 56.6

Forma de proteger los derechos (humanos) 19.9 13.6 --

Otra (esp)   0.4 --   4.7

ns/nc   0.6   3.5 --

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015, Encuesta Nacional de Cultura Constitucional: legalidad, legitimidad de las instituciones 
y rediseño del Estado, iij-unam-ife, 2011, y Encuesta Nacional sobre la Constitución, iij e iis-unam, 
2003.
Nota: Al plantear la pregunta, no se leyó al entrevistado las opciones de respuesta. La pregunta en 

las encuestas de 2011 y 2003 fue “¿Qué es el amparo?”

De acuerdo con Héctor Fix-Zamudio, aunque el amparo tiene el propósi-

to general de proteger los derechos de las personas, en realidad es una 

institución procesal compleja que comprende varios instrumentos y funcio-

nes, como el hábeas corpus, que es un recurso para proteger la libertad y la 

integridad personales contra detenciones arbitrarias; la casación, que es un 

recurso para revisar la legalidad de las sentencias de los jueces; el llamado 

“amparo contra leyes”, que tiene el propósito de examinar la constituciona-

lidad de las disposiciones jurídicas generales, y otras más.24 Así, pues, la 

comprensión sobre la naturaleza y las funciones del amparo es difícil incluso 

para los abogados de formación.

No resulta extraño que, de los mexicanos que dijeron saber qué es el 

amparo, casi la mitad (45.8 por ciento) considere que es una “forma de evi-

tar ir a la cárcel”, pues el contacto más frecuente, o el más dramático, que 

tiene la población con la justicia lo es en el campo penal. Pero también es 

aquí donde los medios de comunicación influyen más en la imagen que del 

amparo tiene la población, ya que con frecuencia informan que el presunto 

responsable de haber cometido un delito “iba amparado” y por eso no pudo 

ser detenido por la policía. No es difícil, por tanto, que los ciudadanos se que-

den con la percepción de que el amparo fomenta la impunidad al impedir que 

24	 Fix-Zamudio (2011, pp. 304 y 305).
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alguien vaya a la cárcel, pero, técnicamente hablando, este medio de defensa 

sólo suspende temporalmente la acción de las autoridades de la justicia en 

tanto se comprueba la constitucionalidad y la legalidad de su actuación.

Por lo que respecta a las otras respuestas, éstas resumen las nociones 

que identifican vagamente al amparo —quizá por influencia del nombre 

mismo— como un instrumento de protección y ayuda a las personas cuando 

tienen algún problema (33.3 por ciento), mientras que la otra opción es más 

precisa en radicar su función en la protección de derechos. Esta opción no 

está explícita en la encuesta de 2003, pero sí en las de 2011 y 2015, con la 

posibilidad de que vaya en aumento en futuras ocasiones.

La pregunta incluida en el cuadro 3.10, se refiere a la efectividad del jui-

cio de amparo.

Cuadro 3.10

Pregunta 35. En su opinión,  
¿qué tanto sirve el amparo para defender los derechos de las personas?

porcentajes

2015 2011 2003

Mucho 30.5 37.2 49.9

Algo 52.0 -- --

Poco 11.2 47.8 39.0

Nada   3.9   6.1   4.6

Otra (esp)   0.1   0.6   0.9

ns/nc   2.3   8.3   5.6

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015, Encuesta Nacional de Cultura Constitucional: legalidad, legitimidad de las instituciones 
y rediseño del Estado, iij-unam-ife, 2011, y Encuesta Nacional sobre la Constitución, iij e iis-unam, 
2003.

La comparación de las tres encuestas es instructiva, particularmente por-

que las opciones de respuesta no fueron iguales. En 2003 y en 2011 las op-

ciones eran solamente “mucho” o “poco” (“nada” era una respuesta 

espontánea), lo que provocó la división de las opiniones de los encuesta-

dos. Mientras que en 2003 casi la mitad respondió que servía “mucho”, casi 

once puntos por encima de los que decían “poco”, ocho años después se 

había invertido esta relación. En 2015, la inclusión de la opción “algo” tuvo 
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quizá el desafortunado efecto de atraer la mayor parte de las respuestas (52 

por ciento), pues es una categoría relativamente vaga que pueden escoger 

quienes no estén seguros de una respuesta, lo cual se advierte también en 

la disminución de otras respuestas y, sobre todo, de las categorías “no 

sabe” y “no contesta”. No obstante, sí puede decirse que hay un porcenta-

je importante de encuestados que atribuye bastante efectividad al amparo, 

y también, aunque esto es solamente probable, que ese porcentaje va en 

decremento, lo cual, nuevamente, parece contradictorio al tratarse una ins-

titución que en los últimos años ha sido objeto de reforma y ampliación, así 

como de intensa difusión.

La pregunta contenida en el cuadro 3.11 se refiere, de manera más gene-

ral, a la posibilidad de interponer una demanda contra el gobierno si se su-

fre algún daño o perjuicio por su actuación. 

Cuadro 3.11

Pregunta: 36. ¿Usted cree que en México se puede o no demandar  
al gobierno si le causa algún daño?

porcentajes

2015 2011 2003

Sí se puede 23.0 45.9 42.0

Sí se puede, en parte (esp) 30.2 19.4 11.7

No se puede 25.5 25.0 40.4

Depende (esp)   8.2   3.0   1.7

Otra (esp)   0.7   0.2   0.0

ns/nc 12.4   6.6   4.2

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia. Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales. México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015, Encuesta Nacional de Cultura Constitucional: legalidad, legitimidad de las instituciones 
y rediseño del Estado, iij-unam-ife, 2011, y Encuesta Nacional sobre la Constitución, iij e iis-unam, 
2003.

Los datos y, sobre todo, las tendencias aparentes que revela el cuadro 

3.11 no son fáciles de explicar. Por un lado, disminuye de manera acusada el 

porcentaje de quienes expresan directamente que “sí se puede” demandar 

al gobierno, de más de 40 por ciento en 2003 y 2011 a apenas 23 por ciento 

en 2015. Por el otro lado, también se reduce considerablemente el porcen-

taje de quienes sostienen enfáticamente que “no se puede” demandar al 

gobierno, de 40 por ciento en 2003 a 25.5 por ciento en 2015. Pareciera, 

MVSM_21_Justicia_interiores.indd   116 9/24/15   10:04 PM



117

Ju
st

ic
ia

entonces, que lo que ha sucedido es que las percepciones de las personas 

entrevistadas se han vuelto inciertas, lo cual se refleja en el aumento signifi-

cativo de las opciones “sí se puede, en parte”, “depende” y “otra”, que son 

espontáneas (sumadas dan casi 40 por ciento), así como de quienes mani-

fiestan que no saben o no contestan (12.4 por ciento). Este aumento de la 

incertidumbre puede deberse a una percepción general sobre la ineficacia 

del Estado de derecho en los últimos años, a pesar de que no han disminui-

do, sino aumentado, en teoría al menos, las posibilidades de exigir respon-

sabilidades al gobierno.25 Paradójicamente, y visto desde otro punto de 

vista, el porcentaje de quienes dicen que “sí se puede” y “sí se puede, en 

parte”, no varía grandemente entre 2003 y 2015 (53.7 y 53.2 por ciento, res-

pectivamente), pero sí lo hace respecto de 2011, en que ambas opciones 

sumaron casi dos tercios de los entrevistados (65.3 por ciento).

Cuadro 3.12

Pregunta 37. ¿Qué posibilidades cree usted que tendría una persona de 
ganar una demanda al gobierno?

porcentajes

2015 2011 2003

Muchas   3.6 10.0   8.4

Algunas 24.3 -- --

Pocas 28.5 52.7 59.3

Ninguna 37.0 31.0 26.7

Otra (esp)   0.6   0.3   0.7

ns/nc   6.0   5.9   4.9

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia. Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015, Encuesta Nacional de Cultura Constitucional: legalidad, legitimidad de las instituciones 
y rediseño del Estado, , iij-unam-ife, 2011, y Encuesta Nacional sobre la Constitución, iij e iis-unam, 
2003.

25	 En 2004 se reformó el artículo 113 constitucional, adicionando un segundo párrafo para estable-
cer la responsabilidad patrimonial directa del Estado por irregularidades en su actividad adminis-
trativa, pero tenemos noticias de que esta posibilidad ha tenido escaso uso. La ley que 
reglamenta este recurso en relación con los entes públicos federales (que incluyen a los poderes 
Legislativo y Judicial, además de los organismos constitucionales autónomos) es la Ley Federal de 
Responsabilidad Patrimonial del Estado, publicada en el Diario Oficial de la Federación de 31 
de diciembre de 2004. Las reclamaciones deben presentarse en primera instancia ante el ente u 
organismo público que sea presuntamente responsable del daño (artículo 18); en segunda instan-
cia se puede acudir al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa (artículo 24).
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Del análisis del cuadro 3.12 desprendemos que hay una disminución de 

quienes ven muchas posibilidades de ganar una demanda al gobierno 

(de 10 por ciento en 2011 a 3.6 por ciento en 2015), un aumento de quienes 

no ven ninguna posibilidad de lograrlo (de 26.7 por ciento en 2003 a 37 por 

ciento en 2015), y una relativa estabilidad, con porcentajes similares, pero 

superiores a 50 por ciento, de quienes creen que dichas posibilidades son 

“algunas” o “pocas” (en este caso consideramos ambas opciones como 

sustancialmente equivalentes).

Pensamos que los resultados anteriores no son sólo el producto de la 

desconfianza general hacia las instituciones de gobierno sino también, una 

vez más, del deterioro de las percepciones de las personas sobre la legali-

dad y la eficacia del Estado de derecho en los años más recientes. Sin em-

bargo, si revisáramos las estadísticas de los tribunales, veríamos que los 

ciudadanos mexicanos ganan todos los días una proporción significativa de 

las demandas que interponen contra las autoridades públicas, especialmen-

te las de tipo administrativo. Así, por ejemplo, según un estudio sobre el 

desempeño de los tribunales contencioso-administrativos locales, en 2008 

se dictaron, en las 29 entidades federativas analizadas, 26 767 sentencias, de 

las cuales se declaró la nulidad del acto impugnado en 21 302 casos, es decir, 

en 79.6 por ciento, lo que significa, entonces, que son más bien los ciudada-

nos los que tienen elevadas probabilidades de ganar sus demandas al go-

bierno.26 A falta de información específica y detallada como ésta, es 

comprensible que los ciudadanos se guíen por sus percepciones, que pue-

den ser contrarias a los datos que revelan las estadísticas.

Proceso judicial y medios alternativos de resolución  

de conflictos

¿Qué tan dispuestos están los mexicanos a acudir a los tribunales? ¿Cómo 

valoran esta posibilidad en relación con el arreglo extrajudicial de sus con-

flictos? Para explorar estas y otras interrogantes similares, se sometió a la 

consideración de los entrevistados el popular dicho: “vale más un mal arre-

glo que un buen pleito”.

26	 López Ayllón et al. (2010, p. 65).
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Cuadro 3.13

Pregunta 26. ¿Qué tan de acuerdo o en desacuerdo está usted con la 
frase: “vale más un mal arreglo que un buen pleito”?

porcentajes

Muy de acuerdo 10.2

De acuerdo 31.3

Ni de acuerdo, ni en desacuerdo (esp) 35.6

En desacuerdo 14.0

Muy en desacuerdo   5.5

ns/nc   3.4

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.

Antes de analizar los datos del cuadro conviene señalar en qué sentido el 

dicho habla de un “mal arreglo” y de un “buen pleito”. “Mal arreglo” signifi-

ca que las partes llegan a un acuerdo en el que una o ambas ceden algo en la 

defensa de sus pretensiones; inclusive pueden pensar que ese arreglo es cla-

ramente desventajoso respecto de la justicia de su causa. Pero el dicho sugie-

re que el “mal arreglo” es siempre preferible a un “buen pleito”, entendiendo 

por tal un juicio enconado, largo y costoso, además de incierto en cuanto a su 

resultado, pues las partes no tienen el control directo del desenlace. Desde 

este punto de vista, la opinión de los mexicanos se inclina, comprensiblemen-

te y en una proporción superior a 40 por ciento, al “mal arreglo”, mientras 

que apenas uno de cada cinco (19.5 por ciento) parece preferir un “buen 

pleito”. Pero como hemos observado respecto de otras muchas preguntas de 

la enj 2015, un porcentaje considerable —aproximadamente un tercio de los 

entrevistados— “no está de acuerdo, ni en desacuerdo”, lo que podemos 

interpretar como una posición que no se compromete con ninguna opción, a 

falta de información específica que permitiera decidirse por alguna de ellas.

El dicho popular que examinamos se relaciona con otras consejas de la sabi-

duría popular, para las que se debe acudir a un pleito judicial solamente en ca-

sos extremos; incluso cuando se ha ganado, se recomienda gran prudencia.27 

27	 Véase por ejemplo Pérez Martínez, Herón, “Aunque veas pleito ganado, vete con cuidado”,  Re-
franero mexicano, f. 90 y 116, citado en “Lema: Pleito”, de la Academia Mexicana de la Lengua,  
http://www.academia.org.mx/lema:pleito, consultado el 1 de junio de 2015.
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Néstor de Buen Lozano señala que se trata de una frase “conocida entre li-

tigantes”, cuya expresión literaria podría encontrarse en unos versos de “El 

juez de los divorcios”, uno de los entremeses de Miguel de Cervantes Saa-

vedra: “Entre casados de honor/Cuando hay pleito descubierto/Más vale el 

peor concierto/Que no el divorcio mejor…”. Para De Buen, estos versos 

revelan la desconfianza ante las posibilidades de los juicios, y más que una 

defensa del matrimonio, “es una defensa de la conciliación sobre la senten-

cia”. Por supuesto, los procuradores y los escribanos no estarían de acuer-

do, pues por la falta de pleitos simplemente morirían de hambre.28

Sociológicamente hablando, el dicho refleja la ideología prevaleciente 

en muchas sociedades tradicionales que prefieren la conciliación por enci-

ma de los conflictos abiertos y de desenlace incierto. Como dice una reco-

nocida estudiosa en el campo de la antropología jurídica, se trata de “una 

perspectiva acerca del derecho que es compartida por numerosas socieda-

des”,29 pero como hemos visto, también es “compartida, hablando literal y 

figurativamente, por la tradición jurídica española”.30 

La preferencia por la conciliación frente al litigio judicial no es solamente 

una cuestión cultural, sino que en ocasiones se transforma en una política 

pública deliberada, aunque muchas veces no es fácil distinguir cuándo se 

trata de una o de la otra. El mejor ejemplo es Japón. Durante mucho tiempo 

se insistió en que la existencia de pocos abogados y de escasos litigios en 

ese país era una manifestación de una cultura jurídica tradicional que desa-

lienta el conflicto y que promueve la conciliación y la armonía, especialmen-

te cuando hay diferencias de jerarquía social entre las personas, y que ello 

era inusual en comparación con los demás países industrializados. Sin em-

bargo, también se ha argumentado que se trataba de una política delibera-

da del gobierno japonés que poco tenía que ver con la cultura jurídica 

prevaleciente, por lo que recientemente se ha comenzado a observar cómo 

se revierte.31

En México contamos ahora con una política explícita de esa naturaleza 

en relación con la llamada reforma penal de junio de 2008. Ante la imposibi-

28	 De Buen Lozano (2005, p. 7).
29	 Nader (1990, pp. 1-2).
30	 Brokmann Haro (2010, p. 51).
31	 Sobre este tema puede verse Ginsburg y Hoetker (2006).
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lidad y la inconveniencia de llevar a juicio todos los procedimientos penales, 

se ha previsto la existencia de mecanismos que promuevan el arreglo volun-

tario entre las partes —el ofensor y las víctimas— sin la intervención de un 

juzgador, a través de la Ley Nacional de Mecanismos Alternativos de Solu-

ción de Controversias en Materia Penal.32 Sin embargo, de acuerdo con el 

artículo 17 de la Constitución, párrafo cuarto, en las leyes deben preverse 

los casos en que habrá supervisión judicial de los acuerdos logrados entre 

las partes, para evitar abusos e injusticias.

La pregunta incluida en el cuadro 3.14 plantea una variante sobre el di-

cho que hemos analizado.

Cuadro 3.14

Pregunta 27. Cuando dos personas tienen un pleito, 
¿cuál de las dos siguientes ideas es mejor?

porcentajes

2015 2011 2003

Que las personas se arreglen entre ellas 37.5 34.7 51.2

Que acudan a un tribunal 36.6 42.8 36.8

Depende (esp)   9.6   9.2   7.7

Ninguna de las dos (esp) 12.0   9.4   2.7

Otra (esp)   1.4   0.3   0.5

ns/nc   2.9   3.7   1.1

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015, Encuesta Nacional de Cultura Constitucional: legalidad, legitimidad de las instituciones 
y rediseño del Estado, iij-unam-ife, 2011, y Encuesta Nacional sobre la Constitución, iij e iis-unam, 
2003.
Nota: La pregunta en 2003 y 2011 fue menos explícita: “¿Cuál de las dos ideas siguientes es mejor?”.

La comparación de los resultados de las tres encuestas nacionales pare-

ciera sugerir que ha disminuido el porcentaje de quienes piensan que es 

preferible que las personas arreglen por sí mismas sus conflictos, en lugar 

de acudir a un tribunal: 51.2 por ciento en 2003 y 37.5 por ciento en 2015. Al 

mismo tiempo, y con excepción de la respuesta en 2011, no ha aumentado 

el porcentaje de los que prefieren que las partes del conflicto acudan a un 

32	 Publicada en el Diario Oficial de la Federación del 29 de diciembre de 2014. 
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tribunal, dando por resultado una opinión dividida. En cambio, aumenta de 

manera significativa la opinión de los “escépticos”, la que no se inclina por 

ninguna de las dos opciones principales así como, en una proporción me-

nor, la de quienes optan por el “depende”. La suma de ambas opciones 

aumenta de 10.4 por ciento en 2003 a 21.6 por ciento en 2015. 

La siguiente pregunta completa el tema de este inciso, interrogando a 

las personas sobre los posibles beneficios de acudir al proceso judicial, con 

independencia de si, en una perspectiva más general, prefieren la concilia-

ción y el arreglo frente al litigio. Los resultados se presentan en el cuadro 

3.15.

Cuadro 3.15

Pregunta 39. Por lo que usted ha visto, 
¿vale o no vale la pena acudir a un tribunal para poner una demanda?

porcentajes

2015 2011 2003

Sí vale la pena 20.4 42.3 52.9

Sí vale la pena, en parte (esp) 43.6 28.3 18.0

No vale la pena 26.5 22.9 25.5

Otra (esp)   1.8   1.0   0.5

ns/nc   7.7   5.5   3.1

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015, Encuesta Nacional de Cultura Constitucional: legalidad, legitimidad de las instituciones 
y rediseño del Estado, iij-unam-ife, 2011, y Encuesta Nacional sobre la Constitución, iij e iis-unam, 
2003.

Considerado en sí mismo, parece que el proceso judicial es visto positi-

vamente por mayoría de las personas encuestadas: en 2015, 64 por ciento 

dijo que “vale la pena” o “vale la pena, en parte” acudir a un tribunal para 

poner una demanda. Sin embargo, la comparación en el tiempo de las res-

puestas a esta pregunta nos revela que, mientras que en 2003 este porcen-

taje era superior 70 por ciento, con más de la mitad de los entrevistados 

expresando directamente que sí valía la pena, en 2011 y en 2015 ha crecido 

considerablemente la proporción de entrevistados que no están tan seguros 

de que valga la pena, o no saben o no contestan (51.3 por ciento), mientras 

que el porcentaje de quienes se inclinan por contestar “no vale la pena” 
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permanece prácticamente constante en una cuarta parte de los encuesta-

dos. Como en otras preguntas, se muestra aquí un deterioro relativo de las 

respuestas positivas, principalmente a través de un desplazamiento hacia 

las respuestas espontáneas “en parte”, “depende”, “otra”, “no sabe” y “no 

contesta”, lo cual puede explicarse —insistimos— porque la percepción so-

bre la situación de la legalidad y del Estado de derecho posiblemente refle-

ja un declive real en su eficacia.

Para concluir este tema, queremos señalar que la tendencia a evitar los 

tribunales depende también de la actividad o labor que desempeñan los 

interesados, es decir, existen grupos sociales más adversos que otros a acu-

dir al litigio judicial. Según un estudio sobre la eficiencia del sistema judicial 

brasileño, se preguntó a 279 propietarios o gerentes de compañías y em-

presas su grado de acuerdo o desacuerdo con la frase que ya conocemos: 

“vale más un mal arreglo que un buen pleito”. Los resultados fueron los 

siguientes: 36.9 por ciento estuvo “completamente de acuerdo”, 51.3 por 

ciento “parcialmente de acuerdo” 6.5 por ciento “parcialmente en des-

acuerdo”, 5 por ciento “completamente en desacuerdo” y 0.4 por ciento 

no contestó. Como puede observarse, una abrumadora mayoría de 88.2 

por ciento manifestó algún grado de acuerdo con el dicho.33 Dada la diná-

mica económica y la necesidad de movilizar rápidamente dinero y bienes 

para aprovechar las oportunidades de negocios, se entiende que los em-

presarios rehúyan casi unánimemente los costos e incertidumbres de los 

procesos judiciales y prefieran tener el control de un arreglo a través de la 

mediación y la conciliación.

Pero el rechazo de los empresarios brasileños a acudir al litigio judicial 

tiene más sentido cuando nos enteramos, por el mismo estudio, que las 

empresas han previsto e institucionalizado un conjunto de acciones y medi-

das que tienen el propósito de reducir los riesgos de incumplimiento en sus 

tratos comerciales. Así, una mayoría de los empresarios encuestados consi-

deró como “indispensable” o “importante” tomar las siguientes medidas: 

consultar listas de deudores morosos (87.1 por ciento), favorecer a clientes 

o proveedores conocidos (96.1 por ciento), examinar la reputación previa de 

33	 Castelar Pinheiro (2001).
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los clientes (94.7 por ciento), pedir a un tercero que otorgue una garantía 

(64.1 por ciento), o evitar los negocios con el gobierno (51.6 por ciento).34 

Estas opciones ponen de relieve, como lo hace la ciencia económica, que el 

pleno desarrollo de los mercados depende de la posibilidad de hacer nego-

cios con agentes económicos desconocidos o anónimos, para lo cual la ga-

rantía última a través del proceso judicial sigue siendo indispensable.35

Expectativas sobre los juicios orales

El 18 de junio de 2008 se publicó en el Diario Oficial de la Federación una 

trascendental reforma constitucional que es conocida coloquialmente como 

la “Reforma Penal”, resultado de un amplio consenso entre las fuerzas polí-

ticas del país y cuyo objetivo principal fue modificar el paradigma procesal 

penal vigente hasta ahora, para transformarlo, de un sistema inquisitivo mix-

to, a uno acusatorio. Al hablarse de esta reforma, la discusión suele concen-

trarse en la oralidad del nuevo proceso penal, pero la oralidad es apenas 

uno de los componentes del nuevo sistema. El propio artículo 20 constitu-

cional establece como principios rectores del procedimiento los de publici-

dad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación, además del 

de oralidad.

Como en otras experiencias latinoamericanas, y debido a la existencia de 

una doble jurisdicción —federal y local— en el país, la transformación del 

sistema procesal penal acusatorio ha seguido una dinámica de la “periferia” 

al “centro”. La transformación del sistema penal ha contado con el impulso 

inicial de algunas entidades federativas, como Chihuahua o Nuevo León, 

que promovieron un cambio en sus sistemas penales incluso antes de la re-

forma constitucional de 2008. La reforma fijó un plazo de ocho años, que se 

cumplirán en breve, para que todo el sistema de justicia penal del país fun-

cione bajo el nuevo paradigma.

 Los llamados popularmente “juicios orales” implican que las personas 

imputadas son juzgadas en una audiencia pública, con la presencia del juz-

34	 Ibid.
35	 Para una discusión histórica sobre la relación entre derecho y desarrollo económico véase Trubek 

(1972).
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gador y las partes, en la cual se deben analizar los medios de prueba que 

existan sobre la culpabilidad o inocencia del acusado, en contraste con el 

proceso tradicional que funciona principalmente a través de un expediente 

escrito en el que se van acumulando las constancias de lo que las partes 

solicitan y ofrecen como prueba. Con esta reforma se pretende lograr que 

los procesos penales sean más rápidos, transparentes y justos. Por supues-

to, el cambio no se limita a los juicios penales, sino que se intenta reforzar 

en otras materias como la mercantil, familiar o laboral.

Como parte de la enj 2015, se preguntó a las personas qué tanto pien-

san que los “juicios orales” van a contribuir a mejorar la impartición de jus-

ticia en México, según se ve en el cuadro 3.16.

Cuadro 3.16

Pregunta 32. Actualmente se han puesto en marcha los juicios orales en 
algunas partes del país. Por lo que usted piensa, ¿qué tanto van a 

mejorar la impartición de justicia los juicios orales en México?
porcentajes

2015 2011

Mucho   8.9 11.3

Algo 40.1 36.9

Poco 22.4 26.2

Nada 12.2 11.2

ns/nc 16.4 14.4

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015, y Encuesta Nacional de Cultura Constitucional: legalidad, legitimidad de las instituciones 
y rediseño del Estado, iij-unam e ife, 2011.

Aunque de manera menos evidente que en otras preguntas, el cuadro 

refleja también un deterioro apenas perceptible en la confianza de que los 

juicios orales tendrán un impacto positivo en la impartición de justicia: dis-

minuye el porcentaje de quienes piensan que estos juicios la van a mejorar 

“mucho” (de 11.3 a 8.9 por ciento), aumenta el porcentaje de quienes pien-

san que habrá “alguna” mejora (de 36.9 a 40.1 por ciento), disminuye el 

grupo de que los que piensan que la mejora será escasa (de 26.2 a 22.4 por 

ciento), y por último, aumenta el porcentaje de quienes no ven probable 
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ninguna mejoría (de 11.2 a 12.2 por ciento), así como el de quienes no saben 

o no contestan (de 14.4 a 16.4 por ciento).36

Es de esperarse que conforme el nuevo sistema vaya extendiendo su 

funcionamiento las personas adquieran una idea más clara de lo que implica 

y quizá valoren de manera más positiva la transformación de la justicia pe-

nal. Sin embargo, hay riesgos que acompañan a esta transformación, pues 

el nuevo enjuiciamiento penal no tiene el propósito ni los instrumentos para 

contribuir a mejorar la seguridad ciudadana. Por la naturaleza del acuerdo 

político que condujo a la reforma de 2008, que significó un compromiso 

entre quienes impulsaban el nuevo proceso penal y quienes pretendían do-

tar al Estado de mejores herramientas para el combate a la delincuencia 

organizada, especialmente al narcotráfico, se ha generado una peligrosa 

confusión según la cual los “juicios orales” van a servir para mejorar la segu-

ridad pública. En realidad puede ocurrir lo contrario: dado el talante “garan-

tista” de la reforma y el desconocimiento o la inexperiencia de algunos 

operadores —como el Ministerio Público—37 respecto del nuevo sistema, es 

probable que se genere una mayor percepción de impunidad, pues se prevé 

una reducción significativa en el uso (más bien abuso) de la prisión preven-

tiva y, sobre todo, es probable que aumente el número de  sentencias que 

dejen en libertad a las personas imputadas cuando no existan pruebas sufi-

cientes, públicamente examinadas, para demostrar su culpabilidad.38 En 

36	 Véase Setec (2012), donde se encontrarán datos más específicos sobre la valoración (en general 
positiva) que hace la población del nuevo sistema penal oral.

37	 El Ministerio Público ha sido relativamente eficaz en el logro de condenas cuando se llega a un 
proceso penal (como hemos visto, esto ocurre sólo en un porcentaje ínfimo de los delitos come-
tidos), porque todo el sistema estaba estructurado alrededor de su acción y de las pruebas reca-
badas o constituidas en la llamada averiguación previa. En el nuevo sistema penal acusatorio, el 
Ministerio Público ya no goza de estas ventajas, y según evidencia anecdótica que hemos reca-
bado en distintas partes, está naufragando ante una defensa mejor preparada y comprometida 
con el nuevo sistema. Los mismos agentes del Ministerio Público reconocen esta situación. Algu-
nos consideran que el nuevo sistema va a servir para mejorar el funcionamiento de la institución, 
pero que ello va a tomar tiempo. En el arranque anticipan dificultades: “vamos a sufrir fuertes 
descalabros en un principio, porque no estamos preparados para llevar a cabo el papel que nos 
atribuye la reforma”, dice con franqueza uno de ellos. Véase Begné Guerra (2014, pp. 75 y ss.).

38	 Sobre estos riesgos, véase el incisivo artículo de Pásara (2007). En un sentido similar, Zepeda Le-
cuona (2011), cuyo ensayo ofrece valiosa información estadística sobre algunas tendencias de 
cambio en los estados que ya han introducido la reforma.
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este sentido, se trata de un sistema que claramente prefiere dejar libre al 

“culpable” antes que encarcelar al “inocente”. En un capítulo anterior vi-

mos que la ciudadanía tiende a tener la expectativa contraria, por lo que es 

probable un desencuentro entre el funcionamiento del nuevo sistema y las 

percepciones de la gente.

Confianza y respeto por los operadores del sistema  

de justicia

En el conjunto de las principales instituciones públicas del país, ¿qué lugar 

ocupan los tribunales de justicia en la percepción de los ciudadanos? La enj 

2015 planteó algunas preguntas que tienen el propósito de examinar el ni-

vel de respeto y confianza que manifiestan los encuestados hacia los tribu-

nales, en comparación con algunas otras instituciones relacionadas con la 

seguridad pública y la procuración de justicia. En el cuadro 3.17 se inquiere 

por el nivel de “respeto” hacia esas instituciones.

Cuadro 3.17

Pregunta 24. Dígame, ¿qué tanto respeto le tiene a…?
porcentajes

Mucho Algo Poco Nada
Otra
(esp)

ns/nc

El ejército 31.9 39.6 16.5 10.1 0.3 1.6

El Tribunal Superior de Justicia de su 
estado (Poder Judicial de su estado)

27.5 37.0 22.5   8.6 0.1 4.3

La Suprema Corte de Justicia de la Nación 25.2 37.5 21.4   9.4 0.1 6.4

La Policía Federal 24.8 46.6 15.5 11.7 0.1 1.3

El Ministerio Público 22.8 38.7 22.7 12.7 0.3 2.8

Los jueces 22.3 38.2 21.1 13.7 0.6 4.1

La policía estatal 20.2 37.1 25.6 15.5 0.1 1.5

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.
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De acuerdo con el cuadro 3.17, la institución a la que se tiene mayor res-

peto es el ejército, pues 71.5 de los entrevistados contestaron que le tenían 

“mucho” o “algo” de respeto. En segundo lugar, y quizá sorpresivamente, 

se encuentra la Policía Federal, con 71.4 por ciento de respuestas en el mis-

mo sentido. Las dos instituciones son federales y en los años más recientes 

han asumido funciones de seguridad pública que les han dado mucha visi-

bilidad, pese a los cuestionamientos de diversos sectores protectores de los 

derechos humanos y del federalismo en México. Les sigue el Tribunal Supe-

rior de Justicia o Poder Judicial de cada estado, con 64.5 por ciento. En 

cuarto lugar aparece la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con 62.7 

por ciento. Lo anterior también llama la atención, pues tradicionalmente se 

considera que el Poder Judicial federal cuenta con una mejor imagen que 

los poderes judiciales locales. Sin embargo, la diferencia —que no es signi-

ficativa— puede deberse sobre todo a la mayor cercanía del Tribunal Supe-

rior de Justicia y a la lejanía o el desconocimiento sobre la labor de la 

Suprema Corte. El Ministerio Público, sin que se especifique si es federal o 

local, tiene un nivel, de “mucho” o “algo” de respeto, de 61.5 por ciento, 

mientras que el de los jueces —sin distinguir tampoco si son del orden fede-

ral o local— se encuentra en un nivel similar, con 60.5 por ciento. La policía 

local figura en el último lugar, con un nivel de “mucho” o “algo” de respeto 

de 57.3 por ciento. La diferencia entre el primero y el último lugar es de 14.2 

puntos; si sólo tomáramos el nivel de “mucho”, es de apenas de 11.7 pun-

tos. No puede dejar de mencionarse que el número de mexicanos que tie-

nen “poco” o “nada” de respeto por estas instituciones está entre 25 y 35 

por ciento de los entrevistados, lo cual es un nivel significativo y que podría 

considerarse hasta preocupante, dada la centralidad de estas instituciones 

para el Estado de derecho.

Si examinamos los niveles de “confianza” que despiertan las institucio-

nes, quizá el diagnóstico sea más preocupante, sobre todo si hacemos 

una comparación en el tiempo. El cuadro 3.18 ofrece datos que califican 

la confianza que las personas tienen en las instituciones.
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Cuadro 3.18

Pregunta 38. En una escala del 0 al 10, donde 0 es “no confío nada” y 10 
es “confío mucho”, 

¿qué tanta confianza tiene usted en…?
promedios

2015 2003 Variación

La familia 8.4 -- --

Los maestros 7.0 7.3 -0.3

Las universidades públicas 7.0 7.9 -0.9

El ejército 6.8 7.4 -0.6

La Iglesia 6.7 6.6 +0.1

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos (cndh) 6.6 7.5 -0.9

El Instituto Federal/Nacional Electoral (ife/ine) 6.0 7.2 -1.2

Los comerciantes 6.0 6.1 -0.1

Los tribunales de justicia 6.0 6.3 -0.3

Las organizaciones no gubernamentales (ong) 5.8 5.2 +0.6

La Suprema Corte de Justicia de la Nación (scjn) 5.8 -- --

Los empresarios/industriales 5.7 4.9 +0.8

Los jueces y magistrados 5.6 -- --

Los sindicatos 5.5 5.5  0.0

Los servidores públicos 5.4 5.5 -0.1

El Ministerio Público 5.4 -- --

Los diputados federales 5.1 4.4 +0.7

El presidente de la República 5.0 6.1 -1.1

La policía 4.8 4.5 +0.3

Los partidos políticos 4.8 5.5 -0.7

Promedio 5.9 6.1 -0.2

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015, y Encuesta Nacional sobre la Constitución, iij e iis-unam, 2003.
Nota: La familia, la Suprema Corte de Justicia, los jueces y magistrados y el Ministerio Público no 
figuraron en la encuesta de 2003.

Como podemos observar, la familia sigue siendo la institución que, por 

mucho, es la más confiable para los mexicanos, con una calificación muy 

elevada de 8.4 puntos. Los maestros y la universidad pública aparecen en 

segundo lugar con un promedio de 7, lo cual se debe, sin duda, a la impor-

tancia que los mexicanos otorgan a la educación. Instituciones de larga his-

toria y tradición como el ejército y la Iglesia le siguen en la preferencia con 
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6.8 y 6.7 respectivamente. Muy de cerca aparece la Comisión Nacional de 

los Derechos Humanos (cndh) con 6.6 de promedio. Empatados con 6 se 

encuentran el Instituto Nacional Electoral (ine) —de reciente creación pero 

que debe su prestigio al Instituto Federal Electoral—, los comerciantes y los 

tribunales de justicia. Las organizaciones no gubernamentales y la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación (scjn) fueron calificadas con 5.8, en prome-

dio.39 Los empresarios aparecen debajo de ellos con 5.7. Jueces y magistra-

dos están en el siguiente nivel de confianza, con 5.6.40 Los sindicatos tienen 

una calificación promedio de 5.5. Los servidores públicos y el Ministerio Pú-

blico reciben la misma calificación de 5.4. Los diputados federales son califi-

cados con 5.1, el presidente de la República con 5 y, finalmente, la policía y 

los partidos políticos con 4.8. Así, pues, la mayoría de las calificaciones no 

son, en promedio, elevadas, quedando en evidencia que las instituciones 

públicas —con excepción de las relacionadas con el ejercicio de libertades 

y derechos, como la cndh, el ine o la Suprema Corte de Justicia—, son las 

peor evaluadas. La policía, los diputados y los partidos políticos son, tradicio-

nalmente, las instituciones que peores niveles de confianza concitan entre los 

ciudadanos, pero en esta ocasión llama la atención que la confianza en el 

presidente de la República se ubique también en niveles similares.

Si comparamos las calificaciones que las instituciones reciben en la enj 

2015 con la Encuesta Nacional sobre la Constitución de 2003, es evidente 

que si bien la calificación promedio varía poco —se reduce de 6.1 a 5.9—, la 

mayoría de las instituciones que figuran en el cuadro observa un deterioro 

más o menos apreciable en su evaluación. Los órganos que mayores pérdi-

das registran son el ine, con 1.2 puntos; el presidente de la República, con 

1.1; las universidades públicas, con 0.9; y la cndh con el mismo puntaje. 

Llama la atención que algunas de las instituciones tradicionalmente peor 

evaluadas por la ciudadanía, tengan ganancias modestas en su calificación, 

como la policía, con 0.3 puntos, y los diputados federales, con 0.7.

39	 En la Quinta Encuesta Nacional de Cultura Política y Prácticas Ciudadanas (Encup 2012), la Supre-
ma Corte de Justicia obtuvo una calificación de 5.6 en una escala de confianza de 0 a 10. Véase 
Secretaría de Gobernación (2012, pregunta 30_18).

40	 En la Quinta Encuesta Nacional de Cultura Política y Prácticas Ciudadanas (Encup 2012), que ya 
hemos citado, los “jueces” obtuvieron una calificación de 5.7 en una escala de confianza de 0 a 
10. Véase Secretaría de Gobernación (2012, pregunta 30_17).
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En general, como hemos señalado, resulta preocupante que algunas de 

las instituciones que mayor confianza despertaban entre los mexicanos ten-

gan pérdidas apreciables en su calificación. Sin duda, en algunos casos esa 

pérdida es “inmerecida”, si así puede decirse, esto es, que la percepción no 

corresponde necesariamente a un deterioro institucional real. El ine sigue 

organizando los procesos electorales con la misma eficacia y confiabilidad 

que el antiguo ife. Sin embargo, acontecimientos de gran impacto mediáti-

co, como la desaparición de los estudiantes normalistas de Ayotzinapa, a 

fines de 2014, pueden ser interpretados por los ciudadanos como un signo 

de que el conjunto de las instituciones está fallando en el cumplimiento de 

sus tareas y de ahí la tendencia a la pérdida de confianza en ellas.

En relación con los tribunales, el cuadro nos permite apreciar que ocu-

pan un lugar intermedio en los niveles de confianza que les otorga la ciuda-

danía. En este sentido, su desafío consiste en encontrar el modo de influir 

positivamente en la imagen que de ellos tienen los mexicanos, a fin de que 

puedan ser identificados como las piezas más importantes y confiables del 

Estado de derecho. Ello no resulta sencillo, pues mucho depende de que 

los medios de comunicación puedan transmitir adecuadamente la comple-

jidad de la tarea que realizan, pero su impacto más duradero puede darse 

en el contacto directo con los justiciables, que si bien es numéricamente 

reducido, puede tener una difusión significativa en su entorno social.

Ahora queremos llamar la atención en el contraste que parecen revelar 

los dos últimos cuadros que hemos analizado. En apariencia, los niveles de 

“respeto” que se manifiestan respecto de las instituciones son más eleva-

dos que la calificación de la “confianza” que reciben algunas de dichas ins-

tituciones. Sin querer proponer una diferencia esencial entre “respeto” y 

“confianza”, sí encontramos elementos para pensar que no se trata del mis-

mo concepto. Una institución puede contar con “respeto”, en el sentido de 

gozar de peso, autoridad y poder reales, incluso despertar miedos y temo-

res, y aún así no tener el mismo grado de “confianza” por parte de los ciu-

dadanos. Dicho en otras palabras: la “confianza” podría estar más asociada 

a la aceptación desde un punto de vista valorativo, mientras que el “respe-

to” podría identificarse más con el reconocimiento del poder y el peso efec-

tivos de una institución, especialmente si pueden hacer uso de la fuerza, 

como el ejército y la policía.
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Por último, para cerrar este capítulo vamos a analizar, en el cuadro 3.19, 

una pregunta que se refiere a la credibilidad de las instituciones judiciales 

en relación con otras fuentes de información y comunicación en la sociedad.

Cuadro 3.19

Pregunta 48. Si  USTED SE ENTERA DE que una persona es culpable de haber 
cometido un delito, LO considera ASÍ PORQUE...

porcentajes

Es culpable
Tiene 
dudas

No es 
culpable

Depende
(esp)

ns/nc

Lee en un periódico 23.4 41.1 12.3 14.6   7.9

Ve en la televisión 23.3 40.6 12.9 14.9   8.3

Un juez dicta sentencia 22.9 37.7 11.5 15.1 12.8

Escucha en la radio 19.2 45.8 10.3 16.2   8.5

Una organización social dice 15.3 37.3 14.0 17.3 16.1

Lee en redes sociales 13.1 43.2 12.3 17.8 13.6

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.

La pregunta se encuentra estrechamente relacionada con el principio de 

presunción de inocencia, uno de los temas relevantes de la reforma penal 

de 2008, que lo explicitó en el texto constitucional. Entre los derechos de 

toda persona imputada, de acuerdo con la fracción i del apartado b del artí-

culo 20, se encuentra el derecho “a que se presuma su inocencia mientras 

no se declare su responsabilidad mediante sentencia emitida por el juez de 

la causa”. Siguiendo el texto constitucional, de las opciones anteriores, la 

del juez que dicta sentencia es la única que en verdad permitiría juzgar que 

alguien es culpable de un delito. Sin embargo, como se observa en el cua-

dro, los periódicos y la televisión gozan de algo más de credibilidad en rela-

ción con los jueces, pero la de éstos es superior a la de la radio, las 

organizaciones sociales y las redes sociales.41

41	 A pesar de la popularidad y penetración en la sociedad que han obtenido las llamadas “redes 
sociales” en los años recientes de su crecimiento exponencial, la población todavía no las obser-
va como fuentes de información verídica que superen a los medios de comunicación masiva tra-
dicionales del siglo xx como los periódicos y la televisión. 
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Del lado opuesto, las opciones relativas a considerar que la persona no 

es culpable se encuentran entre 10.3 y 14 por ciento. En otras palabras, la 

descalificación hacia el juicio emitido por ciertos sujetos tampoco muestra 

una significativa diferencia entre el facultado constitucionalmente para rea-

lizarlo, el juez, y otros sujetos públicos. En este aspecto, tampoco es el juez 

quien recibe la menor descalificación, sino que ocupa el segundo lugar (11.5 

por ciento) después de la radio (10.3 por ciento). 

Llama la atención que, en general, ninguno de los medios de acceso a la 

información en relación con la responsabilidad en la comisión de un delito 

genere demasiada convicción o rechazo en la población. Las opciones más 

populares son aquellas que permiten un margen de duda relevante respec-

to de la información que se recibe. En promedio, cuatro de cada diez mexi-

canos tendría dudas de la culpabilidad de una persona enterándose por 

cualquier medio. Si lo dice una ong (37.3 por ciento), un juez (37.7 por cien-

to), la televisión (40.6 por ciento), un periódico (41.1 por ciento), redes socia-

les (43.2 por ciento) y radio (45.8 por ciento). Además de lo anterior, apareció 

como una respuesta espontánea “depende”, alcanzando un porcentaje sig-

nificativo, entre 14.6 y 17.8 por ciento de la muestra. Incluso la opción de 

“no sabe” en esta pregunta alcanza entre 7.3 y 14.4 por ciento. Sumando 

estas opciones encontramos que casi siete de cada diez mexicanos sería 

escéptico de la culpabilidad de una persona, enterándose por cualquier 

medio, ya sea un juicio jurídico formal o uno mediático.

Podemos concluir que en la aproximación de la sociedad hacia la presun-

ta culpabilidad (o inocencia) de una persona en la comisión de un delito y 

conforme a la fuente de información, no existe un sujeto que genere convic-

ción o rechazo generales, sino que la población parece ser cautelosa res-

pecto de todas las opciones. Esto es un problema para el sistema procesal 

penal, porque el encargado constitucionalmente de hacerlo, el juez, no se 

distingue de los demás sujetos que emiten juicios públicos de culpabilidad. 

Parece ser que la población no tiene claro que el juez sea el único sujeto 

cuyo juicio de culpabilidad (o inocencia) debería tener el mayor asentimien-

to social, ni que tenga conocimiento y respeto del principio de presunción 

de inocencia, el cual nos obliga a todos a considerar como inocente a todo 

aquel que no haya sido juzgado culpable por un juez o tribunal.
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Capítulo 4

Percepciones sobre jueces, 
magistrados y tribunales

Observaciones preliminares

Como hemos señalado en la introducción a este volumen, los tribunales 

constituyen el núcleo del sistema de justicia, pues son los órganos que tie-

nen la autoridad para resolver, de manera jurídicamente vinculante, los con-

flictos que surgen en la vida social. Más aún, constituyen el centro del 

sistema jurídico mismo porque, como explica Niklas Luhmann, los tribunales 

son los únicos órganos del derecho que tienen la obligación institucionaliza-

da de resolver cualquier controversia que se les plantee, pues de otro modo 

incurrirían en una grave responsabilidad que se conoce como “denegación 

de justicia”. Por el contrario, ni los legisladores están obligados a legislar, ni 

los particulares están obligados a celebrar contratos (por eso constituyen la 

“periferia” del sistema jurídico). Son los tribunales los que garantizan que 

toda controversia jurídica sea decidible y, de ese modo, que las comunica-

ciones jurídicas no interrumpan su ciclo social.1

1	 Véase Luhmann (2002, pp. 359 y ss.).
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En las sociedades contemporáneas, los tribunales conforman un comple-

jo aparato organizado, del cual debemos distinguir dos tipos de funciones: 

por un lado se encuentra la función propiamente jurisdiccional, que consiste 

en la expedición de sentencias y resoluciones que pongan fin a los conflictos 

que llevan ante ellos los justiciables y que, bajo determinadas condiciones, 

tendrán también efectos vinculantes para un círculo más amplio de sujetos 

(para otros tribunales, para los poderes Ejecutivo y Legislativo, y eventual-

mente para todos los justiciables); por el otro, podemos hablar del servicio 

de justicia, es decir, del conjunto de actividades, dependientes de la organi-

zación judicial, que permiten realizar de manera institucional y ordenada la 

función jurisdiccional.2

El servicio de justicia tiene también gran importancia, pues al definir las 

condiciones concretas (por ejemplo, horarios de atención al público, insta-

laciones y edificios que alojan a los órganos jurisdiccionales, preparación del 

personal con el que tienen trato los justiciables, división interna del trabajo, 

etcétera) bajo las cuales jueces y tribunales resuelven los conflictos, influyen 

también en la percepción y evaluación de la justicia por los ciudadanos. 

Como ha demostrado acuciosamente la corriente de estudios que se cono-

ce como procedural justice (“justicia procesal”), el trato que reciben los jus-

ticiables en los procedimientos en que participan o intervienen afecta de 

manera muy significativa su valoración del resultado de dichos procedimien-

tos, su opinión sobre la legitimidad del sistema, así como, en general, su 

disposición a obedecer a la autoridad y a las leyes.3 Como veremos en las 

preguntas que se analizan más adelante, las personas no sólo tienen per-

cepciones y expectativas definidas sobre la función jurisdiccional que des-

empeñan jueces y magistrados, sino también sobre el acceso al servicio de 

justicia y sobre el trato que esperan de las autoridades judiciales, aunque 

nunca hayan tenido contacto con ellas.

En México los tribunales forman también un sistema complejo que con-

viene describir de manera muy somera. Por efecto del federalismo dual que 

adoptaron nuestros constituyentes desde el siglo xix, inspirado en el mode-

lo constitucional de Estados Unidos de América, fijado en su Constitución 

2	 Sobre las dimensiones organizacionales del funcionamiento de los tribunales puede verse Fix-Fie-
rro (2006, capítulo cuarto).

3	 De una bibliografía muy extensa puede verse Tyler (2006).
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federal de 1787, nuestro país cuenta con dos sistemas de tribunales que en 

principio son independientes entre sí: los tribunales federales y los tribuna-

les de las entidades federativas. La función jurisdiccional federal es desem-

peñada principalmente por el Poder Judicial de la Federación, si bien hay 

otros tribunales federales, como el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Ad-

ministrativa o los tribunales agrarios, que no están formalmente ubicados en 

el Poder Judicial federal. Cada entidad federativa cuenta con un poder Ju-

dicial propio, pero es común que al lado de él se hayan creado también 

otros tribunales de carácter local.4

Aunque en principio los poderes judiciales federal y locales, así como los 

tribunales que no forman parte de ellos, son autónomos e independientes 

entre sí, la realidad es que todos ellos se encuentran unificados a través del 

juicio de amparo. Como lo hemos explicado en el capítulo precedente, el jui-

cio de amparo es un procedimiento jurisdiccional a cargo de los tribunales del 

Poder Judicial de la Federación que permite revisar la constitucionalidad y la 

legalidad de la actuación de todas las autoridades públicas del país, incluyen-

do a los mismos tribunales, cuando los ciudadanos (llamados “quejosos” en la 

jerga del amparo) alegan que han sido violados sus derechos constituciona-

les.5 De esta manera, las sentencias de los tribunales de las entidades federati-

vas, así como las resoluciones de los tribunales autónomos, sean éstos locales 

o federales, pueden ser revisadas en última instancia por la justicia federal, en 

cuya cúspide está la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

En la Encuesta Nacional de Justicia 2015 (enj 2015) se exploran las per-

cepciones, opiniones y actitudes de la población en relación con jueces, 

magistrados y tribunales, así como con sus sentencias y resoluciones, me-

diante una extensa batería de preguntas cuyas respuestas analizamos en el 

presente capítulo. En general, las preguntas no hacen distinción expresa 

entre los diversos órdenes y jerarquías de tribunales que hay en nuestro 

país, si bien suponemos que las personas entrevistadas tendrán más en 

mente a los tribunales de la entidad federativa en que habitan, y muchas de 

las preguntas así lo presuponen.

4	 Véase el anexo.
5	 Véase en el capítulo anterior el análisis de las preguntas de la enj 2015 que se refieren al juicio 

de amparo y sus funciones (cuadros 3.8 a 3.10).

MVSM_21_Justicia_interiores.indd   137 9/24/15   10:04 PM



138

Lo
s 

m
ex

ic
an

o
s 

vi
st

o
s 

p
o

r 
sí

 m
is

m
o

s

Antes de iniciar el análisis conviene hacer algunas precisiones terminoló-

gicas. La palabra “jueces” puede tomarse en un sentido genérico para refe-

rirse a toda clase de juzgadores. En México tiene un sentido más específico, 

para hacer alusión a los juzgadores de niveles inferiores. Así, en las entida-

des federativas tenemos jueces de primera instancia, “jueces de paz”, “jue-

ces municipales”, “jueces cívicos”, etcétera. A nivel federal tenemos a los 

“jueces de distrito”. Los órganos en los que realizan sus labores los jueces 

se denominan habitualmente “juzgados”. La categoría de “magistrado” se 

refiere usualmente a un juzgador de apelación que integra un “tribunal” 

(voz que también se puede utilizar genéricamente para referirse a cualquier 

órgano jurisdiccional) o una “sala”, que pueden ser colegiados o unitarios, 

es decir, formados por varios juzgadores (habitualmente tres) o por uno 

solo. “Ministros” solamente se les llama en la actualidad a los que integran 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación6 y, al momento actual, la Suprema 

Corte es la única corte que tenemos en México.7 

Percepciones sobre jueces, magistrados y 
tribunales

Problemas justiciables y trato esperado en los tribunales

La primera pregunta que examinaremos se refiere al trato que las personas 

entrevistadas esperarían recibir si tuvieran un problema y acudieron a un 

tribunal, de acuerdo con el cuadro 4.1.

Del cuadro 4.1 podemos desprender que, en términos generales, los en-

trevistados esperarían un trato correcto y buenos resultados de su recurso a 

un tribunal. No sabemos quiénes, entre los integrantes de la muestra, han 

6	 Ha habido épocas en que se les ha denominado formalmente como “magistrados”, que es una 
denominación que puede aplicarse también a los jueces de máxima jerarquía en un país.

7	 Hace algunas décadas había “cortes penales” colegiadas en el Distrito Federal, pero desapare-
cieron para dar lugar a los juzgados penales de primera instancia (lo que dicho sea de paso, 
permitió multiplicar por tres el número de órganos jurisdiccionales de ese nivel…). Por otra parte, 
podemos agregar que es frecuente que los científicos sociales hablen de “cortes” para referirse 
a los tribunales, seguramente por la influencia del inglés “courts”, que equivale a nuestra deno-
minación genérica de “tribunal”.

MVSM_21_Justicia_interiores.indd   138 9/24/15   10:04 PM



139

Ju
st

ic
ia

tenido contacto efectivo con una autoridad judicial, pero suponemos que es 

una minoría muy pequeña,8 por tanto, es altamente probable que la mayoría 

de los encuestados exprese su opinión con base en experiencias de otras 

personas cercanas a ellos y, sobre todo, con apoyo en las experiencias que 

hayan tenido con otras autoridades públicas.

Cuadro 4.1

Pregunta 40. Si tiene un problema y recurre a los tribunales y juzgados, 
usted esperaría que…

porcentajes

Sí No Depende 
(esp)

ns/nc

Sean respetuosos en el trato 85.0   6.1   6.1   2.8

Escuchen sus puntos de vista 75.1 14.0   7.7   3.2

Hagan lo justo para la situación 71.6 14.5   9.8   4.2

Resuelvan su problema satisfactoriamente 68.9 17.0 10.0   4.1

Lo atiendan rápidamente 65.0 22.6   8.5   3.9

Lo traten con imparcialidad 63.8 18.7 11.0   6.5

Intenten que desista de presentar su problema 31.5 49.5 10.2   8.8

Le pidan una mordida 25.3 61.1   9.8   4.7

Desconfíen de su palabra 25.1 62.0   8.1   4.8

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.

El cuadro revela, sin embargo, que hay diferencias significativas en las 

percepciones positivas y negativas de los entrevistados respecto del trato 

que esperarían de un tribunal. La gran mayoría, 85 por ciento, espera un 

trato respetuoso, y 75 por ciento anticipa que se escucharán sus puntos de 

vista. La expresión sobre que harán “lo justo para la situación” es ambigua, 

8	 En una encuesta levantada en la ciudad de México en 1996, de 400 personas entrevistadas ape-
nas 7 por ciento había tenido algún contacto o relación con un juzgado o tribunal. Este contacto 
o relación sí tenía efectos sobre las opiniones de los encuestados: quienes lo habían tenido ex-
presaban una mejor opinión sobre la honestidad de jueces y tribunales, pero peor en relación con 
los abogados. Véase Covarrubias y Asociados (1996). Podemos suponer que el porcentaje no 
sería mucho mayor en la muestra de la enj 2015, pero esta circunstancia no se preguntó de ma-
nera específica.
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pero provoca una respuesta positiva de 71 por ciento; no obstante, casi 10 

por ciento contesta espontáneamente “depende”, es decir, que su expec-

tativa está sujeta a elementos más amplios de información. Los porcentajes 

de quienes esperan que su problema se resuelva satisfactoriamente, que el 

procedimiento sea rápido y que el trato sea imparcial, son todavía mayorita-

rios, pero menores a los que se refieren al trato esperado, es decir, son me-

jores las expectativas que se refieren al servicio de justicia que las relativas 

al resultado de la función jurisdiccional. Finalmente, la pregunta contiene 

también opciones sobre trato negativo, y si bien las respuestas son minori-

tarias, de todos modos se trata de porcentajes significativos, que oscilan 

entre 25 y 31 por ciento. La primera —que los tribunales intenten que las 

personas se desistan de plantear su problema— es, desafortunadamente, 

una estrategia frecuente de las autoridades del sistema de justicia —como 

el Ministerio Público e incluso los tribunales— frente a los ciudadanos, con el 

propósito de disminuir la carga de trabajo y evitar asuntos complejos y mo-

lestos.

Así, por ejemplo, Catalina Pérez Correa realizó una investigación me-

diante observación participante en una agencia del Ministerio Público en el 

Distrito Federal. Ahí pudo observar que muchas personas acuden a esa ins-

titución con toda clase de conflictos y problemas y que el llamado “agente 

de barandilla” les ofrecía información, generalmente correcta, sobre las au-

toridades y los trámites a los que debían acudir Sin embargo, tratándose de 

denuncias penales, también observó que había una política explícita de di-

suasión de las denuncias penales, en un intento por reducir las tasas delicti-

vas oficiales. El jefe de la oficina exigía a sus subordinados cumplir ciertas 

metas de reducción, sugiriéndoles que no iniciaran una averiguación previa 

por cualquier asunto que llegara a la agencia.9 Esta táctica tampoco es des-

usada en los juzgados y tribunales, según algunos de los testimonios reco-

gidos recientemente por los foros sobre justicia cotidiana.10

9	 Pérez Correa (2008, p. 11).
10	 José A. Caballero y Rodrigo Meneses recogen el testimonio de un ciudadano que se queja de des-

pido injustificado en una dependencia de gobierno de un estado de la República. Al acudir a la 
Junta de Conciliación, que es un tribunal del trabajo, los mismos jueces le aconsejaron no llevar 
adelante el asunto “porque sólo perdería tiempo y dinero”. Véase Caballero y Meneses (2015, p. 20).
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La segunda alude a una expectativa, bastante elevada, de corrupción, 

que se identifica en el capítulo precedente como un problema central del 

sistema de justicia, mientras que la tercera refleja en realidad la desconfian-

za de los ciudadanos hacia los tribunales, aunque formulada de manera in-

versa, es decir, como posible desconfianza del tribunal hacia el ciudadano.

Garantías judiciales

En la terminología jurídica, se entiende por garantías judiciales al conjunto 

de instrumentos contenidos en la Constitución y en las leyes para asegurar 

la independencia de los juzgadores, la autonomía de los tribunales y la efi-

cacia de sus resoluciones. En términos generales, estas garantías se refieren 

a la selección, nombramiento, estabilidad y remuneración de jueces y ma-

gistrados. La enj 2015 incluyó varias preguntas relacionadas con estos te-

mas, para conocer las percepciones de la población al respecto.

La primera pregunta se refiere a la percepción que tienen los entrevista-

dos sobre la independencia de los jueces y magistrados, de acuerdo con los 

datos que se presentan en el cuadro 4.2.

Cuadro 4.2

Pregunta 41. ¿Qué tan independientes cree usted que son  
los jueces y magistrados para tomar sus propias decisiones?

porcentajes

Muy independientes 11.5

Independientes 27.0

Ni dependientes, ni independientes (esp) 30.5

No son independientes 13.4

Nada independientes   6.1

Depende (esp)   2.2

Otra (esp)   0.3

ns/nc   9.0

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.
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El tema de la independencia de jueces y magistrados es central para la 

impartición de justicia. Solamente si los juzgadores son capaces de aplicar 

la Constitución y las leyes sin otra consideración que su propio criterio y sin 

responder a influencias indebidas, internas y externas al Poder Judicial, pue-

de considerarse que “hacen justicia”. Sabemos que alrededor de la impar-

tición de justicia gravita toda clase de intereses, de modo que la 

independencia judicial solamente será efectiva si los jueces y magistrados 

gozan de protecciones especiales (las “garantías judiciales” de que hemos 

hablado), como el salario o la inamovilidad, que los aíslen de esos intereses 

y presiones.

En México, el tema de la independencia judicial sigue siendo de central 

importancia, sobre todo respecto de la justicia en las entidades federativas. 

El juicio de amparo contra sentencias judiciales se aceptó, a fines del siglo 

xix, precisamente porque la justicia local estaba políticamente subordina-

da, mientras que la justicia federal gozaba de mucho mayor independencia 

y prestigio. La Constitución de 1917 “oficializó” este estado de cosas y a 

pesar de haber transcurrido casi un siglo, si uno escucha actualmente a los 

abogados, éstos insisten todavía con vehemencia en que resulta imprescin-

dible tener la posibilidad de llevar los asuntos locales ante la justicia fede-

ral, como protección contra la intervención y las presiones de las autoridades 

locales en algunos juicios sensibles. Sin embargo, la medición de la presen-

cia o ausencia de la independencia judicial es muy compleja, de modo que 

no es procedente hacer un juicio general al respecto. Para la población, 

que en su mayor parte no ha tenido contacto con los tribunales, resulta 

particularmente difícil tener una percepción clara de si los jueces y magis-

trados gozan o no de independencia cuando dictan sus resoluciones. Ello 

se muestra con el elevado porcentaje de quienes, espontáneamente, dicen 

que no son dependientes ni independientes, además de que es relativa-

mente alta también la respuesta de quienes no saben o no contestan (9 por 

ciento).

Así, tenemos entonces que 30.5 por ciento de encuestados no tienen 

una percepción definida sobre el grado de independencia de que gozan 

jueces y magistrados en nuestro país. En contraste con lo anterior, 38.5 por 

ciento considera que jueces y magistrados son  “muy independientes” o 

“independientes”, mientras una minoría, que suma 19.5 por ciento de los 
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encuestados, considera que no son independientes en ningún grado.11 Nó-

tese que no hay una mayoría que perciba la independencia judicial en Mé-

xico como una característica visible y generalizada en el funcionamiento del 

Poder Judicial, lo que redunda en la desconfianza que hemos identificado 

en el contexto de otras preguntas.

Una cuestión que podemos vincular con la de la independencia judicial 

se refiere a los órganos encargados de realizar los nombramientos de jueces 

y magistrados, pues una percepción difundida (y no necesariamente correc-

ta), incluso en los estudios académicos, es que la independencia depende 

en mucho de quién o quiénes lleven a cabo esas designaciones. El cuadro 

4.3 se ocupa de esta cuestión.

Cuadro 4.3

Pregunta 47. ¿Quién piensa usted que debe nombrar a los jueces y 
magistrados?

porcentajes

El propio Poder Judicial 17.6

Los poderes Ejecutivo y Legislativo, conjuntamente 25.4

El Poder Ejecutivo 12.0

El Poder Legislativo   5.6

El voto popular 14.8

Las universidades   5.6

Los abogados   0.8

Otra (esp)   1.7

ns/nc 16.5

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.

En primer lugar, llama la atención la dispersión de las respuestas, lo que 

se debe en parte al número elevado de opciones y a la dificultad de pronun-

11	 Las encuestas de cultura constitucional de 2003 y 2011, a las que ya nos hemos referido en nu-
merosas ocasiones, plantearon una pregunta similar, pero no son comparables con la que exami-
namos porque las opciones de respuesta no fueron exactamente las mismas. Sin embargo, el 
porcentaje de quienes señalaron en esas ocasiones que los jueces eran “totalmente” o “bastante 
independientes” fue de 36.5 en 2003 y de 47.7 en 2011, lo que es relativamente comparable con 
quienes dijeron que jueces y magistrados son “muy independientes” o “independientes” en la 
enj 2015: 38.5 por ciento.
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ciarse sobre una cuestión compleja, lo que se manifiesta en el considerable 

porcentaje de quienes no supieron o no dieron respuesta (16.5 por ciento).

Ahora bien, si enfocamos el tema de los nombramientos de jueces y ma-

gistrados desde el punto de vista de la garantía de la independencia judi-

cial, especialmente frente a los poderes Ejecutivo y Legislativo, uno 

esperaría que la mayoría de los entrevistados se pronunciara a favor del 

propio Poder Judicial o de otras instituciones con prestigio e independen-

cia, como las universidades o las organizaciones no gubernamentales, como 

órganos de los nombramientos o las propuestas judiciales, lo que no sucede 

en realidad conforme a los datos del cuadro. La opción con más respuestas 

otorga a los poderes Ejecutivo y Legislativo la responsabilidad de designar 

a jueces y magistrados, lo que efectivamente ocurre con los magistrados de 

los tribunales superiores y supremos tribunales de las entidades federativas, 

y a nivel federal, con los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación. Aparentemente, los entrevistados juzgan que es conveniente que 

los jueces de los órganos judiciales superiores sean designados mediante la 

colaboración de los otros poderes —y no solamente por uno de ellos—, y 

que esto no sería obstáculo, al menos teóricamente, a la posibilidad de que 

sean independientes.

Por otro lado, es significativo el porcentaje de quienes se pronuncian 

por el nombramiento a cargo del propio Poder Judicial, lo que también es 

usual en nuestro sistema de justicia para los juzgadores de los órganos in-

feriores: jueces de primera instancia o mixtos de paz en las entidades fede-

rativas, y jueces de distrito y magistrados de circuito en el Poder Judicial de 

la Federación. Los jueces y magistrados que forman parte de tribunales no 

adscritos al correspondiente Poder Judicial (como los tribunales electorales 

o los contencioso-administrativos) son nombrados habitualmente por algu-

na forma de colaboración entre los poderes Ejecutivo y Legislativo, en oca-

siones con intervención del propio Poder Judicial.

Así pues, conforme a los datos examinados, casi la mitad de los encues-

tados percibe, y juzga en principio correcto, el sistema de nombramientos 

judiciales que ya se encuentra establecido en el país. Por eso llama la aten-

ción el porcentaje significativo de quienes escogen el “voto popular” como 

método de designación alternativo de jueces y magistrados: 14.8 por ciento 

o casi uno de cada siete entrevistados.
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En 2011, en la Encuesta Nacional de Cultura Constitucional se preguntó 

directamente: “82. Actualmente los jueces y magistrados son nombrados 

por el Poder Judicial. Por lo que usted piensa, ¿la gente debe o no debe 

elegir a los jueces y magistrados por medio de su voto?” La respuesta: 55.1 

por ciento contestó que “sí” y 21 por ciento, que “sí, en parte”, mientras 

que solamente 13.9 por ciento se pronunció decididamente por el “no”. 

Resulta evidente que la respuesta está influida por la formulación de la pre-

gunta, porque las únicas opciones eran el Poder Judicial o el voto popular. 

Pero quizá la respuesta de 2011 pueda entenderse mejor a la luz de la ENJ 

2015, pues hemos visto que, ante diversas opciones, sólo una minoría consi-

deró que debe ser el propio Poder Judicial o el voto popular el que haga los 

nombramientos.

Si en una democracia “todo poder público dimana del pueblo y se insti-

tuye para beneficio de éste”, como reza el artículo 39 de la Constitución de 

1917, es lógico pensar que también los juzgadores deben tener una legiti-

mación democrática, asentada de algún modo en el voto popular. Este razo-

namiento llevó a instaurar la elección popular de los jueces locales en 

Estados Unidos durante el siglo xix. Sin embargo, en la actualidad se consi-

dera que la elección popular tiene más bien efectos inconvenientes, y si 

bien muchos estados conservan alguna forma de votación popular en esta 

materia, se han introducido mecanismos de selección meritocrática para la 

primera designación (normalmente por el gobernador con apoyo en una 

comisión de expertos), y la votación popular se conserva para sucesivas rati-

ficaciones periódicas en una modalidad que, en general, no es partidista ni 

competitiva; esto es, se somete al votante solamente la ratificación o no del 

juez, lo que ocurre en la abrumadora mayoría de los casos.12 Salvo este caso 

peculiar, en casi todos los países los jueces y magistrados, incluyendo los 

tribunales constitucionales cuyas funciones políticas son expresas, no son 

electos por el voto popular directo, sino a través de la colaboración de los 

poderes Ejecutivo y Legislativo, es decir, que su legitimidad democrática es 

indirecta.13 No obstante, la propuesta de elección popular de los jueces con 

12	 Aunque ya no es muy reciente, sobre la selección y el nombramiento de los jueces en Estados 
Unidos puede leerse con provecho un ensayo de David S. Clark: Clark (1990). 

13	 Sobre la problemática de los nombramientos judiciales en el mundo contemporáneo puede verse 
Malleson y Russell (eds.) (2007).
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el objetivo declarado de “democratizar” al Poder Judicial sigue siendo de 

actualidad, como lo demuestran los casos recientes de Argentina y Bolivia.14

En la tradición jurídica mexicana, los jueces y magistrados han sido de-

signados por los órganos políticos y por los órganos judiciales superiores, y 

así sucede todavía en la actualidad. En el siglo xix, sin embargo, se inició el 

experimento de la elección popular indirecta de los ministros de la Suprema 

Corte de Justicia, conforme a la Constitución de 1857, bajo la premisa de 

que sus funciones eran también políticas y debían estar legitimadas por la 

soberanía popular. Bajo este sistema llegaron a nuestro máximo tribunal al-

gunos de los nombres más ilustres del derecho mexicano, pero lo cierto es 

que las elecciones respectivas eran ejercicios más bien ficticios que se fue-

ron desnaturalizando todavía más por el carácter autoritario del gobierno 

del general Porfirio Díaz.15 La crítica a este sistema llevó al Constituyente de 

1916-1917 a suprimir la elección popular de los ministros de la Corte y a es-

tablecer la designación de tales ministros por el Congreso de la Unión, pero 

es inevitable que este tipo de propuestas resurjan periódicamente y en esos 

casos lo más probable es que no sean aceptadas.16

Una de las garantías judiciales más importantes es la de la remuneración 

de los juzgadores, la cual ha contado tradicionalmente con una protección 

adicional, en el sentido de no poder ser disminuida durante su encargo. Así, 

el artículo 94 dispone lo siguiente respecto de los juzgadores que integran 

14	 De acuerdo con la Constitución boliviana de 2009, los magistrados del Tribunal Supremo de 
Justicia, del Tribunal Agroambiental, del Consejo de la Magistratura y del Tribunal Constitucional 
Plurinacional, son electos por sufragio universal, a partir de una preselección de candidatos que 
hace la Asamblea Legislativa. Los candidatos no pueden hacer campaña ni pertenecer a organi-
zaciones políticas (véanse los artículos 182, parágrafo I, 188 parágrafo I, 194 parágrafo I, y 198). 
En Argentina, mediante Ley 26.855 de 2013, se dispuso que algunos integrantes del Consejo de 
la Magistratura fueran electos por voto popular, pero la Corte Suprema de Justicia de ese país 
declaró inconstitucional esta modificación.

15	 Sobre el funcionamiento de este sistema de elección de los ministros durante la última década 
del porfiriato puede verse Cossío Díaz (2014, pp. 35 y ss.).

16	 El 24 de febrero de 2015, el senador Manuel Bartlett Díaz, del Partido del Trabajo (pt), presentó 
al Senado de la República una iniciativa de reforma constitucional para que los ministros de la 
Suprema Corte y los magistrados del Tribunal Electoral sean electos por voto popular. De acuerdo 
con esta iniciativa, las propuestas las harían las universidades y las organizaciones no guberna-
mentales. Las personas propuestas realizarían un examen y los cinco candidatos mejor calificados 
serían sometidos a elección popular a través del Instituto Nacional Electoral. Véase la Gaceta del 
Senado de la República, México, tomo I, núm. 90, 24 de febrero de 2015, pp. 68 y ss.
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el Poder Judicial de la Federación: “La remuneración que perciban por sus 

servicios los ministros de la Suprema Corte, los Magistrados de Circuito, 

los Jueces de Distrito y los Consejeros de la Judicatura Federal, así como los 

Magistrados Electorales, no podrá ser disminuida durante su encargo”.

Por supuesto, esta garantía suscita inmediatamente algunos problemas 

de interpretación, el principal de los cuales tiene que ver con la deprecia-

ción de la moneda a través de la inflación. ¿Implica esta garantía la conser-

vación del valor real de la remuneración o sólo la del valor nominal? 

Independientemente de cómo se resuelva la cuestión, de poco sirve la ga-

rantía si la remuneración es muy reducida e inadecuada a las funciones. En 

general, en México los funcionarios de la justicia, en particular los jueces y 

magistrados, han estado mal pagados hasta tiempos relativamente recien-

tes. La pregunta que se planteó en la enj 2015 se refiere a la percepción de 

la gente en relación con el nivel actual de las percepciones salariales de los 

juzgadores, como se ve en el cuadro 4.4.

Cuadro 4.4

Pregunta 51. En general, ¿qué tan bien o qué tan mal pagados piensa 
usted que están los jueces en México por la labor que realizan?

porcentajes

Muy bien pagados 48.1

Bien pagados 26.4

Ni bien ni mal pagados (esp) 18.0

Mal pagados   3.0

Muy mal pagados   0.5

Otra (esp)   0.2

ns/nc   3.8

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.

El sentido de los datos es muy claro: una mayoría de casi tres cuartos (74.5 

por ciento) piensa que los jueces en México están “muy bien pagados” (48.1 

por ciento) o “bien pagados” (26.4 por ciento), mientras que una minoría 

muy reducida de 3.5 por ciento se inclina a pensar que están “mal pagados” 

o “muy mal pagados”. Casi una quinta parte (18 por ciento) no está segura y 

opta por contestar espontáneamente que “ni bien ni mal pagados”.
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¿Coinciden estas percepciones con la realidad? En el caso del Poder Ju-

dicial de la Federación no hay duda de que sí. Existe un consenso y hasta 

una corriente de opinión muy crítica, en el sentido de que las remuneracio-

nes en el Poder Judicial de la Federación, y en particular las de los ministros 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, son muy elevadas, no sólo en 

comparación con las de la mayoría de las instituciones públicas del país, 

sino también en el contexto internacional de los órganos jurisdiccionales 

que realizan funciones equivalentes.17

En una acuciosa investigación realizada a partir de la información pública 

consignada en sus páginas web, Julio Bustillos compiló los datos sobre los 

salarios promedio mensuales de los jueces constitucionales en el continente 

americano para el año de 2010. De acuerdo con esta información, los minis-

tros de la Suprema Corte mexicana tenían la remuneración más elevada, con 

más de 33 000 dólares de Estados Unidos, seguidos de los jueces de la Cor-

te Suprema de Canadá, con más de 27 000, y los del Tribunal Supremo de 

Venezuela, con más de 22 000; los salarios más bajos correspondieron a los 

jueces constitucionales de Costa Rica y Haití, con menos de 3 000 dólares 

mensuales.18 En Europa, los únicos jueces constitucionales cuya remunera-

ción era cercana o superior a la de los ministros de la Corte mexicana para 

el mismo año, eran los italianos (37 300 dólares) y los suizos (32 000).19

El panorama de las remuneraciones en los poderes judiciales de las enti-

dades federativas es muy distinto o, al menos, muy dispar. Hay poderes ju-

diciales que ofrecen remuneraciones bastante elevadas a sus juzgadores y 

17	 Hasta mediados de los años ochenta, las remuneraciones de los servidores del Poder Judicial de 
la Federación eran muy modestas. Los secretarios de la Suprema Corte frecuentemente desem-
peñaban otras funciones remuneradas, lo que contaba con la tolerancia de los ministros mientras 
no fueran incompatibles con sus tareas jurisdiccionales. La remuneración de los ministros mismos 
no era mala, pero tampoco comparable con la de los más altos cargos de la administración públi-
ca federal. Fue el presidente Miguel de la Madrid (1982-1988) quien impulsó una mejora sustan-
cial de los salarios en el Poder Judicial federal, homologándolos a los de los funcionarios de la 
administración pública federal. La reforma constitucional de 1994-1995 que dio mayor indepen-
dencia y autonomía al Poder Judicial de la Federación ha favorecido la continua elevación de las 
remuneraciones judiciales.

18	 Bustillos (2011, p. 28). Los jueces de la Corte Suprema de Estados Unidos alcanzaban una remu-
neración mensual promedio de solamente 18 200 dólares.

19	 Bustillos (2011, p. 50). La remuneración de los jueces constitucionales alemanes, de los más pres-
tigiados y poderosos del mundo, no era superior a los 10 mil dólares mensuales.
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funcionarios judiciales, y otros cuyos salarios son comparativamente más 

reducidos. Entre los primeros podemos citar a los poderes judiciales del 

Estado de México y del Distrito Federal, y entre los segundos a los de Tlax-

cala e Hidalgo, con bastantes niveles intermedios. El cuadro 4.5 ofrece algu-

nos datos correspondientes a éstas y a otras entidades federativas, los 

cuales son fácilmente accesibles en internet.

Cuadro 4.5

Remuneraciones mensuales de jueces y magistrados 
en varias entidades federativas 

(pesos mexicanos)

Magistrado de sala Juez de 1ª instancia Año

Estado de México 200 000 100 000 2015

Distrito Federal 170 000 104 000 2015

Yucatán   92 000   62 000 2012

Quintana Roo   64 000   32 000 2014

Hidalgo   48 000   34 000 2013

Tlaxcala   40 000   30 000 2014

Fuente: elaboración propia con datos de las páginas web de los respectivos poderes judiciales. Los 
valores están redondeados.
Nota: Para la conversión de las cifras anteriores en dólares de Estados Unidos, el tipo de cambio en 
junio de 2015 fue de aproximadamente 15.50 pesos mexicanos por un dólar.

Por supuesto, las cifras sobre remuneraciones mensuales por sí solas no 

son suficientes para saber si los salarios judiciales son adecuados. Lo que sí 

puede decirse es que la remuneración contribuye a la independencia de los 

juzgadores en la medida en que les permita llevar una vida en la que no sea 

imprescindible buscar otras fuentes de ingresos, legales o ilegales. De ahí, 

por tanto, la prohibición que establecen la Constitución y las leyes, en el 

sentido de que el desempeño de la función jurisdiccional es incompatible 

con cualquier otra actividad remunerada en el sector público o en el priva-

do, salvo los cargos no remunerados en asociaciones científicas, docentes, 

literarias o de beneficencia.20

¿De dónde proviene la percepción de los ciudadanos de que los jueces 

están bien pagados? ¿Es correcta tal percepción? Resulta difícil saber de 

20	 Véase el artículo 101 constitucional.
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dónde proviene la percepción de los entrevistados que se refleja en el cua-

dro 4.4. Es posible que los ciudadanos hayan captado algún debate público 

sobre los salarios en el Poder Judicial de la Federación, pero es más proba-

ble que su percepción se refiera a la situación de los servidores públicos de 

alto rango en general, cuyas remuneraciones suponen que también son ele-

vadas, en comparación con el nivel promedio de los salarios de trabajadores 

y profesionistas, que es varias veces inferior. Por tanto, en comparación con 

los remuneraciones promedio vigentes en el país, sí puede decirse que los 

jueces mexicanos están bien pagados.

Resoluciones y sentencias judiciales

La siguiente pregunta explora las percepciones de los entrevistados respec-

to de las resoluciones y sentencias de jueces y magistrados (función jurisdic-

cional), conforme a los datos del cuadro 4.6.

Cuadro 4.6

Pregunta 42. ¿Qué tan de acuerdo está usted con las siguientes frases?
porcentajes

De 
acuerdo

De 
acuerdo, en 
parte (esp)

En 
desacuerdo, 
en parte (esp)

En 
desacuerdo

ns/nc

Los jueces y magistrados 
dejan libres a muchos 
sospechosos

34.6 31.4 17.9 10.4   5.7

Los jueces y magistrados 
favorecen a unas personas 
sobre otras

32.0 33.6 17.5   9.4   7.5

Por lo general, los jueces y 
magistrados garantizan a 
todos un juicio justo

19.7 29.8 24.1 21.4   5.0

Por lo general, en los juicios, 
los jueces y magistrados le 
dan la razón a quien 
efectivamente la tiene

19.2 30.7 23.4 19.7   7.0

Los jueces y magistrados 
son honestos

13.8 29.5 26.6 23.8   6.3

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.
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El cuadro 4.6 no es de fácil interpretación. Si sumamos a quienes están 

“de acuerdo, en parte” con los que manifiestan claramente su acuerdo, y a 

los que están “en desacuerdo, en parte” con quienes expresan abiertamen-

te su desacuerdo, podemos llegar a un resultado aparentemente contradic-

torio, pues no puede haber dos tercios de entrevistados, más de 66 por 

ciento, que sostengan las dos primeras frases, que perciben a jueces y ma-

gistrados como ineficaces o parciales, contra casi 50 por ciento que está de 

acuerdo, en alguna medida, con las tres últimas frases que afirman lo contra-

rio (aunque sea “en general”). En cambio, si dejamos fuera a quienes están 

de acuerdo o en desacuerdo, “en parte”, como grupos que no tienen clari-

dad sobre la respuesta que deben dar a la pregunta, el panorama es eviden-

te: predominan los entrevistados que tienen una percepción de 

desconfianza y, de manera particularmente visible, los que están en des-

acuerdo con la frase que “los jueces y magistrados son honestos”.

Una pregunta más examina la relación entre “ley” y “justicia” en las sen-

tencias judiciales desde el punto de vista de las expectativas de los justicia-

bles, como puede verse en el cuadro 4.7.

Cuadro 4.7

Pregunta 43. Para usted, ¿qué es más importante: que las sentencias que 
dictan los jueces y magistrados 

sean justas o que estén apegadas a lo que dispone la ley?
porcentajes

Que las sentencias que dictan los jueces y magistrados sean justas 30.9

Que estén apegadas a lo que dispone la ley 39.9

Ambas (esp) 24.8

Otra (esp)   1.3

ns/nc   3.1

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión,  iij-
unam, 2015.

De acuerdo con los datos del cuadro, un porcentaje un poco mayor de 

entrevistados piensa que las sentencias de jueces y magistrados deben ape-

garse a la ley (39.9 por ciento) frente a los que consideran que deben ser 

justas en primer lugar (30.9 por ciento), es decir que si hay conflicto entre lo 

que dispone la ley o lo que demanda la justicia, ésta debe prevalecer. Resul-
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ta muy interesante, sin embargo, que casi una cuarta parte de los entrevista-

dos (24.8 por ciento) no vea el conflicto entre esos dos valores y responda 

espontáneamente que las sentencias deben estar apegadas a la ley y ser 

también justas. Esto es posible, claro está, cuando jueces y magistrados tie-

nen un margen de apreciación para ajustar las disposiciones de la ley a lo 

que demandaría alguna determinada concepción de la justicia. 

Desde el punto de vista de los estratos que conforman la muestra y sin 

que se trate de una constatación contundente, parece ser que son los gru-

pos de personas de edad mediana, menos escolaridad y menos ingresos 

individuales o familiares, quienes tienen una mayor expectativa de justicia, 

mientras que los jóvenes y las personas con mayor escolaridad son las que 

se identifican más con el apego a la ley, quizá porque ello deja menos mar-

gen a las arbitrariedades que también pueden cometer las autoridades judi-

ciales. Por lo que se refiere a la opción “ambas”, quienes más la prefieren 

son las personas mayores de 65 años (39.9 por ciento) y quienes menos, las 

provenientes del sur del país (17.5 por ciento). Pareciera, entonces, que son 

los jóvenes y las personas más educadas quienes más se identifican con la 

legalidad estricta como principio central del Estado de derecho.

La pregunta 44, contenida en el cuadro 4.8, trata de determinar si las per-

sonas perciben que un juez, por modesta que sea su jerarquía, tiene el poder 

para suspender o anular las decisiones del mismo presidente de la República.

Cuadro 4.8

 Pregunta 44. Si el Presidente de la República está convencido de que 
hace falta un aeropuerto pero un juez dice que no puede construir ese 

aeropuerto, ¿qué decisión debe tomar el presidente?
porcentajes

2015 2011

Construir el aeropuerto 19.5 11.4

No construir el aeropuerto 49.3 48.5

Depende (esp) 13.8 10.7

Otra (esp)   7.9 23.4

ns/nc   9.5   6.0

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015 y Encuesta Nacional de Cultura Constitucional: legalidad, legitimidad de las instituciones 
y rediseño del Estado, iij-unam-ife, 2011. 

MVSM_21_Justicia_interiores.indd   152 9/24/15   10:04 PM



153

Ju
st

ic
ia

Tanto en 2015 como en 2011, que se planteó la misma pregunta,21 casi la 

mitad de los encuestados opinó que el presidente de la República debe 

obedecer al juez y no construir el aeropuerto, y sólo una minoría consideró 

que debe construirlo, es decir, que la utilidad de la obra está por encima de 

la autoridad del juez. Por supuesto, esta última opinión no está conforme 

con los principios de un verdadero Estado de derecho, en el que la última 

palabra sobre la legalidad de la actuación de las autoridades públicas, inclu-

yendo al presidente de la República, compete a los juzgadores, por más que 

dicha actuación atienda a imperativos de absoluta necesidad pública. Llama 

la atención que haya un porcentaje significativo de respuestas que no to-

man posición (“depende”, “otra”), cuando, como hemos dicho, las exigen-

cias del Estado de derecho en esta situación están perfectamente definidas.

La pregunta 45 se ocupa de la confianza que las personas tienen en las 

resoluciones de los jueces y magistrados en materia penal, de acuerdo con 

el cuadro 4.9.

Cuadro 4.9

Pregunta 45. Si una sentencia dictada por un juez o magistrado  
dice que una persona es culpable de haber cometido  

un delito, usted…
porcentajes

Considera que la persona es efectivamente culpable 17.5

Tiene dudas sobre la culpabilidad de la persona 37.0

Tiene seguridad de que la persona no es culpable 11.0

Piensa que no hay manera de saber si es culpable o no lo es 16.2

Otra (esp)   0.5

Depende (esp)   8.7

ns/nc   9.1

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.

21	 En la primera Encuesta Nacional sobre la Constitución, de 2003, se hizo una pregunta similar, sólo 
que en vez de referirse a un aeropuerto se mencionó una obra más neutra: un “monumento”. Sin 
embargo, los resultados son similares: 47.8 por ciento opinó que el presidente no debe construir 
el monumento, 30.6 por ciento dijo que sí debe hacerlo, mientras que 13.3 no supo o no contes-
tó (pregunta 59, tabla 115).
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Las respuestas que se muestran en el cuadro son de gran interés. La res-

puesta mayoritaria, con 37 por ciento, implica que siempre queda duda so-

bre la culpabilidad de los presuntos delincuentes, aunque se haya realizado 

todo un procedimiento que concluye con una sentencia condenatoria. Si a 

este porcentaje sumamos el de quienes consideran que no hay manera de 

saber si la persona es culpable o no, o bien, tienen la seguridad de que no 

es culpable, tenemos casi dos tercios de entrevistados (64.2 por ciento) que 

tiene escasa o ninguna confianza en las sentencias penales que se dictan en 

nuestro sistema de justicia. Podríamos decir que no puede ser de otra ma-

nera cuando la mayoría de las personas se entera por los medios de comu-

nicación, los cuales difícilmente pueden analizar y transmitir los complejos 

aspectos técnicos de un expediente, más aún cuando están implicadas fuer-

tes emociones sociales en casos como el secuestro o el homicidio, pero 

tampoco los especialistas encuentran elementos para confiar suficiente-

mente en la actuación del sistema de justicia. Así, por ejemplo, el escritor 

Héctor de Mauleón analizó cuidadosamente el expediente completo (13 

tomos, con miles de páginas) del sonado caso de la señora Florence Cassez, 

ciudadana francesa acusada en 2005 de formar parte de una banda de se-

cuestradores en nuestro país, y de dicho estudio llegó a la conclusión de 

que no había manera de saber si la acusada era culpable o no, pero sí esta-

ban a la vista las contradicciones y manipulaciones de la justicia, de modo 

que al final sólo quedaban “una verdad digna de sospecha o una mentira 

digna de indignación”.22 Un estudio de una muestra de sentencias dictadas 

por los jueces del Distrito Federal en materia penal reveló que éstos asu-

men, en general (en el viejo proceso escrito), una actitud pasiva que se deja 

llevar por la inercia del procedimiento, y que ofrecen razonamientos débiles 

en sus resoluciones, dejando lugar a dudas sobre otra posible solución.23

La pregunta 46 se refiere a la percepción de los entrevistados respecto 

de la “justicia” de las sentencias de la Suprema Corte, de acuerdo con el 

cuadro 4.10.

Los datos presentados en el cuadro 4.10 parecen revelar una tendencia 

en la que quienes opinan que las sentencias de la Suprema Corte son “muy 

22	 De Mauleón (2011).
23	 Pásara (2006, pp. 34, 42).
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justas” o “justas” disminuye de 50 por ciento en 2003 a 29.4 por ciento en 

2015, al tiempo que aumenta el porcentaje de quienes las consideran “injus-

tas” o “muy injustas”, de 29.7 a 42.8 por ciento. Sin otras preguntas que nos 

permitan profundizar en las razones de este cambio, sólo podemos especu-

lar un poco sobre ellas. Pensamos que puede tratarse de un efecto paradó-

jico por la mayor visibilidad de la Suprema Corte y por algunos de los 

asuntos que resuelve. Dicho en otras palabras: dado el carácter polémico de 

algunas sentencias de años recientes, como las que aceptaron la interrup-

ción legal del embarazo y el matrimonio entre personas del mismo sexo en 

el Distrito Federal, o bien, la que puso en libertad a Florence Cassez, es 

posible que las personas las juzguen como menos justas respecto de un 

momento en que la actuación de nuestro máximo tribunal era menos visible. 

Además de la anterior, hay que tomar en cuenta que más de 20 por ciento 

de los entrevistados contesta “depende”, o bien, no sabe o no contesta en 

absoluto, lo que apunta a la dificultad de hacerse una opinión definida so-

bre qué tan justas o injustas son las sentencias de la Corte.

Cuadro 4.10

Pregunta 46. ¿Qué tan justas o injustas cree usted que son las 
sentencias de la Suprema Corte de Justicia de la Nación?

porcentajes

2015 2011 2003

Muy justas   5.4   5.7   6.6

Justas 24.0 37.6 43.4

Injustas 31.1 27.8 25.0

Muy injustas 11.7   6.1   4.7

Depende (esp) 17.4 11.0 10.4

Otra (esp)   0.2   0.3   0.2

ns/nc 10.2 11.3   9.8

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015, Encuesta Nacional de Cultura Constitucional: legalidad, legitimidad de las instituciones 
y rediseño del Estado, iij-unam-ife, 2011 y Encuesta Nacional sobre la Constitución, iij e iis-unam, 
2003.
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El carácter justo o injusto de las resoluciones de la Suprema Corte todavía 

no nos dice nada sobre su legitimidad y sobre su aceptación como órgano 

del poder. Esta es una cuestión que quedaría por explorar de manera pun-

tual, tratando de determinar si, como han señalado los estudiosos sobre los 

tribunales constitucionales y supremos en otros países, estos órganos tien-

den a contar con una legitimidad de base que es, hasta cierto punto, inde-

pendiente de la aceptación de sentencias en particular, es decir, debemos 

distinguir entre el apoyo difuso que se da a la institución como tal, respecto 

del apoyo específico que puede otorgarse a sus decisiones en particular.24

Conducta indebida y responsabilidad de los juzgadores

Como todos los servidores públicos, los juzgadores están sometidos a un 

estricto sistema de responsabilidades, que abarca aspectos políticos, pe-

nales, civiles y administrativos. En éste, como en otros campos del derecho, 

la cuestión está en determinar si dicho sistema es efectivo o no. Las si-

guientes dos preguntas tienen el propósito de explorar las percepciones 

de los entrevistados en relación con posibles conductas indebidas de jue-

ces o magistrados. La primera inquiere sobre el órgano o los órganos a 

quienes debe corresponder la investigación y sanción de las conductas ju-

diciales indebidas; la segunda, sobre la percepción de si existe o no impu-

nidad cuando los juzgadores son señalados como presuntos responsables 

de dichas conductas.

Nuevamente, como se aprecia en el cuadro 4.11,  aunque el porcentaje 

de quienes no saben o no contestan es significativo, las opciones con mayor 

número de menciones son las que corresponden al sistema judicial actual 

en México: la facultad disciplinaria corresponde a los tribunales superiores 

(Tribunal Superior y Supremo Tribunal de Justicia en las entidades federati-

vas) o a los consejos de la Judicatura donde los hay (a nivel federal y en la 

24	 Véase Gibson, Caldeira y Baird (1998). De este estudio empírico se desprende que estos tribuna-
les tienen “buena prensa”, por así decirlo, pues gozan de un grado de aceptación por tratarse de 
órganos que protegen los derechos de las personas y el sistema democrático, de modo que dicha 
legitimidad puede resistir las sentencias que ocasionalmente no encuentran consenso o acepta-
ción general.
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mayoría de las entidades federativas). Sin embargo, cuando hay una posible 

responsabilidad penal, le corresponde intervenir al Ministerio Público y, en 

algunos casos, la Cámara de Diputados puede intervenir también mediante 

la figura del juicio político. Puede decirse entonces que los entrevistados 

consideran como convenientes y normativas las soluciones disciplinarias 

que ya están establecidas en el ordenamiento jurídico mexicano.

Cuadro 4.11

Pregunta 49. Si un juez o magistrado realiza  
una conducta indebida durante un juicio,  

¿quién considera usted que debe sancionarlo?
porcentajes

Un tribunal superior 40.2

El Consejo de la Judicatura 24.3

El Ministerio Público 14.1

La Cámara de Diputados   5.1

El presidente (esp)   3.0

La sociedad/el pueblo (esp)   0.2

El ejército (esp)   0.2

Otro (esp)   0.3

ns/nc 12.7

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia. Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.

Cuadro 4.12

Pregunta 50. Si un juez o magistrado actúa de manera indebida en el 
ejercicio de sus funciones, por lo que usted ha visto, ¿recibe un castigo 

o queda impune?
porcentajes

Recibe un castigo 23.8

Queda impune 51.7

Depende (esp) 15.9

ns/nc   8.6

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.
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La última pregunta que se examinará en este capítulo se refiere a si los 

jueces y magistrados que han actuado de manera indebida son efectiva-

mente sancionados. Las respuestas de los entrevistados se resumen en el 

cuadro 4.12.

En la materia de responsabilidad judicial no es común que los medios de 

comunicación informen sobre la imposición de sanciones a jueces y magis-

trados, aunque ocasionalmente pueda haber reportes sobre posibles acusa-

ciones y procedimientos disciplinarios contra ellos. Por eso se explica, quizá, 

que la percepción predominante sea de impunidad, como sucede con mu-

chas otros funcionarios legislativos o administrativos que son abiertamente 

señalados por la opinión pública, sin que en apariencia haya en su contra 

ninguna sanción o castigo.

Sin embargo, hasta que no contemos con estudios fundados y comple-

tos sobre lo que sucede en materia de responsabilidades y sanciones a los 

servidores públicos judiciales, será difícil confirmar o desmentir las percep-

ciones de la población. Al respecto contamos al menos con un estudio so-

bre las sanciones impuestas a jueces de distrito y magistrados de circuito en 

el Poder Judicial de la Federación durante 1996-2011. Julio Bustillos, con 

apoyo en los informes de labores del Poder Judicial, determinó que en di-

cho periodo fueron sancionados —mediante remoción, suspensión o no ra-

tificación— 50 juzgadores federales, de los cuales se revocó la sanción de 17 

a través del recurso de revisión que pueden interponer ante la Suprema 

Corte de Justicia, es decir, algo más de tres juzgadores sancionados por 

año, de un universo que ahora es de aproximadamente mil jueces y magis-

trados federales.25

Resumen

Las preguntas y sus respuestas que hemos examinado en este capítulo nos 

revelan a una ciudadanía que, sin conocer de manera precisa el funciona-

miento técnico del Poder Judicial, ni el detalle de sus resoluciones y senten-

cias, tiene una percepción bastante acertada de diversos aspectos de su 

desempeño y de sus responsabilidades. 

25	 Bustillos (2012).
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Capítulo 5

Percepciones sobre policía, 
Ministerio Público,  
abogados y defensores 
públicos

Observaciones preliminares

El funcionamiento del sistema de justicia depende no solamente de los jue-

ces y de los tribunales, sino de la actuación de otros sujetos públicos o pri-

vados que podemos denominar “auxiliares de la justicia”. Entre los 

operadores auxiliares más relevantes se encuentran la policía, el Ministerio 

Público, los abogados y los defensores públicos. Es común que nuestra ex-

periencia o nuestro primer contacto con la justicia se dé a través de estos 

operadores, antes de que un conflicto pueda ser llevado ante un juzgador. 

A los auxiliares de la justicia les corresponde, en mucho, traducir en lengua-

je jurídico u “oficial”, los conflictos, los intereses y las expectativas de los 

individuos y grupos sociales, pues ello es lo que permite activar al sistema 

de justicia, pero también contribuir a resolverlos antes de que se conviertan 

en un litigio judicial. En este capítulo se analizan las percepciones que sobre 

ellos tienen los mexicanos.
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Policía

En nuestro país existían tradicionalmente dos tipos de cuerpos de policía, 

aunque en la vida social no se hacía siempre una distinción neta entre am-

bos: la policía encargada de la investigación y persecución de los delitos y 

el resto de las policías (auxiliar, preventiva, etcétera). Al primer tipo de poli-

cía se le conocía como “policía judicial”1 y estaba regulado en el artículo 21 

constitucional, el cual atribuía al Ministerio Público el mando directo de di-

cha policía en la investigación y persecución de los delitos. La reforma penal 

del 18 de junio de 2008 modificó la redacción de este precepto para señalar 

que “la investigación de los delitos corresponde al Ministerio Público y a las 

policías, las cuales actuarán bajo la conducción y mando de aquél en el ejer-

cicio de esta función” (subrayado nuestro). Como puede verse, aquí se ha-

bla ya, genéricamente, de “las policías”. El mismo artículo dispone que el 

Ministerio Público y las instituciones policiales de los tres órdenes de go-

bierno conforman el Sistema Nacional de Seguridad Pública y su actuación 

se regirá por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesiona-

lismo, honradez y respeto a los derechos humanos. La Ley General del Sis-

tema Nacional de Seguridad Pública establece los modos e instancias de 

coordinación de las instituciones de seguridad pública en el país.2

En consecuencia, ahora puede hablarse con más justificación de “la po-

licía” o de “las policías” en un sentido genérico, y en esos términos están 

planteadas las preguntas de la enj 2015 encaminadas a desentrañar las per-

cepciones de los mexicanos sobre estas instituciones. De entrada debe de-

cirse que los órganos de la seguridad pública son vistos por la población, ya 

de tiempo atrás, con elevados grados de desconfianza, como lo muestran 

ésta y otras encuestas similares de años recientes.3 Sin embargo, la labor de 

1	 El nombre proviene del hecho de que, en el siglo xix, la policía dependía efectivamente de los 
jueces encargados de dirigir la investigación de los delitos, pero ello dejó de ser así cuando esta 
función se trasladó al Poder Ejecutivo, que la ejerce a través del Ministerio Público. Pero el nom-
bre permaneció, bajo la queja constante del Poder Judicial de que, dada la mala fama de esta 
policía, el calificativo de “judicial” acababa por perjudicar el prestigio de los tribunales. Esta 
queja motivó, después de mucho tiempo, que se le cambiara el nombre a “policía ministerial” o 
“de investigación”.

2	 Diario Oficial de la Federación de 2 de enero de 2009, con sus reformas y adiciones.
3	 Setec (2012). 
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la policía no radica tanto o únicamente en hacer labores particulares de pre-

vención o persecución del delito, sino en generar la confianza de la ciudada-

nía hacia las instituciones públicas y mantener la cohesión social, pues en la 

vida cotidiana la policía pertenece a los órganos del Estado con los que los 

ciudadanos tienen un contacto más intenso y constante, y de ella se espera 

la solución de algunos de los múltiples problemas que se suscitan en la con-

vivencia social cotidiana.4

La primera pregunta que examinamos tiene que ver con la eficacia de la 

policía dentro de los límites de los derechos humanos y de la honestidad 

que se exige de los servidores públicos, de acuerdo con el cuadro 5.1.

Cuadro 5.1

Pregunta 25. Con su conocimiento de la situación del país, 
¿considera que la policía…?

porcentajes

Sí No ns/nc

Resuelve los problemas de manera justa 21.0 69.8   9.2

Respeta los derechos básicos de la gente 18.0 72.9   9.1

Es honesto(a) 12.1 77.9 10.1

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.

La pregunta no distingue entre los órdenes de gobierno a que puede 

pertenecer la policía, ni tampoco entre las funciones especializadas que rea-

liza, sino que se refiere a la percepción general que tienen los ciudadanos 

sobre los cuerpos policiales del país. Los datos revelan una percepción ne-

gativa que parece estar en contradicción con una pregunta que analizamos 

en el capítulo 3 (cuadro 3.17), en la que casi siete de cada 10 entrevistados 

dijo tener “mucho” o “algo” de respeto por la Policía Federal y casi seis de 

cada 10 lo hizo respecto de la policía estatal. Sin embargo, en ese mismo 

capítulo quedó en evidencia que la policía goza de muy bajos niveles de 

4	 González Rodríguez (2013, p. 140). Además de los trabajos jurídicos, en años recientes se han 
hecho investigaciones sociológicas de gran interés sobre el contacto real de la ciudadanía y los 
cuerpos de policía. En este sentido, y de una bibliografía mucho más amplia, puede verse Alva-
rado Mendoza y Silva Forné (2011), así como Silva Forné (2011); ambos estudios se basan en 
encuestas de opinión.
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confianza entre el conjunto de las instituciones (cuadro 3.17). En este caso, 

la pregunta se refiere a su actuación concreta: ¿resuelve de manera justa los 

problemas de los ciudadanos?; ¿respeta los derechos de la gente?; ¿puede 

considerarse que es honesta? En respuesta, 70 por ciento o más señala que 

“no”. No obstante lo anterior, hay percepciones positivas en niveles signifi-

cativos que van de 12 a 21 por ciento de los entrevistados.

De acuerdo con los datos anteriores, la policía en México no estaría cum-

pliendo de manera adecuada sus funciones. Todo el discurso sobre los derechos 

humanos que deben respetar las instituciones de seguridad pública no parece 

traducirse en un trato cotidiano adecuado con los ciudadanos.5 La divisa que 

utilizan muchos cuerpos policiales en Estados Unidos y que también han adop-

tado algunas policías mexicanas —to protect and to serve (“servir y proteger”)— 

no es, a los ojos de los ciudadanos, la práctica cotidiana de esta institución.

La siguiente pregunta se interesa por los modos que, según la gente, pue-

den ser más efectivos para evitar los abusos que eventualmente comete la 

policía en la investigación y persecución de los delitos (veáse el cuadro 5.2).

Cuadro 5.2

Pregunta 59. Cuando la policía investiga los delitos, es probable  
que cometa abusos. ¿De qué manera piensa usted que  

se pueden evitar los abusos y mejorar su labor?
porcentajes

Sancionando severamente los abusos 32.3

Dando de baja a los policías que cometieron el abuso 29.3

Con mayor preparación y capacitación 25.9

Con mayor vigilancia por parte de sus superiores   9.4

Otra (esp)   0.5

ns/nc   9.4

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.

Cuando se les pregunta a los mexicanos cómo puede evitarse el abuso 

policial y mejorar la labor de la policía, la opción sancionatoria es la más 

popular: 32.3 por ciento opina que se deben sancionar severamente los 

5	 González Rodríguez (2013, p. 141).
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abusos y 29.3 por ciento que lo más efectivo sería dar de baja a los agentes 

responsables. Sumando ambos porcentajes, tenemos 61.6 por ciento de en-

trevistados que favorece algún tipo de sanción o castigo. Una tercera parte 

de los encuestados piensa que con mayor preparación, capacitación y vigi-

lancia se puede prevenir el abuso (35.3 por ciento), mientras que casi uno de 

cada diez no opina o no sabe cómo hacerlo. Por supuesto, la mejor estrate-

gia sería aquella que combinara todas las opciones, pero el sentido de la 

pregunta radica en conocer cuál es la inclinación básica de la gente en este 

tema. Desgraciadamente, la opción sancionatoria se ha practicado sin mayo-

res resultados y los esfuerzos de capacitación y vigilancia todavía son insufi-

cientes. Pensamos que esto se debe a que tanto el ambiente social como las 

dinámicas internas de la institución policial favorecen la reproducción del 

abuso, mientras que sólo un control institucional y democrático fuerte podría 

reencauzar las coordenadas fundamentales del trabajo policial.6

La pregunta considerada en el cuadro 5.3 explora, como ya lo hicimos 

previamente con los tribunales (cuadro 4.1), cuáles son las expectativas de 

trato de los ciudadanos en su contacto con la policía: 

Cuadro 5.3

Pregunta 40.2. Si tiene un problema y recurre a la policía, 
usted esperaría que…

porcentajes

Sí No Depende 
(esp)

ns/nc

Sean respetuosos en el trato 73.8 17.0   6.4   2.8

Escuchen sus puntos de vista 70.9 16.6   7.4   5.1

Hagan lo justo para la situación 69.2 18.0   8.5   4.3

Resuelvan su problema satisfactoriamente 68.9 17.5   9.3   4.3

Lo atiendan rápidamente 65.6 21.7   7.8   4.9

Lo traten con imparcialidad 61.4 24.2   8.0   6.4

Intenten que desista de presentar su problema 35.7 48.7   9.4   6.2

Le pidan una mordida 34.2 52.6   8.8   4.4

Desconfíen de su palabra 30.2 58.4   6.3   5.1

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.

6	 Véase Silva Forné (2011, pp. 67 y ss.), sobre la “cultura policial” mexicana.
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A pesar de las bajas calificaciones que en general recibe la policía de 

acuerdo con otras preguntas de la enj 2015, las expectativas de la pobla-

ción respecto de su interacción con ella son relativamente elevadas, y en 

porcentaje no muy diferentes de las que examinamos en relación con los 

tribunales. Las expectativas positivas (trato respetuoso e imparcial, rápida 

atención, etcétera) están por encima de 60 por ciento en las respuestas de 

los encuestados, mientras que las expectativas negativas oscilan entre 30 y 

35 por ciento. Aún así, hay alguna diferencia apreciable en alguno de estos 

rubros respecto de los tribunales: por ejemplo, la expectativa de que la po-

licía les solicite una mordida se encuentra diez puntos porcentuales por en-

cima de la que prevalece en relación con la impartición de justicia, lo que 

indica que sí hay una capacidad de diferenciar entre las instituciones por 

parte de la población.

¿Cuál es el panorama real del trato de los ciudadanos con la policía? Una 

encuesta realizada en mayo de 2005 a la población residente en el municipio 

conurbado de Ciudad Nezahualcóyotl, en el Estado de México,7 confirma 

varias de las hipótesis y explicaciones que hemos ofrecido en líneas anterio-

res. En primer lugar, se confirma que los contactos con la policía son fre-

cuentes y alcanzan a una porción importante de la población. En este caso, 

21.4 por ciento de una muestra de 2 262 personas mayores de 14 años de-

claró haber tenido dicho contacto, en una o varias ocasiones, durante los 

seis meses anteriores a la entrevista.

Respecto a las características del contacto, mucho depende de si éste 

fue iniciado por la población o si lo hizo la misma policía. En el primer caso, 

llama la atención que es la población con mayores niveles de estudios la 

que más busca el contacto con la policía; en el segundo supuesto, la policía 

actúa selectivamente con base en sus experiencias y “prejuicios”. Así, es 

frecuente que la policía realice detenciones para la identificación y revisión 

de “sospechosos” (18 por ciento de los contactos), que en su mayoría son 

hombres jóvenes, sin contar necesariamente con un fundamento legal, pero 

con frecuencia a petición de otros ciudadanos. Otras acciones frecuentes 

iniciadas por la policía son las revisiones en el transporte público y la deten-

7	  Silva Forné (2011, pp. 118 y ss.). Existe una encuesta similar para el Distrito Federal, analizada en 
Alvarado Mendoza y Silva Forné (2011).
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ción de personas y vehículos por faltas de tránsito. Como resulta evidente, 

en estas ocasiones hay múltiples oportunidades para el abuso y la ilegali-

dad, como la petición y el ofrecimiento de “mordidas”, la detención y el 

traslado de los ciudadanos para comparecer ante otras autoridades (el Mi-

nisterio Público, los jueces cívicos), o la amenaza de alguna sanción.

Sin embargo, el resultado realmente sorpresivo del estudio es que la 

población encuestada manifestó niveles elevados de satisfacción (se dijo 

“satisfecha” o “muy satisfecha”) respecto del contacto con la policía, inclu-

sive superiores a 70 por ciento para los contactos iniciados por la población, 

tanto en el trato respetuoso dado por los policías como en el respeto que se 

tiene a los derechos de los ciudadanos. Comprensiblemente, los niveles de 

satisfacción son más bajos para los contactos iniciados por la policía, pero 

aún así superiores a lo que cabría esperar.8

Ministerio Público

Muchos de los conflictos más difíciles de los mexicanos se viven en las agen-

cias del Ministerio Público. Ya sea que la persona que acude a ellas lo haga 

en calidad de indiciada o de víctima u ofendida, la experiencia en las ofici-

nas puede ser engorrosa, dura y en muchos casos insatisfactoria. El cuestio-

nario arroja respuestas interesantes respecto de la percepción que tenemos 

los mexicanos del accionar del Ministerio Público en nuestro país. En gene-

ral, la percepción que existe sobre su labor es un poco mejor que la que se 

tiene sobre las policías, aunque de igual forma se encuentra lejos de ser 

satisfactoria. Precisamente con el propósito de transformar a la institución, 

recientemente se aprobó una reforma constitucional que dotó de autono-

mía, personalidad jurídica y patrimonio propios a la Procuraduría General de 

la República, cambiando su denominación por Fiscalía General de la Repú-

blica, aunque dicha reforma no entrará en vigor sino hasta que el Congreso 

de la Unión apruebe la legislación reglamentaria, lo que se espera suceda en 

breve.

La propuesta de un Ministerio Público autónomo es de larga data y se ha 

considerado determinante para solucionar la problemática de la persecu-

8	 Silva Forné (2011, pp. 165 y ss.). Véase también Fondevila (2008).
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ción del delito en el país.9 El sistema penal vigente está dominado por la fi-

gura del Ministerio Público y el propósito de la reforma es trasladar el control 

del proceso a manos del juzgador. Para Rubén Vasconcelos, la única manera 

de superar los vicios de su actuación y de generar confianza en la institución 

consiste en el establecimiento de controles externos, incluyendo el control 

ciudadano. Mayores niveles de transparencia y publicidad permitirían una 

mejor y constante evaluación de su desempeño, para lo cual sería conve-

niente que presente informes periódicos a la ciudadanía, que rinda cuentas 

al Congreso de sus labores y del seguimiento que dé a la política criminal, 

que haga público el número de asuntos ingresados y la forma cómo se han 

resuelto, que establezca consejos asesores, que propicie la participación de 

las barras de abogados en la fiscalización de las actividades de investigación 

y que promueva las iniciativas que provengan de la comunidad, entre otras 

medidas.10

Las preguntas de la enj 2015 relativas a las procuradurías de justicia y al 

Ministerio Público se inician con un cuestionamiento sobre los tres principa-

les problemas que aquejan a la institución. Las respuestas se resumen en el 

cuadro 5.4.

9	 “La reforma contempla la transformación de la Procuraduría General de la República (pgr) en una 
Fiscalía General de la República con autonomía constitucional, personalidad jurídica y patrimonio 
propios. Con este cambio se garantiza que el ejercicio de la procuración de justicia en México 
tenga un alto nivel de profesionalización y sea más eficaz. Pese a que la Fiscalía General asumirá 
las competencias de la pgr, algunas de sus atribuciones fueron modificadas, debido a la transfor-
mación de su naturaleza jurídica. Se suprime la facultad de representar a la Federación en los 
asuntos en que ésta sea parte. Se excluye a la Fiscalía del procedimiento para la suspensión o 
restricción de derechos y garantías. Se limita su facultad para promover acciones de inconstitucio-
nalidad contra leyes federales  y de las entidades federativas a la materia penal y procesal penal. 
Se establece que, a petición de la Fiscalía General de la República y en los asuntos en los que el 
Ministerio Público de la Federación sea parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá 
conocer de amparos directos y amparos en revisión que por su interés y trascendencia así lo 
ameriten. Se faculta al fiscal para denunciar la contradicción de tesis sólo en asuntos en materia 
penal y procesal penal. Se dispone que el fiscal o el agente del Ministerio Público de la Federa-
ción serán parte en todos los juicios de amparo en los que el acto reclamado provenga de proce-
dimientos del orden penal y aquellos que determine la ley. La reforma dispuso que el fiscal 
general de la República dure en su cargo nueve años, para asegurar un horizonte de largo plazo 
en el cumplimiento de sus tareas… Adicionalmente, la reforma establece que la Fiscalía General 
de la República contará por lo menos con dos fiscalías especializadas: una en materia de delitos 
electorales y otra especializada en combate a la corrupción. Esto contribuirá a consolidar la trans-
parencia y la eficacia del ejercicio del gobierno, necesarios para una democracia de resultados”. 
Véase Gobierno de la República (2013, pp. 8-9).

10	 Vasconcelos Méndez (2014, p. 82).
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Cuadro 5.4

Pregunta 52. ¿Cuáles diría usted que son los tres principales problemas 
de las Procuradurías de Justicia y del Ministerio Público en México?

porcentajes

Corrupción 49.2

Hay desigualdad 23.4

Injusticia 21.0

Impunidad 19.8

Procesos tardados 12.7

Tráfico de influencias   9.5

Hay muchos intereses   6.5

Leyes deficientes   4.4

Nepotismo   4.2

Falta de recursos   3.8

Desconocimiento de las leyes  3.7

Falta de valores   2.8

Mala administración   1.4

Se equivocan   1.2

Otro (esp)   0.4

Ninguno (esp)   0.3

ns/nc   2.1

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.
Nota: Los porcentajes no suman cien, porque hay respuestas múltiples.

Los problemas reflejados en el cuadro 5.4 son sustancialmente los mis-

mos que se mencionaron en relación con los tribunales en el capítulo terce-

ro (cuadros 3.2, 3.3 y 3.4), por lo que podemos remitirnos a los comentarios 

que hicimos ahí. Sin embargo, hay dos cuestiones dignas de hacer notar. La 

primera es que los principales problemas son los mismos y aparecen prácti-

camente en el mismo orden, con excepción de la “impunidad”, que no figu-

ra expresamente para la impartición de justicia y es más bien un factor cuyo 

combate corresponde al Ministerio Público; la segunda, es que los porcen-

tajes varían de manera considerable entre ambos cuadros, con cifras mucho 

más elevadas para el caso de los tribunales. Así, por ejemplo, la corrupción 

es mencionada por 70.3 por ciento de los entrevistados en relación con los 

tribunales y solamente por 49.2 por ciento respecto de las procuradurías de 
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justicia y el Ministerio Público. La razón de esta disparidad no tiene que ver 

con la frecuencia de las respuestas: en el caso de los tribunales, los entrevis-

tados ofrecieron en promedio 2.5 respuestas cada uno; en el caso del cua-

dro que analizamos, apenas 1.7. Eso es lo que explica la diferencia. Si se 

normalizaran ambos cuadros para que los porcentajes sumaran cien, enton-

ces tendríamos respuestas comparables: por ejemplo, en esa escala, la co-

rrupción es uno de los principales problemas de los tribunales para 27.8 por 

ciento de los entrevistados, y en relación con el Ministerio Público, el por-

centaje es de 29.6 por ciento. En todo caso, observaremos que las diferen-

cias no son tan grandes ni tan significativas como aparecen en un 

diagnóstico comparado.

La pregunta 25.1 es la misma que ya examinamos respecto de la policía 

(cuadro 5.1). Nuestra hipótesis es que sí se manifestarán diferencias signifi-

cativas en la percepción de ambas instituciones, de acuerdo con el cuadro 

comparativo 5.5.

Cuadro 5.5

Pregunta 25.1. Con su conocimiento de la situación del país, 
¿considera que el Ministerio Público…?

porcentajes

Sí No ns/nc

MP Policía MP Policía MP Policía

Resuelve los problemas de manera justa 26.8 21.0 61.9 69.8 11.4   9.2

Respeta los derechos básicos de la gente 25.4 18.0 64.3 72.9 10.3   9.1

Es honesto(a) 16.5 12.1 69.4 77.9 14.1 10.1

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.

Como puede advertirse fácilmente, sí hay diferencias significativas la 

imagen del Ministerio Público y la policía pese a que ambos cuentan con 

opiniones negativas superiores a 60 por ciento. En los tres supuestos, la ca-

lificación positiva del Ministerio Público es significativamente mayor a la que 

se otorga a la policía, aunque en conjunto el nivel de aprobación de esa 

institución sigue siendo bajo.11 En futuros ejercicios como éste podremos 

11	 Véase también Fondevila (2008).
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llegar a determinar si la transformación del Ministerio Público en un organis-

mo autónomo tiene los efectos que sus promotores prometen, y si estos 

efectos tienen también un impacto en la percepción que de la institución 

tiene la sociedad mexicana.

La pregunta considerada en el cuadro 5.6 es la misma que hemos exami-

nado en relación con la policía en el cuadro 5.3. ¿Cuáles son las expectativas 

de trato de los ciudadanos en sus contactos con el Ministerio Público?

Cuadro 5.6

Pregunta 40.1 Si tiene un problema y recurre al Ministerio Público, 
usted esperaría que…

(porcentajes)

Sí No Depende 
(esp)

ns/nc

Sean respetuosos en el trato 73.8 17.0   6.4   2.8

Escuchen sus puntos de vista 70.9 16.6   7.4   5.1

Hagan lo justo para la situación 69.2 18.0   8.5   4.3

Resuelvan su problema satisfactoriamente 68.9 17.5   9.3   4.3

Lo atiendan rápidamente 65.6 21.7   7.8   4.9

Lo traten con imparcialidad 61.4 24.2   8.0   6.4

Intenten que desista de presentar su problema 35.7 48.7   9.4   6.2

Le pidan una mordida 34.2 52.6   8.8   4.4

Desconfíen de su palabra 30.2 58.4   6.3   5.1

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-

unam, 2015.

Los resultados de esta pregunta son muy similares a los obtenidos en 

relación con la policía, lo que significa que las expectativas de los entrevis-

tados están menos orientadas por la institución particular que por lo que 

esperan de las autoridades públicas en general.

Finalmente, para concluir este apartado podemos mencionar la existen-

cia de un estudio reciente que analiza el punto de vista de los agentes del 

Ministerio Público sobre los problemas que aquejan a la institución.12 En 

12	 Begné Guerra (2014). La autora realizó 14 entrevistas en profundidad a agentes del Ministerio Pú-
blico adscritos a la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal y a la Procuraduría General 
de la República. 
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términos generales, estos agentes confirman muchas de las deficiencias que 

la gente identifica a través de la enj 2015. Así, por ejemplo, aceptan que hay 

corrupción, no sólo porque se pide o se ofrece dinero (y alguno señala la 

influencia corruptora de los abogados y las empresas afianzadoras), sino 

porque existen presiones internas (la “línea”) para desviar o manipular el 

curso de las averiguaciones. Aunque se han instalado controles y medios de 

vigilancia que tienen por efecto dificultar las conductas corruptas, éstas no 

han desaparecido. También aceptan que carecen de suficiente preparación 

para realizar su trabajo, que sus labores se han mecanizado y burocratizado 

sin que puedan verdaderamente dirigir la investigación del delito ni estudiar 

suficientemente los expedientes para preparar las audiencias, que hay ma-

los tratos y discriminación hacia los justiciables, que la desconfianza de la 

sociedad hacia la institución está en parte justificada, etcétera.

En contrapartida, los agentes del Ministerio Público entrevistados para el 

estudio que estamos citando alegan un conjunto de factores internos que 

contribuyen a su mal desempeño: tienen que lidiar con enormes cargas de 

trabajo que en parte se deben a que los abogados muchas veces intentan 

resolver por la vía penal lo que tendría que encauzarse por la civil, sin que 

cuenten con los recursos humanos o materiales suficientes para enfrentar-

las; no gozan de estabilidad en su trabajo ni del apoyo de sus superiores; no 

hay reconocimiento ni incentivos al mérito profesional; los jueces evaden en 

ocasiones su responsabilidad y les trasladan a ellos la mala imagen resultan-

te, etcétera.13

En resumen, el diagnóstico interno coincide con muchas de las percep-

ciones externas, pero los problemas no podrán resolverse sin conocer todas 

las dinámicas organizacionales e institucionales que contribuyen a las defi-

ciencias actualmente identificadas.

Abogados 

La figura del abogado es central en todo sistema de justicia, pues le corres-

ponde servir como intermediario entre los intereses, las expectativas y las 

13	 Begné Guerra (2014, pp. 63, 81, 93 y ss.).
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demandas jurídicas de la población y las instituciones públicas, y también 

las privadas, con las que los ciudadanos se relacionan. Como rostro humano 

del derecho, los abogados han sido y son un objeto inagotable de la investi-

gación sociojurídica. En el caso de México, la reforma de la justicia que se ha 

iniciado hace un par de décadas empieza a poner de relieve que la transfor-

mación del ejercicio profesional es igualmente indispensable si se pretende 

avanzar hacia la consecución del tan anhelado Estado de derecho. La reali-

dad es que el ejercicio profesional del derecho en nuestro país —la abogacía 

en un sentido genérico— sufre de importantes deficiencias y debilidades.14 

El primer elemento a tomar en cuenta en este diagnóstico es la multipli-

cación, prácticamente sin controles efectivos, de las escuelas de derecho 

que ofrecen una educación jurídica de muy variable calidad.15 Esto se debe 

en buena parte a que no existen filtros ni exámenes de ingreso al ejercicio 

profesional, como los hay en la mayoría de los países modernos. En México 

basta la acreditación de los estudios de licenciatura en derecho para la ob-

tención de la cédula profesional permanente que habilita para el ejercicio 

profesional. Lo paradójico es que varias de las ramas de la profesión jurídica 

ya exigen una formación especializada, así como la aprobación de concur-

sos y exámenes de ingreso, aunque no siempre de manera generalizada: los 

notarios y corredores públicos, los agentes del Ministerio Público, los jueces 

y magistrados, inclusive los juristas académicos.

Más aún, no hay controles sobre el ejercicio profesional mismo. No hay 

un sistema que permita exigir responsabilidades a los abogados que no 

satisfacen estándares éticos y profesionales en el desempeño de sus labo-

res. Y ello se debe, en buena medida, a que la organización de la profesión es 

muy débil. La colegiación de los abogados es voluntaria, lo que ha propiciado 

la multiplicación de colegios que, en su mayoría, no cumplen con sus funcio-

nes de regulación profesional. Además, sólo una minoría muy pequeña de los 

abogados (quizá 10 por ciento) está afiliada a un colegio profesional.

14	 Sobre la profesión jurídica en México y sobre la vinculación de los abogados con la administración 
de justicia puede verse Fix-Fierro y López Ayllón (2006) y Fix-Fierro (2008).

15	 Sobre la educación jurídica en el país puede verse el extraordinario estudio de Pérez Hurtado 
(2009). En el momento actual se calcula que existen en México cerca de 1500 escuelas de dere-
cho en las que se están formando más de 250 000 estudiantes de licenciatura.
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En resumen, contamos con una profesión jurídica numerosa, confor-

mada por una pequeña élite de abogados muy bien preparados, espe-

cializados y exitosos, con contactos y movilidad internacionales, y una 

masa de profesionistas que desempeñan su profesión en condiciones 

difíciles y frecuentemente precarias. Los primeros, que incluyen a los me-

jores abogados defensores en la materia penal, están fuera del alcance 

económico de la gran mayoría de los ciudadanos; en cuanto a los segun-

dos, la población no cuenta con elementos de información para saber 

cuál es la capacidad y la responsabilidad ética de los abogados que po-

drían prestarles algún servicio jurídico.16 Para el común de la gente, se 

trata, por así decirlo, de una cuestión de suerte, de un “tiro al aire”, por 

lo que el resultado habitual es la exclusión efectiva de la protección de 

sus derechos.17 No resulta sorprendente, por tanto, que la problemática 

relación de los justiciables con los abogados se exprese en chistes y bro-

mas que dejan malparado el prestigio de la profesión.

Hemos señalado que en los últimos años se ha generado cada vez ma-

yor conciencia de la necesidad de regular el ejercicio profesional de los 

abogados. La reforma penal de 2008 exige que la defensa penal sea des-

empeñada, de manera “adecuada”, por un abogado, lo que razonable-

mente significa que debe ser un profesionista especializado en la materia, 

y que el cumplimiento inadecuado de sus funciones tendría que conside-

rarse como una violación de los derechos de su defendido que podría 

dar lugar a consecuencias y reparaciones específicas. En efecto, en el 

nuevo Código Nacional de Procedimientos Penales está ya mucho mejor 

regulada la figura del abogado en cuanto al desempeño de su papel 

como representante del imputado en las etapas del procedimiento pe-

16	 El contacto de la población con los médicos, la otra profesión cuya actuación tiene gran impacto 
en la vida cotidiana de las personas, es diferente, al menos en el sentido de que se produce en 
su mayor parte en el marco de las instituciones públicas de salud, lo que permite, por ejemplo, 
que las comisiones de derechos humanos reciban y tramiten quejas sobre las deficiencias de su 
ejercicio profesional. En el sector privado los médicos se encuentran bien organizados, con orga-
nismos certificadores efectivos y reconocidos. Existe incluso una Comisión Nacional de Arbitraje 
Médico para revisar y conciliar los casos de abuso o deficiencia en la prestación de servicios 
médicos. Nada de esto existe, a un nivel comparable, respecto del ejercicio profesional de los 
abogados.

17	 Padrón Innamorato (2014, p. 93).
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nal. El código indica dos requisitos esenciales para determinar si el de-

fensor es apto o no: el primero exige que el defensor acredite ser 

“licenciado en derecho o abogado titulado, con cédula profesional”18 

ante el órgano jurisdiccional desde el inicio de su intervención;19 el se-

gundo, que la defensa sea adecuada, es decir, que sea proporcionada 

por un perito en derecho, por una persona con conocimientos técnicos 

en el campo jurídico.20 Cuando el órgano jurisdiccional advierta la exis-

tencia de una manifiesta y sistemática incapacidad técnica del defensor, 

prevendrá al imputado para designar otro defensor, ya sea público o par-

ticular.21

Por otro lado, ya se han presentado al Congreso de la Unión —sin que 

haya podido aprobarse ninguna hasta ahora— varias iniciativas de refor-

ma constitucional y legal para hacer obligatoria la colegiación de los 

abogados y para que los colegios cumplan efectivamente con sus funcio-

nes de vigilancia ética y promoción profesional.22

En razón de lo anterior, la enj 2015 incluye varias preguntas específi-

cas sobre la imagen y el desempeño de los abogados en relación con el 

sistema de justicia. Como ya hemos señalado, no fue posible hacer una 

exploración exhaustiva del tema, pero sí lo fue generar algunos elemen-

tos de información relevantes que podrían vincularse con los estudios 

existentes y aprovecharse para futuros análisis.

La primera pregunta se refiere simplemente a la existencia o no de un 

contacto con los abogados con propósito de obtener un servicio profe-

sional. Las respuestas se resumen en el cuadro 5.7.

18	 Artículos 17 y 115 del Código Nacional de Procedimientos Penales.
19	 Artículo 116 del Código Nacional de Procedimientos Penales.
20	 Véase la tesis de la Suprema Corte de Justicia con el rubro “Defensa adecuada del inculpado en 

un proceso penal. Se garantiza cuando la proporciona una persona con conocimientos técnicos 
en derecho, suficientes para actuar diligentemente con el fin de proteger las garantías procesales 
del acusado y evitar que sus derechos se vean lesionados”. tesis P. XII/2014 (10ª), Semanario Ju-
dicial de la Federación, décima época, abril de 2014, p. 143.

21	 Artículo 121 del Código Nacional de Procedimientos Penales. Sobre este punto, véanse los resul-
tados de dos encuestas a población en reclusión que se examinan en el último apartado de este 
capítulo.

22	 Cruz Barney (2015, p. 57).
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Cuadro 5.7

Pregunta 53. ¿Alguna vez ha tenido que solicitar (contratar)  
los servicios de un abogado?

porcentajes

Sí 20.1

No 76.9

Otra (esp)   0.9

ns/nc   2.1

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.

De acuerdo con el cuadro, uno de cada cinco mexicanos ha tenido la 

necesidad de solicitar o contratar los servicios profesionales de algún abo-

gado (20.1 por ciento), lo cual es un porcentaje no menor.23 Más de tres 

cuartas partes de la población (76.9 por ciento) declara no haber tenido 

necesidad de ello.

La pregunta base del cuadro 5.8 explora el carácter indispensable, o no, 

de los servicios de un abogado para resolver un problema legal.

Cuadro 5.8

Pregunta 54. Si usted tuviera un problema legal, ¿qué preferiría: 
gastar dinero con un abogado o arreglar las cosas por su cuenta?

(porcentajes)

Arreglar las cosas por su cuenta 48.6

Gastar dinero con un abogado 34.6

Otra (esp)   4.9

ns/nc 11.9

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.

Casi la mitad de los mexicanos (48.6 por ciento) preferiría arreglar las 

cosas por su cuenta, frente a una tercera parte que se inclina por gastar di-

nero con un abogado (34.6 por ciento). Casi uno de cada veinte menciona 

23	 En la Encuesta Nacional sobre los Usos de la Ley y la Justicia en México de 2009, que ya hemos 
citado, el porcentaje de entrevistados que señaló haber requerido de los servicios de un abogado 
fue de 15.5 por ciento. Área de Investigación Aplicada y Opinión (2010).
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alguna otra opción y uno de cada ocho no sabría qué hacer o no contestó. 

La idea de no necesitar un abogado para la resolución de un conflicto o 

problema jurídico se encuentra arraigada en la cultura jurídica popular. En 

ella influyen tanto la ineficacia social de las normas jurídicas, la experiencia 

de que los trámites ante las autoridades públicas son generalmente engo-

rrosos, lentos y costosos, y la percepción de que el acceso a la justicia es 

solamente para quienes cuentan con suficientes recursos económicos. Por 

supuesto, los problemas jurídicos que enfrenta la gente, inclusive los coti-

dianos, tienden a ser cada vez más complejos y técnicos, por lo que no se ve 

cómo podrían arreglarse sin asesoría profesional, la que no tiene que prove-

nir necesariamente de un abogado particular. Tratar de arreglar las cosas 

por cuenta propia puede acabar perjudicando los intereses y derechos de la 

persona afectada, precisamente porque ésta cree tener el control de sus 

propio asunto, aunque carezca de los conocimientos y habilidades para ne-

gociar y aceptar la solución más adecuada.

La siguiente pregunta alude a la importancia de las relaciones personales 

en el funcionamiento del sistema de justicia, y a una práctica muy difundida 

que se conoce como “alegato de oreja”, la cual consiste en que los aboga-

dos busquen entrevistarse con el juez o el magistrado encargado de su 

asunto, para explicarles de viva voz su posición. Como puede verse, se trata 

de una práctica que trata de aliviar el carácter excesivamente escrito e im-

personal de los procedimientos judiciales tradicionales. Para muchos abo-

gados y juzgadores es una práctica útil, y por tanto aceptable, que no sólo 

sirve para tener una explicación más directa de un asunto y sus implicacio-

nes jurídicas, sino para que el abogado y el juzgador sepan “con quién tra-

tan” y qué pueden esperar de su intervención en el asunto. Por el otro lado, 

hay quien piensa que esta práctica distrae a los juzgadores y les quita tiem-

po, a la vez que rompe con la equidad procesal;24 en todo caso, la Constitu-

ción ya la prohíbe para el nuevo sistema de justicia penal.25

24	 El argumento de réplica es obvio: el “alegato de oreja” está siempre abierto a ambas partes. En 
Estados Unidos se conoce como “comunicación ex parte” y constituye prácticamente, para los 
abogados de ese país, un tabú que admite muy contadas excepciones. Para una fuerte crítica de 
esta práctica véase Magaloni Kerpel y Elizondo Mayer-Serra (2014).

25	 Véase artículo 20, apartado A, fracción vi, de la Constitución.
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En la pregunta que se analiza en el cuadro 5.9, acerca de que el abogado 

“conozca” al juez o magistrado, podría llegar a implicar que existe una rela-

ción personal, inclusive de amistad, capaz de influir favorablemente en la 

resolución, lo que resulta problemático desde el punto de vista de la inde-

pendencia judicial. Las leyes procesales prevén, por tal motivo, la obligación 

de jueces y magistrados de “excusarse” de conocer de un asunto cuando 

tengan algún impedimento para hacerlo, entre los que se encuentra la 

“amistad íntima o la enemistad manifiesta” con los interesados, represen-

tantes, patronos o defensores que participen en él, y si no lo hacen, la mis-

ma parte que se considere afectada los puede “recusar”.26

Cuadro 5.9

Pregunta 55. ¿Considera usted indispensable o no que un abogado 
conozca al juez o magistrado para ganar un asunto?

porcentajes

Sí 27.8

En parte (esp) 36.1

No 18.6

Depende (esp) 11.9

ns/nc   5.6

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.

En respuesta a la pregunta, 63.9 por ciento considera indispensable en 

algún grado que el abogado tenga conocimiento o relación con el juez o 

magistrado encargado de resolver un asunto; solamente 18.6 por ciento 

piensa que no lo es. Un 11.9 por ciento opina que ello depende de las cir-

cunstancias, y 5.6 por ciento no sabe o no contesta. Excluyendo las prácticas 

corruptas y las relaciones que puedan constituir un impedimento en el senti-

do arriba apuntado, pensamos que los encuestados perciben las ventajas de 

que disfrutan los abogados como repeat players (Galanter) del sistema de 

justicia, lo que les da acceso y familiaridad con los juzgadores, aunque, como 

hemos señalado, involucre prácticas y conductas cada vez más cuestionadas.

26	 Véase, por ejemplo, el artículo 146, fracción ii, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fede-
ración.
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La pregunta a partir de la cual se elaboró el cuadro 5.10 inquiere directa-

mente sobre la imagen de honestidad o deshonestidad de los abogados 

mexicanos.

Cuadro 5.10

Pregunta 57. ¿Está usted de acuerdo o en desacuerdo  
con la siguiente frase: 

“En general, los abogados ejercen su profesión de forma honesta?
porcentajes

De acuerdo 16.7

Ni de acuerdo ni en desacuerdo (esp) 46.7

En desacuerdo 32.3

ns/nc   4.3

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.

Los resultados asentados en el cuadro son un poco sorprendentes, pues 

uno esperaría una condena casi unánime a la honestidad de los abogados, 

por la mala imagen de ellos que parece privar en la sociedad mexicana. En 

cambio, casi la mitad (46.7 por ciento) no está “ni de acuerdo ni en des-

acuerdo”, respuesta espontánea que puede significar que carecen de infor-

mación suficiente para dar un juicio en un sentido o en otro. De los restantes 

encuestados, es claramente mayor el sector de quienes piensan que los abo-

gado no son honestos, en una proporción de dos a uno (32.3 frente a 16.7 

por ciento).27 Por supuesto, resulta difícil hacer un juicio general y, a falta de 

estudios sobre el desempeño ético de los abogados en México, lo más ra-

cional y sensato parece ser la opción mayoritaria: “ni de acuerdo ni en des-

acuerdo”.

La siguiente pregunta tiene que ver con una cuestión sensible en la rela-

ción con los abogados: la determinación y el cobro de sus honorarios profe-

sionales. La pregunta hace alusión a una figura que se conoce en México 

como “pacto de cuota litis” (en Estados Unidos se les llama “contingent 

27	 En la encuesta de Covarrubias y Asociados (1996) que ya se ha citado, 7 por ciento de encuesta-
dos que había tenido contacto con los tribunales tenía una opinión un poco mejor sobre la hones-
tidad de jueces y magistrados que la del resto de la muestra de entrevistados, pero peor sobre la 
de los abogados.
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fees”), que otorga al abogado una participación proporcional en el produc-

to de lo que obtenga como ganancia o compensación para su cliente. Sin 

entrar en la discusión de si esta forma de remuneración es correcta o no, se 

preguntó a la gente qué proporción sería razonable o justa conceder al abo-

gado por sus servicios.

Cuadro 5.11

Pregunta 58. En ocasiones, los abogados cobran un porcentaje  
sobre el dinero que logran recuperar para sus clientes. 

¿Qué porcentaje considera usted que deban cobrar?
porcentajes

Una cuarta parte 17.9

Una décima parte 13.6

Una quinta parte 13.5

La mitad 13.1

Una tercera parte 11.1

Más de la mitad   6.9

Ninguna de las anteriores (esp)   4.9

Otra (esp)   1.7

ns/nc 17.5

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.

El cuadro revela con claridad que no hay una noción común de cuál es la 

parte justa que puede cobrar un abogado por sus servicios. En porcentajes 

casi iguales, los entrevistados proponen una “décima parte” (13.6 por cien-

to), una “quinta parte” (13.5 por ciento) y “la mitad” (13.1 por ciento). El 

porcentaje a favor de una “cuarta parte” es un poco mayor (17.9 por ciento), 

y un poco menor el que está a favor de la “tercera parte” (11.1 por ciento). 

La confirmación de que las personas entrevistadas no tienen elementos su-

ficientes para juzgar sobre este tema se radica en el elevado porcentaje de 

quienes no saben o no contestan (17.5 por ciento).

En su práctica profesional, los abogados litigantes tasan de forma distin-

ta sus honorarios, tomando en consideración diversos factores, como la 

complejidad del asunto o la dificultad de establecer los contactos con las 
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autoridades administrativas y jurisdiccionales que les permitan impulsarlo 

de manera adecuada. En México, aún no existe uniformidad en el criterio 

que deben cobrar los abogados, ni en cómo han de ofrecer y ejercer sus 

servicios profesionales. Una de las funciones de la colegiación obligatoria 

de los abogados sería precisamente la de introducir orden y lineamientos 

para el cobro de sus honorarios.

Las leyes procesales prevén la llamada “condena en costas”, que es la 

obligación impuesta por sentencia a alguna de las partes de cubrir los gas-

tos y honorarios en que incurra la contraparte, cuando haya litigado de mala 

fe, con falsedad o sin derecho, lo cual es una ancha puerta de escape que 

evita, por lo general, que se pronuncien tales condenas. Sin embargo, lo 

interesante es que dichas leyes ofrecen elementos para hacer un cálculo de 

las costas. Así, por ejemplo, la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia 

del Distrito Federal cuenta con un título en el que se regulan las costas y los 

aranceles (artículos 126 y siguientes). En lo relativo a las costas, la ley esta-

blece bases para su cálculo en la primera instancia: si el negocio no excede 

de un valor de 3 000 días de salario mínimo general vigente en el Distrito 

Federal (aproximadamente 210 000 pesos), se causará 10 por ciento; los ne-

gocios que valgan entre 3 000 y 6 000 días de salario mínimo, 8 por ciento, y 

si exceden de esta última cantidad, 6 por ciento; si se requiere una segunda 

instancia, las cuotas citadas se aumentan en 2 por ciento (artículo 128). 

Cuando el negocio es de cuantía indeterminada, se causa una cantidad fija 

por las distintas actuaciones y promociones; así, por ejemplo, el estudio del 

negocio para plantear la demanda causa cien días de salario mínimo gene-

ral vigente en el Distrito Federal, o sea, aproximadamente siete mil pesos en 

la actualidad (artículo 129).

Con toda probabilidad las cuotas anteriores son inferiores a las que real-

mente cobran los abogados, pero pueden darnos una idea de cuál es el 

piso mínimo en la materia. Los abogados no están obligados por ellas ni por 

los aranceles profesionales que puedan existir en otras leyes, pues pueden 

acordar libremente con sus clientes, mediante contrato de carácter civil, 

cuál será el monto y la forma de pago de sus honorarios.

 La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia se ha pronunciado al 

respecto, pero sólo en lo correspondiente a los litigios en materia civil y en 

los que se reclaman prestaciones indeterminadas e indeterminables, esta-
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bleciendo que para la cuantificación de costas se tomará en cuenta el mon-

to de las prestaciones reclamadas y el de las constancias que integren el 

sumario.28 

En una propuesta reciente de Lineamientos para un Código Deontológi-

co de la Abogacía Mexicana,29 los autores asientan que el abogado tiene 

derecho a percibir una compensación económica digna y adecuada, así 

como el reintegro de los gastos que se le hayan causado, informando a su 

cliente sobre lo adeudado, que deberá ser justo y razonable. Sobre la fija-

ción de honorarios entre el cliente y su abogado señalan que tendrá como 

marco regulatorio “lo dispuesto en las normas deontológicas y sobre com-

petencia desleal” y “los factores orientadores del colegio de abogados en 

cuyo ámbito se actúe”. Además, para el cobro de honorarios se elaboran las 

siguientes recomendaciones: la importancia y cuantía del asunto; el éxito 

obtenido; la novedad y dificultad de las cuestiones jurídicas; la experiencia 

y la especialidad del abogado; la situación pecuniaria del cliente; la práctica 

o la costumbre del foro del lugar; la intervención del abogado (trabajo aisla-

do o constante); la responsabilidad que se derive para el abogado; el tiem-

po y la forma de actuación durante y para el patrocinio.30 Como una 

alternativa para la cobertura de honorarios se plantea el  “pacto de cuota 

litis”, cuando el cliente carezca actualmente o a futuro de recursos para cu-

brirlos. Se llevará a cabo siempre y cuando la participación del abogado no 

sea superior a la del cliente, y si el asunto se perdiere, el abogado no cobra-

rá, con excepción del establecimiento previo de una suma razonable para 

cubrir gastos. En este pacto, el abogado puede reservarse la facultad de 

separarse del patrocinio o mandato y el cliente, a su vez, gozará de la facul-

tad de retirar al abogado del asunto y confiarlo a otro.31

28	 En la tesis 1a./J. 167/2005, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo 
xxiii, enero de 2006, p. 262, cuyos rubro y texto indican: “Costas. Deben cuantificarse conforme 
a la ley vigente en la fecha en que se dicta la sentencia definitiva (Legislación del Distrito Fede-
ral)”. 

29	 Cruz Barney et al. (2013, p. xv).  
30	 Ibid., pp. 33-34.
31	 Ibid., p. 35.
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Defensores públicos

La instauración de un nuevo sistema procesal penal acusatorio y oral en 

México exige revisar el diseño normativo e institucional de todos los sujetos 

procesales que intervienen en él. Uno de ellos es la defensoría pública, co-

nocida anteriormente como “defensoría de oficio”, la que, por mandato 

constitucional, debe ser una institución pública gratuita, universal y de cali-

dad, de acuerdo con el penúltimo párrafo del artículo 17 constitucional, 

cuya redacción es producto de la reforma penal de 2008: “La Federación, 

los estados y el Distrito Federal garantizarán la existencia de un servicio de 

defensoría pública de calidad para la población y asegurarán las condicio-

nes para un servicio profesional de carrera para los defensores. Las percep-

ciones de los defensores no podrán ser inferiores a las que correspondan a 

los agentes del Ministerio Público”.

Este mandato se refuerza y complementa por lo dispuesto en la fracción 

viii del apartado B del artículo 20 constitucional, de acuerdo con la cual las 

personas imputadas tienen derecho a una “defensa adecuada por aboga-

do”. La reforma de 2008 hizo desaparecer la posibilidad de la defensa del 

imputado “por sí” o por “persona de su confianza” que preveía el artículo 

20 desde su aprobación por el Congreso Constituyente de 1916-1917.32 Así, 

el nuevo texto constitucional obliga, como ya dijimos, a que la defensa sea 

llevada a cabo necesariamente por un profesionista del derecho especializa-

do en materia penal —pues de otro modo la defensa no será “adecuada”—, 

el cual puede ser un abogado particular, libremente escogido y remunerado 

por el imputado, o un “defensor público”, que será designado por el juez 

cuando la persona acusada no quiera o no pueda nombrar abogado des-

pués de haber sido requerida para ello.

32	 El Constituyente de 1917 no exigió que los defensores poseyeran título profesional, ni caracterizó 
la calidad de la defensa. El concepto de “defensa adecuada” fue introducido en el artículo 20 
constitucional mediante reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 3 de septiem-
bre de 1993, sin que en ese momento se eliminara la posibilidad de defensa “por sí” o por “per-
sona de confianza”. Sobre el concepto de “defensa adecuada” puede verse Magaloni Kerpel e 
Ibarra Olguín (2008) y Torres López (2013). 
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Cuadro 5.12

Pregunta 56. ¿Qué tan bien o mal piensa usted que los defensores  
de oficio defienden a las personas acusadas de un delito  

que no pueden pagar un abogado? 
porcentajes

Muy bien   7.9

Bien 31.9

Ni bien ni mal (esp) 36.7

Mal 14.3

Muy mal   3.6

ns/nc   5.7

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional de Justicia, Los mexicanos vistos por 
sí mismos. Los grandes temas nacionales, México, Área de Investigación Aplicada y Opinión, iij-
unam, 2015.

De acuerdo con los datos del cuadro 5.12, el desempeño del defensor 

público es calificado positivamente por cuatro de cada diez mexicanos 

(“muy bien” obtuvo 7.9 por ciento de respuestas; 31.9 por ciento se pronun-

ció por “bien”). Pero ante el desconocimiento específico sobre cuál es el 

desempeño real de los defensores públicos en el país, resulta lógico que 

más de un tercio de los encuestados responda espontáneamente que “ni 

bien ni mal” (36.7 por ciento). Solamente 17.9 por ciento tiene una percep-

ción mala o muy mala de su desempeño.

Conocemos las condiciones precarias y difíciles en que laboran los defen-

sores públicos, las que se caracterizan sobre todo por grandes cargas de 

trabajo, por la falta de tiempo  para preparar adecuadamente la defensa y 

por la carencia de recursos de apoyo, humanos y materiales. Ello conlleva la 

expectativa de que su intervención en la defensa de las personas imputadas 

penalmente sea más bien testimonial. Y, en efecto, el estudio sobre senten-

cias penales en el Distrito Federal que ya hemos citado, caracteriza la labor 

del defensor público de la siguiente manera:

En general, la calidad de la defensa encontrada en los expedientes de la 

muestra es pobre. La defensa pública —que atendió, como primer abogado, 

a dos tercios de los condenados— frecuentemente usa, para ofrecer pruebas, 

formularios en los que simplemente se rellenan los nombres de denunciante, 

acusado y testigos. Casi siempre, tales pruebas se limitan rutinariamente a 

ofrecer ampliaciones de declaración. Las conclusiones también siguen un pa-
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trón en el que usualmente se niegan tanto los hechos como la responsabili-

dad y, casi siempre, se solicita la absolución con base en prueba insuficiente 

y/o el principio de que la duda favorece al reo. En algún caso se recurrió a 

solicitar “la benevolencia del juzgador” […]33 

También los internos en los centros de reclusión expresan diversas quejas 

sobre el desempeño de sus abogados, particularmente de los defensores 

de oficio. Así, por ejemplo, de conformidad con una encuesta a población 

en reclusión, levantada en 2002 en el Distrito Federal, el Estado de México 

y el estado de Morelos, los encuestados tuvieron como primer abogado uno 

de oficio en 67 por ciento de los casos; 45 por ciento informó haber cambia-

do de abogado una o más veces y en la segunda ocasión se invirtió la pro-

porción: en 62 por ciento de los casos el abogado fue particular. El motivo 

principal para cambiar de abogado fue su percepción de que “no hacían 

nada para defenderlos” (56.1 por ciento) o que eran “malos abogados” 

(10.7 por ciento). En cuanto a su percepción de la defensa, la mayoría (68 por 

ciento) se sintió “poco” o “nada” defendida. La calificación promedio que 

los reclusos dieron a los abogados fue de 4.42 en una escala de 1 a 10.34

Una encuesta similar levantada en 2005 confirma y amplía los resultados 

anteriores. Las respuestas de los reclusos indican que los abogados de ofi-

cio tienden a ser más pasivos que los particulares (por ejemplo, sólo 33 por 

ciento de los defensores de oficio ofreció pruebas, contra 65 por ciento de 

los defensores particulares) y a asesorar menos a sus defendidos (58 por 

ciento de los defensores de oficio no les explicaban lo que ocurría en la 

audiencia). La consecuencia es que solamente 4 por ciento de los reclusos 

representados por un defensor de oficio se sintió muy defendido, en com-

paración con 32 por ciento de los reclusos asesorados por un abogado par-

ticular.35

¿Qué cabe esperar, entonces, de una buena defensa pública? Los infor-

mes de labores del Instituto Federal de Defensoría Pública, al que se reco-

33	 Pásara (2006, p. 48).
34	 Bergman (coord.) (2003, pp. 48-49, 96). Cálculo propio sobre la base de las frecuencias reporta-

das para la pregunta 294 del cuestionario.
35	 Bergman (coord.) (2006, pp. 58-60).
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noce ampliamente que proporciona un servicio de defensa de calidad, nos 

ofrecen algunos datos que podrían servir como parámetro de evaluación. 

De acuerdo con el más reciente informe anual (2014-2015), los defensores 

públicos federales tuvieron los siguientes porcentajes de efectividad enten-

diendo por tal las resoluciones de no consignación, de libertad, sobresei-

miento o absolución en la primera instancia, y de modificación favorable de 

las sentencias en la segunda instancia: 36 por ciento de las resoluciones en 

averiguación previa fueron de no consignación y llevaron a la conclusión del 

servicio; durante el proceso penal, 29 por ciento de las resoluciones se tra-

dujeron en un auto de libertad o de no sujeción a proceso, de sobreseimien-

to o de absolución; en segunda instancia, 87 por ciento de las sentencias 

modificadas lo fueron en sentido favorable al procesado.36 Como puede 

verse, la efectividad del defensor no está en obtener siempre la libertad o la 

absolución de su defendido, sino en velar siempre por sus derechos y en 

lograr que, dentro de las circunstancias, el resultado sea el más favorable 

posible.37

36	 Instituto Federal de Defensoría Pública (2015, p. 5).
37	 En la Encuesta Nacional sobre el Sistema de Justicia Penal en México (Ensijupe 2012) se hace una 

evaluación cualitativa y comparada del desempeño de los defensores públicos en varios estados 
del país, pero en esta oportunidad no es posible hacer un análisis detallado de los resultados. Lo 
que sí se puede decir es que hay, aparentemente, diferencias significativas entre los estados que 
habían introducido ya el nuevo sistema penal acusatorio y los que no lo habían hecho. Setec 
(2012).
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Conclusiones y perspectivas
	

Es conocido el dicho popular “vale más un mal arreglo que un buen pleito”. 

Entre un buen arreglo y un mal pleito. Encuesta Nacional de Justicia 2015 

explora las percepciones, actitudes y opiniones de los mexicanos sobre la 

justicia desde cuatro aspectos principales: 1) cultura de legalidad, 2) sistema 

de justicia, 3) jueces, magistrados y tribunales y 4) policía, Ministerio Público, 

abogados y defensores públicos. ¿Cuáles son los medios a nuestro alcance 

para resolver nuestros conflictos? ¿Qué tan amplia es nuestra cultura de la 

legalidad?¿Qué tan bien o qué tan mal consideramos que funcionan los órga-

nos e instituciones de justicia? ¿Cuáles son los principales males que los afec-

tan? ¿Cuáles son las expectativas que tiene la gente en su trato con los 

operadores de justicia? ¿Qué tan independientes e imparciales son los jueces 

y magistrados en sus resoluciones? ¿Qué opinamos de la policía, el Ministerio 

Público, los abogados y los defensores? ¿Les tenemos confianza y respeto? 

La Encuesta Nacional de Justicia 2015 (enj 2015) revela una pluralidad de 

perspectivas y juicios de los ciudadanos, pero, sobre todo, traza la imagen 

de una ciudadanía racional y moderna que conoce y evalúa críticamente los 

servicios que la justicia presta a la sociedad mexicana. En lo que sigue hace-
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mos una breve síntesis de los principales resultados de los capítulos centra-

les de esta investigación y concluimos con algunos comentarios generales 

sobre las perspectivas que se plantean para una agenda de reforma institu-

cional de la justicia hacia el futuro.

Cultura de la legalidad

El capítulo 2 abordó el tema de la “cultura de la legalidad”, del cual pode-

mos derivar algunas conclusiones que podrían ser de utilidad para enten-

der, de mejor manera y con mayor profundidad, el tema central de la 

encuesta que comentamos: el funcionamiento del aparato de la justicia.

Si bien los mexicanos parecemos tener una percepción positiva de la le-

galidad como un instrumento conveniente y hasta indispensable para la 

convivencia en sociedad, así como para la solución de los principales pro-

blemas que la aquejan, al explorar sus actitudes específicas se revela que la 

adhesión a los valores del derecho y la justicia está lejos de ser unánime. A 

grandes rasgos, la población puede dividirse en tres grandes grupos: uno 

que manifiesta apego a la legalidad como un arreglo útil, pero recíproco, 

entre los miembros de la sociedad (“utilitaristas” o “pragmáticos”); otro que 

parece haber internalizado la legalidad como un valor de alcance moral 

(“kantianos”), y uno más que sujeta el cumplimiento de la ley a un cálculo 

racional de daños y beneficios (“maximizadores” u “oportunistas”). Si bien 

no hay indicios contundentes de un desplazamiento en el tamaño relativo 

de estos grupos, varias de las preguntas examinadas sugieren un aumento 

claro en el grupo de personas que evalúan las hipótesis que se les plantean 

de manera situacional, al dar espontáneamente respuestas como “depende”, 

“ni de acuerdo, ni en desacuerdo” u otras semejantes. Para nosotros, esta 

actitud maximizadora y oportunista ante la ley no constituye motivo de es-

cándalo, sino acaso de relativa preocupación, porque es la actitud racional 

del ser humano moderno, según lo plantea la ciencia económica, y puede 

ser moldeada por los incentivos concretos (positivos y negativos) que se 

ofrezca a los ciudadanos en las situaciones en las que el cumplimiento o no 

de la ley es una opción de conducta relevante.

También llama la atención, y ello es sin duda preocupante, el considera-

ble porcentaje de entrevistados que, en diversas hipótesis, están de acuer-
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do o dan su aprobación a la acción ilegal, ya sea de las autoridades o de los 

mismos particulares, cuando ello parece justificarse por razones como una 

mayor “eficacia” en la prevención o el castigo a la delincuencia, o como la 

inacción grave de las autoridades públicas ante toda clase de violaciones a 

la ley (“justicia por propia mano”). 

Percepciones sobre el sistema de justicia

El capítulo 3 analiza los datos que permiten establecer tendencias respecto 

de lo que los mexicanos pensamos, en términos generales, sobre el siste-

ma de justicia. Los resultados muestran el poliedro de opiniones, conoci-

mientos y perspectivas que sobre el tema tiene una sociedad heterogénea 

como la mexicana, sus límites, problemática y alcances.

La mitad de los mexicanos considera que la justicia en México funciona 

mal o muy mal. Comparado con los resultados obtenidos en la Encuesta 

Nacional de Cultura Constitucional de 2011, se observa un crecimiento en la 

percepción negativa. Los principales problemas que se detectan respecto 

del funcionamiento de la justicia son cuatro: corrupción, injusticia, impuni-

dad y desigualdad.

De estos problemas, es la corrupción el tema que se percibe como ma-

yor riesgo para la correcta operación del sistema de justicia. La mitad de los 

mexicanos también considera que el sistema es excluyente y que la justicia 

“no es igual para todos”. Cuando se les preguntó si es necesario el uso de 

recursos económicos e influencias para poder ganar un pleito, dos de cada 

tres mexicanos respondieron afirmativamente. Este número corresponde al 

porcentaje de quienes opinaron también que la corrupción es el mayor pro-

blema de la justicia. Cuando en los años setenta Volkmar Gessner hizo esta 

pregunta por primera vez, encontró que casi 80 por ciento de la población 

encuestada tenía la misma opinión. Así, en 45 años ha disminuido muy poco 

el número de mexicanos que piensa que solamente el dinero y las influen-

cias permiten ganar un asunto, pues esta opinión sigue siendo la mayorita-

ria. La corrupción, como se observa en otras encuestas de esta serie, parece 

ser el mayor lastre en los temas públicos del país, por lo que es prioritario 

atenderlo inmediatamente. 
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También se exploró el grado de confianza y respeto que los mexicanos 

tienen hacia las instituciones relacionadas con la impartición de justicia. La 

Encuesta Nacional de Justicia 2015 es la primera en la que se pregunta so-

bre el respeto que suscitan las instituciones de la justicia. Es llamativo que 

“confianza” y “respeto” no signifiquen lo mismo en la evaluación institucio-

nal. Mientras los índices de respeto hacia el ejército, la Policía Federal, los 

tribunales, la Suprema Corte de Justicia e incluso el Ministerio Público son 

relativamente elevados, los niveles de confianza hacia las mismas institucio-

nes decrecen de forma importante. La confianza ha descendido, en prome-

dio, también respecto de ejercicios anteriores, y algunas instituciones que 

gozaban de bastante prestigio en el pasado, como los institutos electorales, 

la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, el presidente de la Repú-

blica y las universidades públicas, han tenido pérdidas importantes.

Se analizó también el tema de los costos del proceso judicial. Siendo 

éste uno de los temas paradigmáticos del acceso a la justicia, se le preguntó 

a los mexicanos su conocimiento sobre la opción que tomarían para defen-

derse en caso de no contar con dinero para pagar un abogado. Una tercera 

parte acudiría a una oficina pública, mientras que uno de cada cinco mexi-

canos pediría prestado o se defendería a sí mismo. La disponibilidad de la 

defensa pública u otras alternativas, como los abogados que hacen trabajo 

gratuito o pro bono, sigue poco difundida entre los mexicanos; la opción 

de endeudarse o de una defensa no letrada permanecen como opciones 

reales en nuestro imaginario.

Respecto de los costos de la justicia impartida por jueces y magistrados, 

una tercera parte consideró que es de carácter gratuito y otra porción simi-

lar respondió que es gratuito exclusivamente para la materia penal. Quizá la 

experiencia más frecuente o próxima para los encuestados se desarrolla en 

el ámbito penal y por eso existe la idea de que sólo la justicia penal es gra-

tuita, pues sobre las demás materias hay amplio desconocimiento. Sin em-

bargo, la población encuestada percibe correctamente que en la realidad sí 

hay costos, aunque formalmente el servicio de la justicia sea gratuito.

 El capítulo abordó también el conocimiento de la población sobre el 

juicio del amparo y otros medios de defensa contra el abuso de autoridad. 

Cuando se le preguntó a los mexicanos si conocían lo que es el amparo, 

solamente la mitad contestó afirmativamente. Esta respuesta muestra un 

MVSM_21_Justicia_interiores.indd   188 9/24/15   10:04 PM



189

Ju
st

ic
ia

descenso de once puntos porcentuales respecto de la Encuesta Nacional 

sobre la Constitución, de 2003. A quienes contestaron que conocían el am-

paro se les preguntó sobre su utilidad. Casi la mitad manifestó que es una 

“forma de evitar ir a la cárcel”, frente a otras opciones como una “forma de 

protección y apoyo” o una “forma de protección de los derechos humanos”. 

Cuando se les preguntó si consideraban que el amparo servía para defender 

a las personas, ocho de cada diez mexicanos opinó que el amparo es muy útil 

o algo útil, lo que muestra que, a pesar de la disminución en su conocimien-

to, la sociedad mexicana percibe que es una herramienta jurídica eficaz.

Respecto de la posibilidad de demandar al Estado si causa algún daño, 

solamente la mitad de los encuestados contestó que se puede, o que se 

puede en parte; en cuanto a las posibilidades de ganar una demanda de 

este tipo, más de 60 por ciento opinó que dichas posibilidades eran escasas 

o nulas. No obstante, tanto el amparo como otros procesos judiciales de-

muestran que los ciudadanos tienen la posibilidad rutinaria y cotidiana de 

ganarle un juicio al Estado.

La última parte del capítulo explora el recurso a los tribunales, a los me-

dios alternativos de solución de conflictos, como la mediación y la concilia-

ción, así como la opinión de la gente sobre los llamados “juicios orales”. 

Cuestionados sobre su grado de acuerdo con el popular dicho “vale más un 

mal arreglo que un buen pleito”, 40 por ciento estuvo de acuerdo, mientras 

que un tercio no quiso comprometerse con una respuesta. A la pregunta de 

si es preferible, cuando las personas tienen un pleito, que se arreglen entre 

ellas mismas o que acudan a un tribunal, se dio una respuesta dividida. De 

lo anterior podemos deducir que es más grande el grupo que prefiere “un 

mal arreglo que un buen pleito” (o quizá “un buen arreglo” y no un “mal 

pleito”, como sugiere el título que hemos seleccionado), pero para muchos 

no es posible tomar una opción sin tener más información sobre el contexto 

en el que se plantea (“depende”).

Sobre los juicios orales, la mitad de la población tiene una percepción 

favorable y son pocos —uno de cada diez— quienes opinan que en nada 

contribuirán a mejorar la impartición de justicia. Esta expectativa genera un 

compromiso elevado para las autoridades implementadoras del sistema 

que deberán concluir el trabajo de transición para la plena entrada en vigor 

de la reforma penal en junio de 2016.
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Percepciones sobre jueces, magistrados y tribunales

En este apartado se presentan las conclusiones sobre las percepciones y 

opiniones de los entrevistados respecto de jueces, magistrados y los tribu-

nales, en general.

Como sucede respecto de otros organismos públicos, como la policía y 

el Ministerio Público, los entrevistados esperarían de los tribunales, en su 

mayoría, un trato correcto, así como la solución del problema que los lleva-

ra a acudir a estos órganos de la justicia. Sin embargo, es significativo el 

grupo de quienes esperarían más bien un trato negativo, como pedirles 

“mordida” o intentar hacerlos desistir de plantear su problema, que es una 

estrategia a la que con frecuencia acuden las autoridades para hacer dismi-

nuir su carga de trabajo y mejorar su desempeño estadístico.

Sobre la independencia de los jueces y magistrados para tomar sus pro-

pias decisiones y ante las dificultades de determinar si actúan o no con in-

dependencia, no resulta sorprendente que casi la mitad de los encuestados 

no tenga una opinión definida sobre esta cuestión; solamente uno de cada 

cinco señaló que no hay ningún grado de independencia judicial en nues-

tro país. En relación con el mejor sistema de nombramiento de los jueces y 

magistrados, la respuesta más frecuente alude al que ya funciona en el 

país, basado en la colaboración de los poderes Ejecutivo y Legislativo. Una 

minoría expresa el interés en el nombramiento mediante el voto popular, 

que es una tentación recurrente de quienes quieren “democratizar” a la 

justicia.

En relación con la alternativa entre sentencias justas y sentencias legales, 

esto es, apegadas a la ley, es mayor el porcentaje de entrevistados que con-

sideró que debía darse prioridad a esto último, pero una cuarta parte se in-

clinó por ambas opciones. 

En lo referente a la confianza de los entrevistados en las resoluciones 

penales, la mayoría respondió que en todo caso queda duda sobre la cul-

pabilidad de los delincuentes, aun cuando haya una sentencia condenato-

ria; sólo dos de cada diez tienen confianza de que el inculpado es 

plenamente responsable, con lo cual puede afirmarse que casi dos terceras 

partes de los entrevistados tienen muy poca o ninguna confianza en las 

sentencias penales.

MVSM_21_Justicia_interiores.indd   190 9/24/15   10:04 PM



191

Ju
st

ic
ia

A la pregunta de qué tan justas o injustas son las sentencias de la Supre-

ma Corte de Justicia, la comparación de los resultados de la enj 2015 y la 

Encuesta Nacional sobre la Constitución, de 2003, parece apuntar a un de-

terioro en la percepción que sobre el particular tiene la población, lo cual 

puede deberse a la mayor visibilidad pública de nuestro máximo tribunal, 

así como al carácter controvertido de algunas de sus sentencias de los últi-

mos años.

Sobre quién debe tener la facultad de exigir responsabilidades y sancio-

nar a los magistrados y jueces por conductas indebidas durante un proceso, 

hay coincidencia entre lo establecido en el régimen disciplinario de los po-

deres judiciales con lo que opina la mayoría de los entrevistados; sin embar-

go, la mitad de los entrevistados supone que en estos casos dichos 

servidores públicos quedarán impunes.

Percepciones sobre policía, Ministerio Público, abogados y 

defensores públicos

Además de los jueces y tribunales, la justicia depende en gran parte de la 

actividad desarrollada por los operadores auxiliares de la justicia. Algunos 

de los más relevantes son la policía, el Ministerio Público, los abogados y 

los defensores públicos, respecto de los cuales se incluyeron varias pregun-

tas en la Encuesta Nacional de Justicia 2015. Los operadores auxiliares son 

quienes ponen en marcha al sistema de la justicia y, por tanto, el conoci-

miento de las percepciones que de ellos tienen los ciudadanos son de gran 

importancia para la evaluación de dicho sistema.

El primer operador auxiliar sobre el que se preguntó a los mexicanos fue 

la policía, la cual aparece como uno de los sujetos con menores calificacio-

nes en los niveles de respeto, confianza y desempeño por la ciudadanía. 

Siete de cada 10 mexicanos consideraron que no resuelve los problemas de 

forma justa, que no respeta los derechos de la gente, y casi ocho de cada 10, 

que su desempeño no es honesto. Cuando se le preguntó a la población 

sobre la forma de resolver los problemas en la labor policiaca, dos tercios se 

inclinaron por alguna forma de sanción (castigos severos o “darlos de baja”), 

pero solamente una cuarta parte se pronunció por la formación y la capaci-

tación. No obstante, las expectativas de las personas hacia la policía, en el 

MVSM_21_Justicia_interiores.indd   191 9/24/15   10:04 PM



192

Lo
s 

m
ex

ic
an

o
s 

vi
st

o
s 

p
o

r 
sí

 m
is

m
o

s

supuesto de que acudieran a ella con algún problema, se presentan como 

relativamente favorables.

El segundo apartado del capítulo aborda al Ministerio Público. Se pre-

guntó a los mexicanos cuál, en su opinión, es el mayor problema del desem-

peño de las procuradurías de justicia y el Ministerio Público, y fue la 

corrupción el que recibió más menciones. Aunque su desempeño es defi-

ciente, la calificación que le otorgan los ciudadanos es algo mejor que la 

que se da a la policía. Seis de cada 10 consideran que no resuelve los pro-

blemas de forma justa y que no respeta los derechos humanos de la gente, 

y siete de cada diez, que no es honesto. A pesar de lo anterior y como suce-

dió también con la policía, las expectativas de atención y trato respetuoso 

son elevadas. Es significativo, sin embargo, el número de ciudadanos que 

espera conductas negativas, como que se les solicite “mordida” o que la 

autoridad se empeñe en hacerlos desistir de su petición.

El tercer apartado del capítulo corresponde a la percepción sobre los 

abogados. Uno de cada cinco mexicanos ha tenido necesidad de contratar 

o recurrir a los servicios de un abogado. Quizá debido a su mala imagen y 

escaso prestigio, casi la mitad de los mexicanos preferiría arreglar las cosas 

por su cuenta antes que acudir al servicio de un abogado y solamente uno 

de cada seis piensa que “en general los abogados ejercen su profesión de 

forma honesta”; aún así, cerca de la mitad no alcanzó a expresar ni acuerdo 

ni desacuerdo. Más de 60 por ciento considera indispensable, en algún gra-

do, que el abogado conozca al juez o al magistrado para ganar un asunto. 

En cuanto a los honorarios justos que debe cobrar un abogado cuando re-

cupera dinero para su cliente, las respuestas de los encuestados revelan que 

sobre el particular no hay una percepción de consenso, quizá por la falta de 

contacto más amplio con este gremio.

 La última parte del capítulo sobre los operadores auxiliares de la justicia 

correspondió a la percepción sobre el desempeño de los defensores públi-

cos. Siendo el defensor público uno de los operadores menos estudiados, 

resultó muy importante incluir en este ejercicio al menos una pregunta so-

bre su labor, principalmente por la nueva importancia que guarda para los 

juicios penales orales. En general, la percepción que tiene la población so-

bre su labor es razonablemente positiva, pues la proporción entre quienes 

opinan que es “buena” o “muy buena” es el doble de la que tienen quienes 

MVSM_21_Justicia_interiores.indd   192 9/24/15   10:04 PM



193

Ju
st

ic
ia

la juzgan “mala” o “muy mala”, pero  también es considerable el grupo (casi 

cuatro de cada diez) que no se pronuncia en un sentido o en otro.

Perspectivas

En este último apartado, y para cerrar el análisis de la Encuesta Nacional de 

Justicia 2015, proponemos brevemente tres ideas que pueden servir de ejes 

para una reflexión más profunda sobre los cambios que requiere nuestro 

sistema de justicia.

En primer lugar, es imprescindible elevar los niveles de educación e infor-

mación sobre las funciones y el desempeño de las diversas instituciones que 

conforman el sistema de justicia. La enj 2015 muestra temas específicos en 

los que es conveniente elevar el nivel de conocimiento de la población, 

como por ejemplo en lo relativo a los abogados o los defensores públicos, 

o bien, en cuanto a las posibilidades de interponer y ganar juicios contra las 

autoridades públicas. De ello depende que los ciudadanos tengan mayores 

elementos de orientación que les permitan plantear y resolver con mayor 

efectividad y menos costos sus problemas y conflictos de la vida diaria. 

Como se señaló en el capítulo sobre la cultura de la legalidad, la responsa-

bilidad de educar e informar a los ciudadanos corresponde a la familia, a la 

escuela, a los medios de comunicación, a los organismos de la sociedad civil 

y a las mismas instituciones de justicia, por los diversos medios a su alcance. 

Vivimos en una sociedad compleja en la que, para el bienestar general, re-

sulta necesario que las personas tengan cada vez mayores niveles de infor-

mación sobre los temas sociales más diversos, como pueden ser el cambio 

climático o la sexualidad, pero en todo caso resulta imprescindible que esta 

información comprenda al conjunto de instituciones que tienen el objetivo 

de resolver los problemas de carácter jurídico de los individuos y los grupos 

en sociedad.

En segundo lugar, es necesario seguir invirtiendo en el mejoramiento y en 

la elevación de los niveles de eficacia de las instituciones de la justicia. Una 

buena parte del clima de impunidad que se vive en el país (y que no se refiere 

solamente a la falta de persecución de los delitos, sino a toda clase de com-

portamientos ilícitos) se debe a que estas instituciones no ofrecen incenti-

vos correctos al comportamiento de los ciudadanos. La enj 2015 ha 
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identificado a un grupo considerable de personas que no han internalizado 

el valor de la legalidad, sino que someten el cumplimiento de la ley a un 

juicio de conveniencia, de cálculo de costos y beneficios. Invertir los incenti-

vos de conducta que actualmente enfrentan estos ciudadanos debe tradu-

cirse en una mejoría apreciable en el clima de respeto a la legalidad.

Por último, hay que hacer esfuerzos más persistentes en el combate a la 

desconfianza general y a la falta de legitimidad que se expresa hacia las 

instituciones públicas en general, y a las de la justicia en particular. El núme-

ro de ciudadanos que tiene contacto con las instituciones de justicia es y 

permanecerá reducido. Sin embargo, éstas pueden elevar de manera consi-

derable la confianza en ellas, así como su legitimidad, logrando que dichos 

contactos sean valorados positivamente por los justiciables, lo que, a su vez, 

puede tener un impacto multiplicador en el entorno social de éstos. Para 

ello es imprescindible crear una cultura de servicio, que actualmente no 

existe, dejando atrás la visión de la justicia como una organización burocrá-

tica encargada de procesar expedientes y no de conocer y resolver algunas 

de las necesidades más apremiantes del ser humano.
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Anexo 

Órganos e instituciones  
de la justicia

Se incluyen en este anexo los principales órganos y las instituciones jurídicas 

de carácter público a los que tienen acceso los ciudadanos y que resuelven 

controversias jurídicas o intervienen en su resolución, ya sea que actúen o 

no como terceros imparciales, así como los órganos y las instituciones que 

tienen una importante función auxiliar en relación con aquéllos (procura-

ción, asesoría y representación jurídicas). En algunos casos se señala entre 

paréntesis el año de creación del órgano o institución, así como de las refor-

mas recientes más significativas.

Tribunales

Poder Judicial de la Federación (1995-1999)

•	 Suprema Corte de Justicia de la Nación.

•	 Tribunales colegiados y unitarios de circuito.

•	 Juzgados de distrito.

•	 Tribunal Electoral (1990-1996-2007).

•	 Consejo de la Judicatura Federal (1995-1999).

	 o	 Instituto Federal de Defensoría Pública (1998).

	 o	 Instituto Federal de Especialistas en Concursos Mercantiles (1999).
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Otros tribunales federales

•	 Tribunales militares

	 o	 Supremo Tribunal Militar.

	 o	 Consejos de guerra.

	 o	 Juzgados militares.

	 o	 Cuerpo de defensores de oficio.

•	 Junta Federal de Conciliación Arbitraje (1927).

•	 Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa (1937-1967-2000).

•	 Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje (1960).

•	 Tribunales agrarios (1992).

Tribunales de las entidades federativas

•	 Tribunal Superior/Supremo Tribunal de Justicia.

•	 Juzgados de primera instancia.

•	 Juzgados de paz, menores, municipales, indígenas.

•	 Centros de justicia alternativa.

•	 Defensorías públicas o de oficio. 

Procuradurías

Procuradurías de justicia

•	 Procuraduría/Fiscalía General de la República (2014).

•	 Procuraduría General de Justicia Militar.

•	 Procuradurías generales de justicia de las entidades federativas.

Otras procuradurías

•	 Procuraduría Fiscal de la Federación (1947). 

•	 Procuraduría Agraria (1951-1992).

•	 Procuraduría Federal de la Defensa del Trabajo (1970). 

•	 Procuraduría de la Defensa del Menor y la Familia (1974). 

•	 Procuraduría Federal del Consumidor (1976).

•	 Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (1992). 

•	 Procuraduría de la Defensa del Contribuyente (2006-2009).

•	 Procuraduría Social del Distrito Federal (1989-1993). 
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Organismos constitucionales autónomos

•	 Instituto Nacional Electoral (1990-1996-2014).

•	 Comisión Nacional de los Derechos Humanos (1992-1999-2011).

•	 Comisión Federal de Competencia Económica (1992-2013).

•	 Instituto Federal de Telecomunicaciones (1995-2013).

•	 Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protec-

ción de Datos Personales (2002-2014).

Administración pública

Secretarías de Estado 

•	 Secretaría de Gobernación.

•	 Secretaría de Economía.

Comisiones, institutos y otros organismos especializados

•	 Comisión Nacional de Arbitraje Médico.

•	 Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación (2001). 

•	 Instituto Mexicano del Seguro Social.

•	 Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 

Estado.

•	 Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas.

•	 Instituto del Fondo Nacional para la Vivienda de los Trabajadores.

•	 Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial.

•	 Instituto Nacional del Derecho de Autor.

•	 Universidad Nacional Autónoma de México. 

	 o	 Defensoría de los Derechos Universitarios (1985).

	 o	 Tribunal Universitario.

	 o	 Bufete Jurídico Gratuito de la Facultad de Derecho.

•	 Sistema Nacional de Investigadores.

Organismos sociales de interés público

•	 Partidos políticos nacionales. 

•	 Sindicatos y federaciones sindicales.

INTERNACIONALES

Derechos humanos
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Organización de las Naciones Unidas (onu) 

•	 Comité de Derechos Humanos.

•	 Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer.

•	 Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial.

•	 Comité de los Derechos de las Personas con Discapacidad.

Organización de Estados Americanos (oea)

•	 Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

•	 Corte Interamericana de Derechos Humanos.

Comercio internacional

Organización Mundial de Comercio (omc)

•	 Órgano de Solución de Diferencias.

•	 Órgano de Apelación.

América del Norte

•	 Tratado de Libre Comercio de América del Norte.
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DISEÑO MUESTRAL
LOS MEXICANOS VISTOS POR SÍ MISMOS
LOS GRANDES TEMAS NACIONALES

Introducción

La colección Los mexicanos vistos por sí mismos. Los grandes temas nacio-

nales dibuja un panorama extenso del país, en textos en los que convergen 

la teoría, el contexto actual y la voz de mujeres y hombres. Para ello se recu-

rrió a la aplicación de 25 encuestas en vivienda de 1 200 casos cada una, a 

personas de 15 años y más distribuidas en todo el país. Las encuestas levan-

tadas para la colección fueron las siguientes:

1.	 Encuesta Nacional de Corrupción y Cultura de la Legalidad

2.	 Encuesta Nacional de Cultura, Lectura y Deporte

3.	 Encuesta Nacional de Derechos Humanos, Discriminación  

y Grupos Vulnerables

4.	 Encuesta Nacional de Familia

5.	 Encuesta Nacional de Salud

6.	 Encuesta Nacional de Seguridad Pública

7.	 Encuesta Nacional de Movilidad y Transporte
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8.	 Encuesta Nacional de Pobreza

9.	 Encuesta Nacional de Migración

10.	 Encuesta Nacional de Género

11.	 Encuesta Nacional de Globalización

12.	 Encuesta Nacional de Niños, Adolescentes y Jóvenes

13.	 Encuesta Nacional sobre las Condiciones de Habitabilidad  

de la Vivienda

14.	 Encuesta Nacional de Envejecimiento

15.	 Encuesta Nacional de Religión, Secularización y Laicidad

16.	 Encuesta Nacional de Ciencia y Tecnología

17.	 Encuesta Nacional de Educación

18.	 Encuesta Nacional de Economía y Empleo

19.	 Encuesta Nacional de Indígenas

20.	 Encuesta Nacional de Justicia

21.	 Encuesta Nacional de Sociedad de la Información

22.	 Encuesta Nacional de Medio Ambiente

23.	 Encuesta Nacional de Federalismo

24.	 Encuesta Nacional de Identidad y Valores

25.	 Encuesta Nacional de Cultura Política

Cada encuesta contiene un diseño muestral que permite la sistematiza-

ción de la información y la inferencia de los resultados en el ámbito nacional. 

El objetivo de este apartado es dar a conocer la metodología asociada al 

diseño muestral general de la investigación. El primer apartado describe las 

fuentes de información utilizadas al seleccionar a los informantes  para cada 

una de las etapas del muestreo. Posteriormente, se describe el diseño ge-

neral que se implementó para las 25 encuestas. Por último, se presenta el 

procedimiento para obtener el tamaño de la muestra, así como el cálculo de 

las probabilidades de selección, los factores de expansión y su ajuste por 

variables sociodemográficas.
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La muestra y sus elementos

Con el fin de realizar cada una de las encuestas, se propuso la elaboración de 

distintas muestras en el país, una por cada tema de la investigación, siguien-

do un diseño muestral similar en cuanto a la estratificación de la población  

y al esquema de selección. La selección de individuos dentro de una muestra 

es independiente de la selección de individuos en cualquier otra muestra de  

la investigación.

Marco muestral

Se utilizó el programa Mapa Digital de México versión 6.0.1 y scince 2010 

versión 1.0.2 del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (inegi) para 

obtener la georreferenciación de todas las entidades del país, así como los 

datos de población desagregados en el ámbito de localidad1 y de Área 

Geoestadística Básica (ageb)2 urbana.

Periodo de levantamiento

El periodo de levantamiento de las encuestas fue de octubre a noviembre 

de 2014. 

Población objetivo

Para esta investigación, la población objetivo la constituyeron todos los ha-

bitantes de 15 años o más. A cada habitante seleccionado en la muestra se 

le aplicó un cuestionario de opinión que recopila diversas opiniones y acti-

tudes sobre uno de los temas dentro de la investigación.

1	 Localidad. El inegi lo define como todo lugar ocupado con una o más viviendas y reconocido por 
un nombre dado por la ley o la costumbre.

2	 Área Geoestadística Básica: extensión territorial delimitada por el inegi cuyos habitantes compar-
ten características socioeconómicas parecidas.
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Estratificación del país

Para fines de selección de la muestra, el país fue dividido tanto por regiones 

geográficas con características comunes como por tamaño de localidad. Las 

regiones se describen en el cuadro 1.

De igual manera, el mapa 1 muestra la división del país por región.

Cuadro 1

Regionalización del país

Región Estados de la República

Centro Aguascalientes, Colima, Guanajuato, Hidalgo, Jalisco, Michoacán, 
Morelos, Puebla, Querétaro, San Luis Potosí y Tlaxcala

df-Estado  
de México

Distrito Federal y Estado de México

Norte Baja California, Baja California Sur, Coahuila, Chihuahua, Durango, 
Nayarit, Nuevo León, Sinaloa, Sonora, Tamaulipas y Zacatecas

Sur Campeche, Chiapas, Guerrero, Oaxaca, Quintana Roo, Tabasco, 
Veracruz y Yucatán

Diseño muestral Los mexicanos vistos por sí mismos. Los grandes temas nacionales, 2014.

mapa 1

Estratificación del país por región
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Dentro de cada región, de manera independiente, se estratificaron las 

localidades según su número de habitantes. Derivado de ello se establecie-

ron cuatro estratos, los cuales se describen en el cuadro 2.

Con los criterios anteriores se obtuvieron 16 estratos para todo el país, 

tal y como se describen en el cuadro 3.

Cuadro 2

Estratificación por tamaño de localidad

Tipo de 
localidad

Tamaño de la localidad

I 100 000 habitantes o más

II De 15 000 a 99 999 habitantes

III De 2 500 a 14 999 habitantes

IV 2 499 habitantes o menos

Diseño muestral Los mexicanos vistos por sí mismos. Los grandes temas nacionales, 2014.

Cuadro 3

Estratos generados por región y tipo de localidad

Estrato Región Tipo de localidad Población de 15 años y más*

1 Centro I 9 145 749

2 Centro II 4 683 034

3 Centro III 4 279 203

4 Centro IV 6 160 059

5 df-Estado de México I 13 165 701

6 df-Estado de México II 1 461 226

7 df-Estado de México III 1 698 166

8 df-Estado de México IV 1 313 940

9 Norte I 12 333 646

10 Norte II 2 468 751

11 Norte III 1 720 733

12 Norte IV 3 016 044

13 Sur I 4 792 845

14 Sur II 2 954 728

15 Sur III 3 374 837

16 Sur IV 6 863 440

Fuente:  Censo de Población y Vivienda 2010.
Diseño muestral Los mexicanos vistos por sí mismos. Los grandes temas nacionales, 2014.
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Esquema de selección

La selección de unidades de muestreo se realizó a través de etapas sucesi-

vas y de manera independiente para cada estrato previamente definido.

•	 De localidades. La selección de localidades que pertenecen a una 

zona se realizó con probabilidad proporcional al tamaño (ppt) de la 

población de 15 años o más.

•	 De agebs. Se seleccionaron dos agebs dentro de cada localidad de 

tamaños I, II y III, con probabilidad proporcional al tamaño de la po-

blación de la ageb con remplazo. En el caso de las localidades con 

tamaño poblacional menor a 2 500, no se consideró esta etapa, por lo 

que se pasó directamente a la selección de manzanas.

•	 De manzanas. Se seleccionaron tres manzanas3 para cada localidad y 

dicha selección se hizo de manera sistemática con arranque aleatorio 

(msa).

•	 De viviendas. Se seleccionaron cuatro viviendas4 para cada manzana y 

dicha selección se hizo de forma sistemática, con arranque aleatorio. 

•	 De individuos. Se seleccionó de manera aleatoria (mas) a un individuo 

de 15 años o más dentro de la vivienda.

Derivado de dicho esquema se consideraron las siguientes unidades de 

muestreo:

a)	 Unidades primarias de muestreo (upm): en todos los estratos genera-

dos fueron las localidades.

b)	 Unidades secundarias de muestreo (usm): en los estratos compuestos 

por los tipos de localidad I, II y III fueron las ageb, mientras que en los 

estratos compuestos por el tipo de localidad IV fueron las manzanas.

c)	 Unidades terciarias de muestreo (utm): en los estratos compuestos 

por los tipos de localidad I, II y III  fueron las manzanas, y en los estra-

tos compuestos por el tipo de localidad IV fueron las viviendas.

3	 Para el estrato sur-I se seleccionaron cuatro manzanas por ageb.
4	 Para el estrato centro-IV se seleccionaron cinco viviendas por manzana.
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d)	 Unidades cuaternarias de muestreo (ucm): de igual manera, en los 

estratos compuestos por los tipos de localidad I, II y III  fueron las vi-

viendas y para los de tipo de localidad IV fueron los individuos que 

para estos estratos también se consideran como las unidades últimas 

de muestreo.

e)	 Unidades últimas de muestreo (uum): dentro de los estratos por tipos 

de localidad I, II y III  fueron los individuos de cada vivienda seleccio-

nada.

El cuadro 4 indica el tamaño de muestra para cada estrato generado por 

región y tipo de localidad.

Cuadro 4

Tamaño de muestra para cada estrato

Región Tipo de localidad Tamaño de muestra

Centro I 144

Centro II 72

Centro III 72

Centro IV 60

df-Estado de México I 192

df-Estado de México II 48

df-Estado de México III 48

df-Estado de México IV 24

Norte I 192

Norte II 48

Norte III 24

Norte IV 48

Sur I 96

Sur II 48

Sur III 48

Sur IV 36

Diseño muestral Los mexicanos vistos por sí mismos. Los grandes temas nacionales, 2014.
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Con fines prácticos, la gráfica 1 resume el esquema de selección descrito 

en los párrafos anteriores.

Tamaño de muestra

El tamaño de muestra obtenido para cada encuesta fue de 1 200 casos y fue 

distribuido entre los diferentes estratos descritos anteriormente con el fin de 

generar una disminución de los márgenes de error estadísticos. Para determi-

narlo se consideró la siguiente fórmula:

n = (z
2 )( p)(1− p)(Deff )
d 2(1−TNR)

donde:

n = tamaño de la muestra;

z = valor en tablas de valores de probabilidad acumulada para la distribu-

ción normal estándar; este valor depende del nivel de confianza asignado  

(1 – α) * 100 por ciento;

p = probabilidad de éxito del evento; se refiere a la probabilidad de éxito 

esperada. El más conservador de los valores se obtiene cuando p = 0.5;

Gráfica 1

Esquema de selección utilizado en las 25 muestras

Estratificación por:
• Región
• Tamaño de localidad

Selección
mediante ppt

Selección
mediante ppt

Selección 
mediante msa

Selección 
mediante mas

Selección 
mediante msa

Selección 
de 
localidades 
(upm)

Selección 
de  
agebs  
(usm)

Selección 
de 
manzanas 
(utm)
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individuos 
(uum)
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d = diferencia entre el valor estimado y el valor poblacional;

TNR = tasa de no respuesta esperada;

Deff = efecto de diseño por utilizar un muestreo diferente del muestreo 

aleatorio simple.

Considerando un efecto de diseño (Deff) de 2.00, una tasa de no respues-

ta inferior (TNR) a 10 por ciento y un margen de error (d ) de 4.2 puntos por-

centuales con un nivel de confianza de 95 por ciento, se calculó para cada 

encuesta un tamaño de muestra aproximado de 1 200 casos, resultando un 

total de 30 000 cuestionarios por las 25 encuestas.

Cálculo de los ponderadores

Para obtener los ponderadores utilizados dentro del cálculo de los estima-

dores de los parámetros tanto en individuos como en viviendas se utiliza la 

probabilidad de selección de cada etapa del muestreo. 

El caso de los estratos compuestos por el tipo de 

localidad I, II y III

La probabilidad de selección del individuo n-ésimo que pertenece a la vivien-

da m, manzana l, ageb k, localidad j y estrato i se calcula de la siguiente forma:

P x j ,k ,l ,m,n
i⎡⎣ ⎤⎦ =

miN j
i

N i

2N j ,k
i

N j
i

mi, j ,k
Ii, j ,k

mi, j ,k ,l
Ii, j ,k ,l

1
Ii, j ,k ,l ,m

donde:

x ij,k,l,m,n  es el individuo n-ésimo que pertenece a la vivienda m, manzana l, 
ageb k, localidad j y estrato i.
mi  es el número de localidades seleccionadas para el estrato i.
mi,j,k  es el número de manzanas seleccionadas en la ageb k, localidad j y  

estrato i.
mi,j,k,l  es el número de viviendas seleccionadas en la manzana l, ageb k, loca-

lidad j y estrato i.
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N i  es la población total de personas de 15 años o más que habitan en el 

estrato i.
N ij  es la población total de personas de 15 años o más que habitan en la 

localidad j y el estrato i.
N ij,k  es la población total de personas de 15 años o más que habitan en la ageb 

urbana k, la localidad j y el estrato i.
Ii,j,k  es el número de manzanas existentes en la ageb k, la localidad j y el  

estrato i.
Ii,j,k,l  es el número de viviendas en la manzana l, ageb k, la localidad j y el  

estrato i.
Ii,j,k,l,m  es el número de individuos de 15 años o más que habitan la vivienda 

m, en la manzana l, la ageb k, la localidad j y el estrato i.

El recíproco de la probabilidad de selección del individuo da el factor de 

expansión correspondiente, es decir:

Fj ,k ,l ,m,n
i = 1

P x j ,k ,l ,m,n
i⎡⎣ ⎤⎦

La probabilidad de selección de la vivienda m-ésima que pertenece a la 

manzana l, AGEB k, localidad j y estrato i se calcula de la siguiente forma:

P x j ,k ,l ,m
i⎡⎣ ⎤⎦ =

miN j
i

N i

2N j ,k
i

N j
i

mi, j ,k
Ii, j ,k

mi, j ,k ,l
Ii, j ,k ,l

Respecto al factor de expansión correspondiente, se obtiene de igual 

manera que el anterior, es decir:

Fj ,k ,l ,m
i = 1

P x j ,k ,l ,m
i⎡⎣ ⎤⎦

El caso de los estratos compuestos por el tipo de 

localidad IV

La probabilidad de selección del individuo n-ésimo que pertenece a la vi-

vienda m, manzana l, localidad j y estrato i se calcula de la siguiente forma:
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P x j ,l ,m,n
i⎡⎣ ⎤⎦ =

miN j
i

N i

mi, j
Ii, j

mi, j ,l
Ii, j ,l

1
Ii, j ,l ,m

donde:

x ij,l,m,n  es el individuo n-ésimo que pertenece a la vivienda m manzana l, loca-

lidad j y estrato i.
mi  es el número de localidades seleccionadas en el estrato i.
mi,j  es el número de manzanas seleccionadas en la localidad j y el estrato i.
mi,j,l  es el número de viviendas seleccionadas en la manzana l, localidad j y 

estrato i.
N ij  es la población total de personas de 15 años o más que habitan en la 

localidad j y el estrato i.
N i  es la población total de personas de 15 años o más que habitan en el 

estrato i.
Ii,j  es el número de manzanas existentes en la localidad j y el estrato i.
Ii,j,l  es el número de viviendas en la manzana l, la localidad j y el estrato i.
Ii,j,l,m  es el número de individuos de 15 años o más que habitan la vivienda m, 

en la manzana l, localidad j y estrato i.

El recíproco de la probabilidad de selección del individuo da el factor de 

expansión correspondiente, es decir:

Fj ,l ,m,n
i = 1

P x j ,l ,m,n
i⎡⎣ ⎤⎦

La probabilidad de selección de la vivienda m-ésima que pertenece a la 

manzana l, localidad j y estrato i se calcula de la siguiente forma:

P x j ,l ,m
i⎡⎣ ⎤⎦ =

miN j
i

N i

mi, j
Ii, j

mi, j ,l
Ii, j ,l

El recíproco de la probabilidad de selección de la vivienda da el factor de 

expansión correspondiente:

Fj ,l ,m
i = 1

P x j ,l ,m
i⎡⎣ ⎤⎦
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Ajuste de los Factores de Expansión

Se calibraron los factores de expansión de acuerdo con el Censo de Pobla-

ción y Vivienda de 2010 con base en la edad5 por decenios, sexo y región. 

Esto con el fin de que los datos puedan expandir a la población en las pro-

porciones que se presentan en el país. Este ajuste se logra multiplicando el 

factor de expansión original por una constante (componente de ajuste) que 

permita alcanzar tal objetivo. 

Sea Xr,s,e el conjunto de individuos xi de la muestra que pertenecen a la 

región del país r, grupo decenal e y sexo s. Defínase f1 xr ,s,e( ) = 1
P xi⎡⎣ ⎤⎦

xi∈Xr ,s ,e
∑  

como la expansión total del conjunto Xr,s,e , es decir, la suma de los factores 

de expansión correspondientes a los individuos que pertenecen a la misma 

región, grupo decenal y sexo.

Sea ahora g xr ,s,e( ) = Nr ,s,e  la población total de acuerdo con el Censo de 

Población y Vivienda de 2010 perteneciente a la región del r, grupo decenal 

e y sexo s. Con ello es posible  calibrar cada factor de expansión de los indi-

viduos que componen la muestra. El factor de expansión ya corregido se 

calculó de la siguiente manera:

f2 xi( ) = g Xr ,s,e( )
f1 Xr ,s,e( )

1
P xi⎡⎣ ⎤⎦

f2 ( xi ) es el nuevo factor de expansión a utilizar del individuo i-ésimo de la 

muestra. Con ello se logra expandir los datos de la muestra al tamaño po-

blacional de cada uno de los nuevos estratos Xr,s,e:

f2 xi( )
xi∈Xr ,s ,e

∑ =
g Xr ,s,e( )
f1 Xr ,s,e( )xi∈Xr ,s ,e

∑ 1
P xi⎡⎣ ⎤⎦

=
g Xr ,s,e( )
f1 Xr ,s,e( )

1
P xi⎡⎣ ⎤⎦xi∈Xr ,s ,e

∑ =
g Xr ,s,e( )
f1 Xr ,s,e( ) f1 Xr ,s.e( ) = g Xr ,s,e( ) = Nr ,s,e

5	 El número de individuos cuya edad no fue especificada dentro del censo se distribuyó uniforme-
mente dentro de los demás rangos de edades. 
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